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COMPETENCIA. Competencia penal. Conexidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado Correccional y de Garantías y de Me-
nores de Segunda Nominación del Distrito Judicial Tartagal, para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: La pretensión de hacer que las presentes actuaciones vuelvan a un estado de trámite correspon-
diente a una etapa precluida tras el requerimiento de juicio, no resulta acorde al postulado de pronta justicia, 
que encuentra específica consagración constitucional en las disposiciones de los tratados internacionales sobre 
derechos humanos que refieren el derecho a ser juzgado en un plazo razonable. 

Tras su avocamiento el juez correccional debe propiciar su avance hacia un estado de definición, sin 
perjuicio de que si, antes del dictado de la sentencia definitiva las actuaciones que se siguen contra el mismo 
imputado son elevadas a juicio ante una Cámara en lo Criminal, pueda entonces proponer la respectiva trami-
tación conforme a las reglas de competencia por conexidad. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, 
Díaz, Ferraris y Posadas). 
               Corresponde que la causa sea remitida al Juzgado de Instrucción Formal si concurren distintos 
hechos en idéntico contexto analizados en una única actuación y de manera conjunta por el Ministerio Público 
Fiscal. (Del voto de la Dra. Kauffman). 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas  DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: C/C ESCOBAR, GERARDO SEGUNDO - RETENCIÓN INDEBIDA, LESIO-
NES Y COACCIÓN - GAMARRA, SUSANA CELESTE - PIEZAS PERTENECIENTES 
- COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 36.349/13) (Tomo 182: 1075/1080 –  7/noviembre/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia material. Juez de Garantías, artículo 41 incisos d) y e) 
del Código Procesal Penal (Ley 7690).  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos.  
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia, pues el ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías debe continuar interviniendo en la causa en virtud de que el Código Procesal Penal (Ley 
7690) en su artículo 41 establece las competencias del Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), 
les ha otorgado la función de conocer en toda medida restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por impe-
rio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre que no sean ordenadas en el marco de un pro-
ceso penal, y la de controlar las condiciones de detención, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecuta-
das por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de la Ley 6192.  

Los supuestos previstos en el artículo 41 incs. d) y e) del Código Procesal Penal (Ley 7690), impli-
can un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 
7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.   DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “CASCO, JUAN MAURO – ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y E DEL C.P.P. 
– PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 36.252/13)(Tomo 182: 
939/944 – 4/noviembre/2013) 
 
 



COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia material. Juez de Garantías, artículo 41 incisos d) y e) 
del Código Procesal Penal (Ley 7690).  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos. 
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia, pues el ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías debe continuar interviniendo en la causa en virtud de que el Código Procesal Penal (Ley 
7690) en su artículo 41 establece las competencias del Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), 
les ha otorgado la función de conocer en toda medida restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por impe-
rio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre que no sean ordenadas en el marco de un pro-
ceso penal, y la de controlar las condiciones de detención, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecuta-
das por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de la Ley 6192.  

Los supuestos previstos en el artículo 41 incs. d) y e) del Código Procesal Penal (Ley 7690), impli-
can un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 
7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “GONZÁLEZ, EDUARDO ARNALDO – ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y 
E DEL C.P.P. – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 
36.384/13)  (Tomo 182: 565/570 - 28/octubre/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia material. Juez de Garantías, artículo 41 incisos d) y e) 
del Código Procesal Penal (Ley 7690).  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos. 
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia, pues el ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías debe continuar interviniendo en la causa en virtud de que el Código Procesal Penal (Ley 
7690) en su artículo 41 establece las competencias del Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), 
les ha otorgado la función de conocer en toda medida restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por impe-
rio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre que no sean ordenadas en el marco de un pro-
ceso penal, y la de controlar las condiciones de detención, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecuta-
das por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de la Ley 6192.  

Los supuestos previstos en el artículo 41 incs. d) y e) del Código Procesal Penal (Ley 7690), impli-
can un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 
7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “SANTILLÁN, RENÉ RUBÉN O PADILLA, RENÉ RUBÉN – ACTUACIO-
NES ART. 41 INC. D Y E DEL C.P.P. – PIEZAS PERTENE-CIENTES - COMPETEN-
CIA” (Expte. Nº CJS 36.419/13) (Tomo 182: 547/552 – 28/octubre/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia material. Juez de Garantías, artículo 41 incisos d) y e) 
del Código Procesal Penal (Ley 7690).  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos.  
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia, pues el ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías debe continuar interviniendo en la causa en virtud de que el Código Procesal Penal (Ley 
7690) en su artículo 41 establece las competencias del Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), 
les ha otorgado la función de conocer en toda medida restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por impe-
rio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre que no sean ordenadas en el marco de un pro-
ceso penal, y la de controlar las condiciones de detención, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecuta-
das por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de la Ley 6192.  
               Los supuestos previstos en el artículo 41 incs. d) y e) del Código Procesal Penal (Ley 7690), impli-
can un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 
7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “SAYAGUA, TOBÍAS ENRIQUE – ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y E 
DEL C.P.P. – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 
36.443/13) (Tomo 182: 877/882 – 04/noviembre/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia material. Juez de Garantías, artículo 41 incisos d) y e) 
del Código Procesal Penal (Ley 7690).  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos. 



DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia, pues el ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías debe continuar interviniendo en la causa en virtud de que el Código Procesal Penal (Ley 
7690) en su artículo 41 establece las competencias del Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), 
les ha otorgado la función de conocer en toda medida restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por impe-
rio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre que no sean ordenadas en el marco de un pro-
ceso penal, y la de controlar las condiciones de detención, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecuta-
das por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de la Ley 6192.  
     Los supuestos previstos en el artículo 41 incs. d) y e) del Código Procesal Penal (Ley 7690), impli-
can un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 
7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar    DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “TEJERINA, MAXIMILIANO RAFAEL – ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y 
E DEL C.P.P. – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 
36.457/13)  (Tomo 182: 553/558 – 28/octubre/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia material. Juez de Garantías, artículo 41 incisos d) y e) 
del Código Procesal Penal (Ley 7690).  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos. 
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia, pues el ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías debe continuar interviniendo en la causa en virtud de que el Código Procesal Penal (Ley 
7690) en su artículo 41 establece las competencias del Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), 
les ha otorgado la función de conocer en toda medida restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por impe-
rio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre que no sean ordenadas en el marco de un pro-
ceso penal, y la de controlar las condiciones de detención, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecuta-
das por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de la Ley 6192.  

Los supuestos previstos en el artículo 41 incs. d) y e) del Código Procesal Penal (Ley 7690), impli-
can un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 
7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA:“C/C PAGES, CARLOS FRANCISCO – ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y E 
DEL C.P.P. – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 
36.528/13)  (Tomo 182: 633/638 – 28/octubre/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia material. Juez de Garantías, artículo 41 incisos d) y e) 
del Código Procesal Penal (Ley 7690).  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos. 
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia, pues el ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías debe continuar interviniendo en la causa en virtud de que el Código Procesal Penal (Ley 
7690) en su artículo 41 establece las competencias del Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), 
les ha otorgado la función de conocer en toda medida restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por impe-
rio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre que no sean ordenadas en el marco de un pro-
ceso penal, y la de controlar las condiciones de detención, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecuta-
das por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de la Ley 6192.  

Los supuestos previstos en el artículo 41 incs. d) y e) del Código Procesal Penal (Ley 7690), impli-
can un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 
7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C LIENDRO, OSCAR MARCELO – ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y E 
DEL C.P.P. – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 
36.615/13) (Tomo 182: 541/546 – 28/octubre/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia material. Juez de Garantías, artículo 41 incisos d) y e) 
del Código Procesal Penal (Ley 7690).  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos. 
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia, pues el ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías debe continuar interviniendo en la causa en virtud de que el Código Procesal Penal (Ley 
7690) en su artículo 41 establece las competencias del Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), 
les ha otorgado la función de conocer en toda medida restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por impe-
rio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre que no sean ordenadas en el marco de un pro-



ceso penal, y la de controlar las condiciones de detención, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecuta-
das por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de la Ley 6192.  

Los supuestos previstos en el artículo 41 incs. d) y e) del Código Procesal Penal (Ley 7690), impli-
can un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 
7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C PAGES, CARLOS FRANCISCO – ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y E 
DEL C.P.P. – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 
36.528/13)  (Tomo 182: 633/638 – 28/octubre/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia material. Juez de Garantías, artículo 41 incisos d) y e) 
del Código Procesal Penal (Ley 7690).  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos. 
 
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia, pues el ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías debe continuar interviniendo en la causa en virtud de que el Código Procesal Penal (Ley 
7690) en su artículo 41 establece las competencias del Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), 
les ha otorgado la función de conocer en toda medida restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por impe-
rio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre que no sean ordenadas en el marco de un pro-
ceso penal, y la de controlar las condiciones de detención, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecuta-
das por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de la Ley 6192.  

Los supuestos previstos en el artículo 41 incs. d) y e) del Código Procesal Penal (Ley 7690), impli-
can un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 
7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “QUINTEROS, CLAUDIO MANUEL – ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y E 
DEL C.P.P. – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 
36.442/13) (Tomo 182: 559/564 – 28/octubre/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal.  Competencia material. Juez de Garantías, artículo 41 incisos d) y e) 
del Código Procesal Penal (Ley 7690).  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos. 
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia, pues el ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías debe continuar interviniendo en la causa en virtud de que el Código Procesal Penal (Ley 
7690) en su artículo 41 establece las competencias del Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), 
les ha otorgado la función de conocer en toda medida restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por impe-
rio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre que no sean ordenadas en el marco de un pro-
ceso penal, y la de controlar las condiciones de detención, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecuta-
das por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de la Ley 6192.  

Los supuestos previstos en el artículo 41 incs. d) y e) del Código Procesal Penal (Ley 7690), impli-
can un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 
7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “RAMÍREZ, MICHEL SAMUEL – ACTUACIONES DE JEFATURA DE PO-
LICÍA ART. 41 INC. D) Y E) DEL C.P.P. – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPE-
TENCIA” (Expte. Nº CJS 36.607/13) (Tomo 182: 529/534 – 28/octubre/2013) 
 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia material. Juez de Garantías, artículo 41 incisos d) y e) 
del Código Procesal Penal (Ley 7690).  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos. 
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia, pues el ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías debe continuar interviniendo en la causa en virtud de que el Código Procesal Penal (Ley 
7690) en su artículo 41 establece las competencias del Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), 
les ha otorgado la función de conocer en toda medida restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por impe-
rio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre que no sean ordenadas en el marco de un pro-
ceso penal, y la de controlar las condiciones de detención, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecuta-
das por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de la Ley 6192.  



     Los supuestos previstos en el artículo 41 incs. d) y e) del Código Procesal Penal (Ley 7690), impli-
can un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 
7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “RAMÍREZ, ÁNGEL DAVID – ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y E DEL 
C.P.P. – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 36.514/13)  
(Tomo 182: 627/632 -  28/octubre/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia material. Juez de Garantías, artículo 41 incisos d) y e) 
del Código Procesal Penal (Ley 7690).  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos. 
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia, pues el ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías debe continuar interviniendo en la causa en virtud de que el Código Procesal Penal (Ley 
7690) en su artículo 41 establece las competencias del Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), 
les ha otorgado la función de conocer en toda medida restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por impe-
rio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre que no sean ordenadas en el marco de un pro-
ceso penal, y la de controlar las condiciones de detención, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecuta-
das por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de la Ley 6192.  

Los supuestos previstos en el artículo 41 incs. d) y e) del Código Procesal Penal (Ley 7690), impli-
can un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 
7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “QUINTEROS, CLAUDIO MANUEL – ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y E 
DEL C.P.P. – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 
36.442/13) (Tomo 182: 559/564 – 28/octubre/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia material. Juez de Garantías, artículo 41 incisos d) y e) 
del Código Procesal Penal (Ley 7690).  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos. 
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia, pues el ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías debe continuar interviniendo en la causa en virtud de que el Código Procesal Penal (Ley 
7690) en su artículo 41 establece las competencias del Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), 
les ha otorgado la función de conocer en toda medida restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por impe-
rio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre que no sean ordenadas en el marco de un pro-
ceso penal, y la de controlar las condiciones de detención, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecuta-
das por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de la Ley 6192.  
     Los supuestos previstos en el artículo 41 incs. d) y e) del Código Procesal Penal (Ley 7690), impli-
can un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 
7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “RAMÍREZ, ÁNGEL DAVID – ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y E DEL 
C.P.P. – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 36.514/13) 
(Tomo 182: 627/632 -  28/octubre/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal.  Competencia material. Juez de Garantías, artículo 41 incisos d) y e) 
del Código Procesal Penal (Ley 7690).  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos. 
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia, pues el ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías debe continuar interviniendo en la causa en virtud de que el Código Procesal Penal (Ley 
7690) en su artículo 41 establece las competencias del Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), 
les ha otorgado la función de conocer en toda medida restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por impe-
rio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre que no sean ordenadas en el marco de un pro-
ceso penal, y la de controlar las condiciones de detención, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecuta-
das por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de la Ley 6192.  

Los supuestos previstos en el artículo 41 incs. d) y e) del Código Procesal Penal (Ley 7690), impli-
can un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 
7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “RAMÍREZ, MICHEL SAMUEL – ACTUACIONES DE JEFATURA DE PO-



LICÍA ART. 41 INC. D) Y E) DEL C.P.P. – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPE-
TENCIA” (Expte. Nº CJS 36.607/13) (Tomo 182: 529/534 – 28/octubre/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia material. Juez de Garantías, artículo 41 incisos d) y e) 
del Código Procesal Penal (Ley 7690).  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos. 
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia, pues el ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías debe continuar interviniendo en la causa en virtud de que el Código Procesal Penal (Ley 
7690) en su artículo 41 establece las competencias del Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), 
les ha otorgado la función de conocer en toda medida restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por impe-
rio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre que no sean ordenadas en el marco de un pro-
ceso penal, y la de controlar las condiciones de detención, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecuta-
das por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de la Ley 6192.  

Los supuestos previstos en el artículo 41 incs. d) y e) del Código Procesal Penal (Ley 7690), impli-
can un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 
7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “SANTILLÁN, RENÉ RUBÉN O PADILLA, RENÉ RUBÉN – ACTUACIO-
NES ART. 41 INC. D Y E DEL C.P.P. – PIEZAS PERTENE-CIENTES - COMPETEN-
CIA” (Expte. Nº CJS 36.419/13) (Tomo 182: 547/552 – 28/octubre/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia material. Juez de Garantías, artículo 41 incisos d) y e) 
del Código Procesal Penal (Ley 7690).  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos.  
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia, pues el ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías debe continuar interviniendo en la causa en virtud de que el Código Procesal Penal (Ley 
7690) en su artículo 41 establece las competencias del Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), 
les ha otorgado la función de conocer en toda medida restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por impe-
rio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre que no sean ordenadas en el marco de un pro-
ceso penal, y la de controlar las condiciones de detención, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecuta-
das por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de la Ley 6192.  
            Los supuestos previstos en el artículo 41 incs. d) y e) del Código Procesal Penal (Ley 7690), implican 
un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 
7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “SAYAGUA, TOBÍAS ENRIQUE – ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y E 
DEL C.P.P. – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 
36.443/13) (Tomo 182: 877/882 – 04/noviembre/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia material. Juez de Garantías, artículo 41 incisos d) y e) 
del Código Procesal Penal (Ley 7690).  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos. 
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia, pues el ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías debe continuar interviniendo en la causa en virtud de que el Código Procesal Penal (Ley 
7690) en su artículo 41 establece las competencias del Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), 
les ha otorgado la función de conocer en toda medida restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por impe-
rio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre que no sean ordenadas en el marco de un pro-
ceso penal, y la de controlar las condiciones de detención, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecuta-
das por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de la Ley 6192.  
     Los supuestos previstos en el artículo 41 incs. d) y e) del Código Procesal Penal (Ley 7690), impli-
can un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 
7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “TEJERINA, MAXIMILIANO RAFAEL – ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y 
E DEL C.P.P. – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 
36.457/13)  (Tomo 182: 553/558 – 28/octubre/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia material. Juez de Garantías, artículo 41 incisos d) y e) 
del Código Procesal Penal (Ley 7690).  



CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos.  
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia, pues el ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías debe continuar interviniendo en la causa en virtud de que el Código Procesal Penal (Ley 
7690) en su artículo 41 establece las competencias del Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), 
les ha otorgado la función de conocer en toda medida restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por impe-
rio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre que no sean ordenadas en el marco de un pro-
ceso penal, y la de controlar las condiciones de detención, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecuta-
das por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de la Ley 6192.  

Los supuestos previstos en el artículo 41 incs. d) y e) del Código Procesal Penal (Ley 7690), impli-
can un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 
7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Ferraris,  Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “CASCO, JUAN MAURO – ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y E DEL C.P.P. 
– PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 36.252/13) (Tomo 182: 
939/944 – 4/noviembre/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia material. Juez de Garantías, artículo 41 incisos d) y e) 
del Código Procesal Penal (Ley 7690).  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos. 
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia, pues el ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías debe continuar interviniendo en la causa en virtud de que el Código Procesal Penal (Ley 
7690) en su artículo 41 establece las competencias del Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), 
les ha otorgado la función de conocer en toda medida restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por impe-
rio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre que no sean ordenadas en el marco de un pro-
ceso penal, y la de controlar las condiciones de detención, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecuta-
das por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de la Ley 6192.  

Los supuestos previstos en el artículo 41 incs. d) y e) del Código Procesal Penal (Ley 7690), impli-
can un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 
7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “GONZÁLEZ, EDUARDO ARNALDO – ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y 
E DEL C.P.P. – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 
36.384/13)  (Tomo 182: 565/570 - 28/octubre/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia material. Juez de Garantías, artículo 41 incisos d) y e) 
del Código Procesal Penal (Ley 7690).  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos. 
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia, pues el ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías debe continuar interviniendo en la causa en virtud de que el Código Procesal Penal (Ley 
7690) en su artículo 41 establece las competencias del Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), 
les ha otorgado la función de conocer en toda medida restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por impe-
rio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre que no sean ordenadas en el marco de un pro-
ceso penal, y la de controlar las condiciones de detención, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecuta-
das por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de la Ley 6192.  

Los supuestos previstos en el artículo 41 incs. d) y e) del Código Procesal Penal (Ley 7690), impli-
can un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 
7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “GONZÁLEZ, EDUARDO ARNALDO – ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y 
E DEL C.P.P. – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 
36.444/13)  (Tomo 182: 571/576 – 29/octubre/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia material. Juez de Garantías, artículo 41 incisos d) y e) 
del Código Procesal Penal (Ley 7690).  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos. 
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia, pues el ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías debe continuar interviniendo en la causa en virtud de que el Código Procesal Penal (Ley 
7690) en su artículo 41 establece las competencias del Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), 



les ha otorgado la función de conocer en toda medida restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por impe-
rio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre que no sean ordenadas en el marco de un pro-
ceso penal, y la de controlar las condiciones de detención, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecuta-
das por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de la Ley 6192.  

Los supuestos previstos en el artículo 41 incs. d) y e) del Código Procesal Penal (Ley 7690), impli-
can un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 
7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C LIENDRO, OSCAR MARCELO – ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y E 
DEL C.P.P. – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 
36.615/13)(Tomo 182: 541/546 – 28/octubre/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia material. Tribunales de competencia más amplia. 
CUESTION RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar que bajen los 
autos al Juzgado de Instrucción Formal de Segunda Nominación del Distrito Judicial Tartagal, para entender 
en la presente causa. 
DOCTRINA: Un juzgado correccional y de garantías no puede conocer ni juzgar aquellos delitos cuya pena 
exceda la competencia material que tiene asignada conforme al artículo 27 del Código Procesal Penal (texto 
según Ley 6345 y modificatorias). 
           La incompetencia en razón de la materia debe ser declarada en cualquier estado del proceso. 
 A los tribunales de competencia más amplia les ha sido conferida la posibilidad de efectuar califica-
ciones jurídicas que coinciden con la competencia de los de atribuciones más restringidas, posibilidad que no 
les ha sido otorgada a estos últimos. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C GÓMEZ MEDINA, DANIEL Y OTROS - APREMIOS ILEGALES CALI-
FICADOS POR EL USO DE VIOLENCIA - GONZÁLEZ, ALEJANDRO DAVID – PIE-
ZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 36.479/13) (Tomo 182: 
535/540 – 28/octubre/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia material; tribunales de competencia más amplia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar que bajen los 
autos al Juzgado de Instrucción Formal de Segunda Nominación del Distrito Judicial Tartagal, para entender 
en la presente causa. 
DOCTRINA: La incompetencia en razón de la materia debe ser declarada en cualquier estado del proceso 

A los tribunales de competencia más amplia les ha sido conferida la posibilidad de efectuar califica-
ciones jurídicas que coinciden con la competencia de los de atribuciones más restringidas, posibilidad que no 
les ha sido otorgada a estos últimos. 

Un juzgado correccional y de garantías no puede conocer ni juzgar aquellos delitos cuya pena exceda 
la competencia material que tiene asignada, a diferencia de las cámaras en lo criminal. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas    DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “C/C PERSONAL POLICIAL A ESTABLECER POR APREMIOS ILEGALES 
AGRAVADO POR EL USO DE VIOLENCIA Y HURTO A ALEMAN, ABRAHAM 
YAMIL - PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 36.541/13) 
(Tomo 182: 757/762 – 30/octubre/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia material. Tribunales de competencia más amplia. 
CUESTION RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar que bajen los 
autos al Juzgado de Instrucción Formal de Segunda Nominación del Distrito Judicial Tartagal, para entender 
en la presente causa. 
DOCTRINA: Un juzgado correccional y de garantías no puede conocer ni juzgar aquellos delitos cuya pena 
exceda la competencia material que tiene asignada conforme al artículo 27 del Código Procesal Penal (texto 
según Ley 6345 y modificatorias). 
        La incompetencia en razón de la materia debe ser declarada en cualquier estado del proceso. 
                    A los tribunales de competencia más amplia les ha sido conferida la posibilidad de efectuar cali-
ficaciones jurídicas que coinciden con la competencia de los de atribuciones más restringidas, posibilidad que 
no les ha sido otorgada a estos últimos. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C GÓMEZ MEDINA, DANIEL Y OTROS - APREMIOS ILEGALES CALI-
FICADOS POR EL USO DE VIOLENCIA - GONZÁLEZ, ALEJANDRO DAVID – PIE-
ZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 36.479/13) (Tomo 182: 
535/540 – 28/octubre/2013) 



 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia material; tribunales de competencia más amplia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar que bajen los 
autos al Juzgado de Instrucción Formal de Segunda Nominación del Distrito Judicial Tartagal, para entender 
en la presente causa. 
DOCTRINA: La incompetencia en razón de la materia debe ser declarada en cualquier estado del proceso 

A los tribunales de competencia más amplia les ha sido conferida la posibilidad de efectuar califica-
ciones jurídicas que coinciden con la competencia de los de atribuciones más restringidas, posibilidad que no 
les ha sido otorgada a estos últimos. 

Un juzgado correccional y de garantías no puede conocer ni juzgar aquellos delitos cuya pena exceda 
la competencia material que tiene asignada, a diferencia de las cámaras en lo criminal. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C PERSONAL POLICIAL A ESTABLECER POR APREMIOS ILEGALES 
AGRAVADO POR EL USO DE VIOLENCIA Y HURTO A ALEMAN, ABRAHAM 
YAMIL - PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 36.541/13) 
(Tomo 182: 757/762 – 30/octubre/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Conexidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado Correccional y de Garantías y de Me-
nores de Segunda Nominación del Distrito Judicial Tartagal, para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: La pretensión de hacer que las presentes actuaciones vuelvan a un estado de trámite correspon-
diente a una etapa precluida tras el requerimiento de juicio, no resulta acorde al postulado de pronta justicia, 
que encuentra específica consagración constitucional en las disposiciones de los tratados internacionales sobre 
derechos humanos que refieren el derecho a ser juzgado en un plazo razonable. 

Tras su avocamiento el juez correccional debe propiciar su avance hacia un estado de definición, sin 
perjuicio de que si, antes del dictado de la sentencia definitiva las actuaciones que se siguen contra el mismo 
imputado son elevadas a juicio ante una Cámara en lo Criminal, pueda entonces proponer la respectiva trami-
tación conforme a las reglas de competencia por conexidad. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, 
Díaz, Ferraris y Posadas). 
              Corresponde que la causa sea remitida al Juzgado de Instrucción Formal si concurren distintos 
hechos en idéntico contexto analizados en una única actuación y de manera conjunta por el Ministerio Público 
Fiscal. (Del voto de la Dra. Kauffman). 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: C/C ESCOBAR, GERARDO SEGUNDO - RETENCIÓN INDEBIDA, LESIO-
NES Y COACCIÓN - GAMARRA, SUSANA CELESTE - PIEZAS PERTENECIENTES 
- COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 36.349/13) (Tomo 182: 1075/1080 –  7/noviembre/2013) 
 
EXCUSACIÓN. Art. 51 inc. 8º C.P.P. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la inhibición formulada a fs. 628 por el señor Juez de Corte Dr. Abel 
Cornejo.  
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que invoca el artículo 51 inciso 8º del Códi-
go Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias) por haber promovido querella por calumnias e 
injurias contra la letrada apoderada de los actores civiles y querellantes, toda vez que sus razones no resultan 
susceptibles de apreciación sino por quien las aduce y el artículo 52 del mismo cuerpo normativo que atribuye 
la condición de interesados, a los fines de la aplicación del régimen de excusaciones, a los representantes, 
defensores o mandatarios que ejercen la asistencia técnica del querellante. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Díaz, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “C/C 
GRILL, MAURICIO ESTEBAN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
30.059/07) (Tomo 182: 313/316 – 22/octubre/2013) 
 
EXCUSACIÓN. Art. 51 inc. 8º C.P.P. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la inhibición formulada a fs. 628 por el señor Juez de Corte Dr. Abel 
Cornejo.  
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que invoca el artículo 51 inciso 8º del Códi-
go Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias) por haber promovido querella por calumnias e 
injurias contra la letrada apoderada de los actores civiles y querellantes, toda vez que sus razones no resultan 
susceptibles de apreciación sino por quien las aduce y el artículo 52 del mismo cuerpo normativo que atribuye 
la condición de interesados, a los fines de la aplicación del régimen de excusaciones, a los representantes, 
defensores o mandatarios que ejercen la asistencia técnica del querellante. 



TRIBUNAL: Dres. Catalano, Díaz, Kauffman, Posadas, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “C/C 
GRILL, MAURICIO ESTEBAN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
30.059/07) (Tomo 182: 313/316 – 22/octubre/2013) 
EXCUSACIÓN. Violencia moral. Art. 51 inc. 13 C.P.P. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada por el señor Juez de Corte Dr. Guillermo 
Alberto Catalano, para intervenir en autos.  
DOCTRINA: El aquí acusado por lesiones culposas en accidente de tránsito, Federico Matías Chagra Zafara-
nich, es su sobrino político.  

Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que invoca violencia moral para intervenir en la 
causa en que es acusado por lesiones culposas en accidente de tránsito un sobrino político, toda vez que sus 
razones no resultan susceptibles de apreciación sino por quien las aduce y el motivo invocado encuadra en el 
artículo 51 inciso 13 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias). 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo,  Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: 
“C/C CHAGRA ZAFARANICH, FEDERICO MATÍAS - RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. N° CJS 35.590/12) (Tomo 182: 191/194 – 21/octubre/2013) 
 
EXCUSACIÓN. Violencia moral. Art. 51 inc. 13 C.P.P. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada por el señor Juez de Corte Dr. Guillermo 
Alberto Catalano, para intervenir en autos.  
DOCTRINA: El aquí acusado por lesiones culposas en accidente de tránsito, Federico Matías Chagra Zafara-
nich, es su sobrino político.  

Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que invoca violencia moral para intervenir en la 
causa en que es acusado por lesiones culposas en accidente de tránsito un sobrino político, toda vez que sus 
razones no resultan susceptibles de apreciación sino por quien las aduce y el motivo invocado encuadra en el 
artículo 51 inciso 13 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias). 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo,  Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: 
“C/C CHAGRA ZAFARANICH, FEDERICO MATÍAS - RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. N° CJS 35.590/12) (Tomo 182: 191/194 – 21/octubre/2013) 
 
EXCUSACIÓN. Fiscal ante la Corte, violencia moral. 
CUESTION RESUELTA: I. ORDENAR que se remitan los autos al Sr. Fiscal ante la Corte Nº 1, para que 
manifieste si consiente o rechaza la inhibición formulada por el señor Fiscal ante la Corte Nº 2 a fs. 1408. 
DOCTRINA: Cuando el planteo de inhibición se formula por miembros del Ministerio Público Fiscal, de 
acuerdo a lo preceptuado en el artículo 70 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias) 
y en tanto dicha norma no establece un procedimiento específico, corresponde observar un trámite análogo al 
que señala el artículo 55 de ese ordenamiento para los casos de inhibición de jueces. 
       En ese contexto, el fiscal inhibido deberá remitir directamente las actuaciones a quien por vía regla-
mentaria corresponde reemplazarlo a los fines previstos en el artículo 22 de la Ley 7328. (Del voto de los 
Dres. Díaz, Vittar, Albarracín y Pancio) 
             La Corte ha venido expidiéndose respecto de las excusaciones formuladas por los representantes del 
Ministerio Público Fiscal que ante ella actúan, aceptando o rechazando de manera directa tales pedidos de 
apartamiento, en ausencia de prescripciones específicas relativas al trámite que debe seguirse en la excusación 
de los fiscales, y tomando en cuenta que la necesaria intervención jurisdiccional en el análisis de la cuestión 
de su imparcialidad aparece indicada por el artículo 70 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y 
modificatorias), cuyo segundo párrafo indica que la recusación en caso de no ser aceptado el motivo invocado 
será resuelta en juicio por el tribunal ante el cual actúa el funcionario recusado. 
            Corresponde aceptar la excusación del Sr. Fiscal ante la Corte que invoca motivos de violencia mo-
ral, porque ello reconoce motivos claramente expresados e individualizados, que justifican razonablemente su 
apartamiento. (Del voto de los Dres. Cornejo, Ferraris y Kauffman). 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Vittar -Jueces de Corte-, Edgardo Albarracín y Julio 
Víctor Pancio –Jueces de Cámara llamados a integrar-.   DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: “C/C SALI-
NAS, PEDRO ADRIÁN; SALINAS, JUANA ANTONIA; MISSORICHI, FRANCISCO – 
RECURSO DE CASACIÓN” (Expte Nº CJS 35.763/12) (Tomo 182: 425/432 – 28/octubre/2013) 
 
EXCUSACIÓN. Fiscal ante la Corte, violencia moral. 
CUESTION RESUELTA: I. ORDENAR que se remitan los autos al Sr. Fiscal ante la Corte Nº 1, para que 
manifieste si consiente o rechaza la inhibición formulada por el señor Fiscal ante la Corte Nº 2 a fs. 1408. 
DOCTRINA: Cuando el planteo de inhibición se formula por miembros del Ministerio Público Fiscal, de 
acuerdo a lo preceptuado en el artículo 70 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias) 
y en tanto dicha norma no establece un procedimiento específico, corresponde observar un trámite análogo al 
que señala el artículo 55 de ese ordenamiento para los casos de inhibición de jueces. 



       En ese contexto, el fiscal inhibido deberá remitir directamente las actuaciones a quien por vía regla-
mentaria corresponde reemplazarlo a los fines previstos en el artículo 22 de la Ley 7328. (Del voto de los 
Dres. Díaz, Vittar, Albarracín y Pancio) 
              La Corte ha venido expidiéndose respecto de las excusaciones formuladas por los representantes del 
Ministerio Público Fiscal que ante ella actúan, aceptando o rechazando de manera directa tales pedidos de 
apartamiento, en ausencia de prescripciones específicas relativas al trámite que debe seguirse en la excusación 
de los fiscales, y tomando en cuenta que la necesaria intervención jurisdiccional en el análisis de la cuestión 
de su imparcialidad aparece indicada por el artículo 70 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y 
modificatorias), cuyo segundo párrafo indica que la recusación en caso de no ser aceptado el motivo invocado 
será resuelta en juicio por el tribunal ante el cual actúa el funcionario recusado. 
            Corresponde aceptar la excusación del Sr. Fiscal ante la Corte que invoca motivos de violencia mo-
ral, porque ello reconoce motivos claramente expresados e individualizados, que justifican razonablemente su 
apartamiento. (Del voto de los Dres. Cornejo, Ferraris y Kauffman). 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Vittar -Jueces de Corte-, Edgardo Albarracín y Julio 
Víctor Pancio –Jueces de Cámara llamados a integrar-.  DOCTRINA: Dra. Galli CAUSA: “C/C SALINAS, 
PEDRO ADRIÁN; SALINAS, JUANA ANTONIA; MISSORICHI, FRANCISCO – RE-
CURSO DE CASACIÓN” (Expte Nº CJS 35.763/12) (Tomo 182: 425/432 – 28/octubre/2013) 
 
EXCUSACIÓN. Violencia moral. Art. 51 inc. 13 C.P.P. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada por el señor Juez de Corte Dr. Guillermo 
Alberto Catalano, para intervenir en autos.  
DOCTRINA: El aquí acusado por lesiones culposas en accidente de tránsito, Federico Matías Chagra Zafara-
nich, es su sobrino político.  

Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que invoca violencia moral para intervenir en la 
causa en que es acusado por lesiones culposas en accidente de tránsito un sobrino político, toda vez que sus 
razones no resultan susceptibles de apreciación sino por quien las aduce y el motivo invocado encuadra en el 
artículo 51 inciso 13 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias). 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo,  Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: 
“C/C CHAGRA ZAFARANICH, FEDERICO MATÍAS - RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. N° CJS 35.590/12) (Tomo 182: 191/194 – 21/octubre/2013) 
 
EXCUSACIÓN. Violencia moral. Art. 51 inc. 13 C.P.P. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada por el señor Juez de Corte Dr. Guillermo 
Alberto Catalano, para intervenir en autos.  
DOCTRINA: El aquí acusado por lesiones culposas en accidente de tránsito, Federico Matías Chagra Zafara-
nich, es su sobrino político.  

Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que invoca violencia moral para intervenir en la 
causa en que es acusado por lesiones culposas en accidente de tránsito un sobrino político, toda vez que sus 
razones no resultan susceptibles de apreciación sino por quien las aduce y el motivo invocado encuadra en el 
artículo 51 inciso 13 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias). 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo,  Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: 
“C/C CHAGRA ZAFARANICH, FEDERICO MATÍAS - RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. N° CJS 35.590/12) (Tomo 182: 191/194 – 21/octubre/2013) 
 
QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA. Ausencia de morosidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por retardo de justicia interpuesta a fs. 3 y vta. 
DOCTRINA: El remedio de la queja por retardo de justicia tiene por objeto subsanar las demoras en que 
pueden incurrir los tribunales inferiores en el dictado de las resoluciones que corresponda pronunciar en las 
causas a su cargo. 
      Corresponde el rechazo de la queja por retardo de justicia, si en mérito al informe presentado puede 
constatarse que el tribunal no ha incurrido en una morosidad por desatención del planteo formulado por el 
quejoso, sino que, en un esfuerzo adicional y necesario, se encontró avocado a ordenar las diligencias necesa-
rias a fin de obtener los elementos imprescindibles para poder resolver acerca de los hechos denunciados y la 
situación procesal del imputado en la causa.  
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “DÍAZ, FREDDY ALBERTO – QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA”  (Ex-
pte. Nº CJS 36.560/13) (Tomo 182: 77/82 – 18/octubre/2013) 
 
QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA. Ausencia de morosidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por retardo de justicia interpuesta a fs. 3 y vta. 



DOCTRINA: El remedio de la queja por retardo de justicia tiene por objeto subsanar las demoras en que 
pueden incurrir los tribunales inferiores en el dictado de las resoluciones que corresponda pronunciar en las 
causas a su cargo. 
      Corresponde el rechazo de la queja por retardo de justicia, si en mérito al informe presentado puede 
constatarse que el tribunal no ha incurrido en una morosidad por desatención del planteo formulado por el 
quejoso, sino que, en un esfuerzo adicional y necesario, se encontró avocado a ordenar las diligencias necesa-
rias a fin de obtener los elementos imprescindibles para poder resolver acerca de los hechos denunciados y la 
situación procesal del imputado en la causa.  
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “DÍAZ, FREDDY ALBERTO – QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA”  (Ex-
pte. Nº CJS 36.560/13) (Tomo 182: 77/82 – 18/octubre/2013) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Adecuada fundamentación del planteo.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la queja interpuesta a fs. 10/16 vta. y, en su mérito, declarar 
mal denegado el recurso de casación interpuesto. 
DOCTRINA: Aunque la materia de honorarios resulta en principio extraña al recurso de casación, la vía pue-
de resultar excepcionalmente admitida en supuestos de arbitrariedad o absurdo, cuyo señalamiento puntual 
debe efectuarse en el escrito de interposición, con el objeto de que "ab initio" sea apreciable la posible exis-
tencia de un agravio constitucional. 

Corresponde hacer lugar a la queja por recurso de casación denegado, si la denegatoria es arbitraria 
pues el recurrente argumenta que se lo condena exclusivamente a pagar honorarios sin que exista causa para 
ello, pues no ha propuesto al perito beneficiario de los honorarios ni ha sido condenado en costas, por lo cual 
el planteo no consiste en una mera discrepancia referente a la aplicación de la ley de aranceles o al monto de 
los estipendios, sino de la alegación de haber sido condenado a pagar una obligación sin causa, lo que -
además de vincularse directamente con el derecho de propiedad- alcanza para fundar adecuadamente la falta 
de razonabilidad invocada. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: SALI-
NAS, PEDRO ADRIÁN; MISSORICHI, FRANCISCO ANTONIO - QUEJA POR REC. 
DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. N° CJS 36.652/13) (Tomo 182: 977/982– 
5/noviembre/2013) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Adecuada fundamentación del planteo.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la queja interpuesta a fs. 10/16 vta. y, en su mérito, declarar 
mal denegado el recurso de casación interpuesto. 
DOCTRINA: Aunque la materia de honorarios resulta en principio extraña al recurso de casación, la vía pue-
de resultar excepcionalmente admitida en supuestos de arbitrariedad o absurdo, cuyo señalamiento puntual 
debe efectuarse en el escrito de interposición, con el objeto de que "ab initio" sea apreciable la posible exis-
tencia de un agravio constitucional. 

Corresponde hacer lugar a la queja por recurso de casación denegado, si la denegatoria es arbitraria 
pues el recurrente argumenta que se lo condena exclusivamente a pagar honorarios sin que exista causa para 
ello, pues no ha propuesto al perito beneficiario de los honorarios ni ha sido condenado en costas, por lo cual 
el planteo no consiste en una mera discrepancia referente a la aplicación de la ley de aranceles o al monto de 
los estipendios, sino de la alegación de haber sido condenado a pagar una obligación sin causa, lo que -
además de vincularse directamente con el derecho de propiedad- alcanza para fundar adecuadamente la falta 
de razonabilidad invocada. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: SALI-
NAS, PEDRO ADRIÁN; MISSORICHI, FRANCISCO ANTONIO - QUEJA POR REC. 
DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. N° CJS 36.652/13) (Tomo 182: 977/982– 
5/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE APELACIÓN. Empleo Público. Adicional por antigüedad. Adicional fijo por equiparación. 
Leyes 6929 y 7371. Interpretación de las leyes. Determinación del derecho reclamado por el actor. Oportu-
nidad. Pericia. In dubio pro justitia sociales. Principio de progresibidad de los derechos sociales. 
CUESTION RESUELTA: I. RECHAZAR el recurso de apelación interpuesto por los actores a fs. 153, hacer 
lugar al recurso de apelación interpuesto por la demandada a fs. 151 y, en consecuencia, revocar el punto I de 
la sentencia de fs. 142/148 en cuanto declara la nulidad parcial del Decreto nº 1175/95 y dejar sin efecto lo 
decidido sobre el adicional fijo por equiparación de la Ley 6929; rechazando la demanda en todas sus partes. 
Costas por su orden. 
DOCTRINA: La Ley 6929, sancionada el 30/12/96 (B.O. Nº 15078 del 08/01/1997) derogó el art. 21 de la 
Ley 5546, y dejó sin efecto “... su equivalente en los distintos regímenes de empleo público...”. A su vez, en 
su art. 2º, estableció que “El monto deducido por la exclusión de la bonificación dispuesta por el art. 1º pasará 



a integrar un adicional fijo por equiparación...” que será liquidado conjuntamente con los haberes de los agen-
tes y funcionarios. 
               El Decreto de Necesidad y Urgencia nº 1563/05 del 09/08/2005 (Ley 7371, B.O. Nº 17258 del 
18/11/2005), instauró, con vigencia a partir del 01/07/2005, un adicional en concepto de antigüedad (art. 1º) 
que sustituyó -por asimilación- al adicional fijo del art. 2º de la Ley 6929 y también cualquier otro reconoci-
miento “... que recompensando permanencia y/o niveles relacionados con pautas temporales, se encuentren 
establecidos en las grillas salariales, aún cuando hubieran sido incorporados al sueldo básico”. 
                La sentenciante ha excedido el límite de interpretación de la norma aplicable al caso, al entender 
que la liquidación del adicional de la Ley 6929 implicaba su registración diferenciada. En efecto, es doctrina 
de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que las leyes no deben interpretarse conforme a la desnuda lite-
ralidad de sus vocablos, ni según rígidas pautas gramaticales, sino computando su significado jurídico pro-
fundo o, en otros términos, de manera tal que el propósito legislativo y el espíritu de la norma se cumplan de 
acuerdo con los principios de una razonable y discreta exégesis. 
               En la labor hermenéutica, además de dar pleno efecto a la intención del legislador, no debe prescin-
dirse de las consecuencias que derivan de la adopción de uno u otro criterio, pues ellas constituyen uno de los 
índices más seguros para verificar su razonabilidad y coherencia con el sistema en que está engarzada la nor-
ma. 
               El método de diferir la determinación de la existencia del derecho reclamado por los actores -
cuestión medular- para la etapa de ejecución de sentencia, carece de asidero fáctico y legal, transgrede el 
trámite instituido por ley (arts. 48 y cc. del C.P.C.A.) y lesiona derechos constitucionalmente amparados (arts. 
16, 17 y 18 de la C.N. y 12, 13 y 18 del C.P.). En efecto, ello es así porque nada impedía que en el proceso 
ordinario se realizara la pericia que, supliendo la negligencia probatoria de las partes, se ordenó realizar du-
rante la ejecución de sentencia, etapa ésta en la que no puede determinarse la existencia o inexistencia de la 
obligación de pagar el adicional fijo de la Ley 6929 sino, simplemente, el quantum de esa obligación para el 
caso que hubiera correspondido. (Del voto de los Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar y Catalano). 
               De acuerdo con lo establecido por el Estatuto del Empleado Público para la Provincia de Salta (Ley 
5546), la bonificación por antigüedad “es el beneficio que se acuerda al agente por cada año de prestación de 
servicios computables, en organismos nacionales, provinciales y/o municipales” (art. 21). Y “los funcionarios 
o empleados públicos no sufrirán descuento alguno en sus sueldos, bonificaciones y salarios que no sean 
autorizados por ley o por orden judicial” (art. 51). 

La forma en que debía practicarse la liquidación del adicional por antigüedad fue regulada por Ley 
6462, estimando la misma en un 2 %, calculado sobre bases diferentes, según el/la agente quedara incluido en 
los supuestos del art. 2º o 3º de la ley.  
              El beneficio dispuesto por el art. 21 de la Ley 5546 fue derogado expresamente mediante Ley 6929, 
que sustituyó la bonificación por antigüedad por un adicional fijo por equiparación, a partir del 1 de enero de 
1997 (arts. 1º y 2º de esa norma). 
 En virtud del principio hermenéutico “in dubio pro justitia sociales”, al cual le reconoce jerarquía 
constitucional desde la reforma de la Constitución Nacional en el año 1994, las leyes “deben ser interpretadas 
a favor de quienes al serles aplicadas con este sentido consiguen o tienden a alcanzar el ‘bienestar’, esto es, 
las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse conforme a su excel-
sa dignidad”. 
 En el ámbito más acotado del derecho laboral, que es sólo una dimensión de los derechos económi-
cos, sociales y culturales, este precepto tiene acogida legal por imperio del principio “in dubio pro operario” 
del art. 9º de la Ley de Contrato de Trabajo (L.C.T.), que en lo que ahora interesa, implica que en caso de 
duda sobre la aplicación e interpretación de normas legales, se adoptará la más beneficiosa para el/la trabaja-
dor/a. 
 Resulta claro que el principio de progresividad o no regresividad debe orientar toda medida estatal, 
incluso de orden interpretativa como lo es una sentencia, de forma tal que fuerce al máximo el carácter expan-
sivo de los derechos humanos, quedando prohibida –en principio- toda pretensión estatal que empeore la 
situación de goce efectivo de un derecho económico, social o cultural. (Del voto de la Dra. Kauffman). 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Días, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. von 
Fischer.  CAUSA: “BALDIVIEZO, MARTA TERESA Y OTROS VS. PROVINCIA DE 
SALTA (SECRETARÍA GENERAL DE LA GOBERNACIÓN) - RECURSO DE APE-
LACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.012/10) (Tomo 182: 09/28 – 18/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Acto inexistente, falta de legitimación del auxiliar de fiscalía para recurrir. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la inexistencia procesal del escrito de fs. 94/ 96 de los autos prin-
cipales. 
DOCTRINA: Corresponde declarar procesalmente inexistente el escrito recursivo presentado por el auxiliar 
fiscal por sí solo, pues la falencia subjetiva del recurso hace a su interposición y, una vez vencido el término 
para ello, no es susceptible de una ulterior subsanación. 



          Los auxiliares de las fiscalías penales carecen de la legitimidad exigida para recurrir en razón de que 
no forman parte de la relación procesal penal, pues ello sería contrario a los preceptos que gobiernan la cues-
tión y, en especial, a los artículos 165, 2do. párrafo y 166 inc. g) de la Constitución Provincial.  
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C OZUNA, JULIO CÉSAR – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO 
A PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 35.932/12) (Tomo 182: 63/68 – 
18/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Acto inexistente, falta de legitimación del auxiliar de fiscalía para recurrir. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la inexistencia procesal del escrito de fs. 94/ 96 de los autos prin-
cipales. 
DOCTRINA: Corresponde declarar procesalmente inexistente el escrito recursivo presentado por el auxiliar 
fiscal por sí solo, pues la falencia subjetiva del recurso hace a su interposición y, una vez vencido el término 
para ello, no es susceptible de una ulterior subsanación. 
          Los auxiliares de las fiscalías penales carecen de la legitimidad exigida para recurrir en razón de que 
no forman parte de la relación procesal penal, pues ello sería contrario a los preceptos que gobiernan la cues-
tión y, en especial, a los artículos 165, 2do. párrafo y 166 inc. g) de la Constitución Provincial.  
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C OZUNA, JULIO CÉSAR – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO 
A PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 35.932/12) (Tomo 182: 63/68 – 
18/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Contravención; sanción impuesta por el Jefe de Policía; prescripción de la 
acción contravencional; suspensión del trámite del recurso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación deducido a fs. 34/36 vta. II. 
ORDENAR que bajen los autos al ex Juzgado Correccional y de Garantías de Primera Nominación del Distri-
to Judicial del Centro, a fin de que se expida sobre la vigencia de la acción contravencional. 
DOCTRINA: Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al 
momento de decidir. 

El carácter de orden público del instituto de la prescripción no legitima a los tribunales a obviar las 
instancias procesales legalmente previstas, cuando tal decisión depende de la discusión de diferentes aspectos 
fácticos y jurídicos. 
           Si en la causa la acción posiblemente se encuentra prescripta, corresponde suspender el trámite del 
recurso deducido contra la resolución que al rechazar la apelación confirma la sanción impuesta por el Jefe de 
Policía, y ordenar que bajen los autos al Juzgado de origen a fin de que, en forma previa, se expida sobre la 
vigencia de la acción contravencional. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, Posadas y Vittar) 
              Corresponde dictar el sobreseimiento del acusado, si de las constancias de la causa surge que la ac-
ción ya se encuentra fenecida por el transcurso del tiempo pertinente para que opere la prescripción de la 
acción contravencional.          

En la mixtura de la revisión recursiva judicial de las contravenciones policiales, debe imperar, sin 
hesitación alguna el principio de la doble instancia, como garantía esencial del debido proceso legal. (Del voto 
del Dr. Cornejo) 
             Es formalmente inadmisible el recurso de casación deducido contra la resolución que confirma la 
sanción impuesta por Jefatura de la Policía, si no media un concreto planteo de arbitrariedad. (Del voto de los 
Dres. Díaz y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano,  Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra.Galli   
CAUSA: “C/C BARRIONUEVO, FACUNDO JAVIER – RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. Nº CJS 36.461/13) (Tomo 182: 703/720 – 30/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Contravención; sanción impuesta por el Jefe de Policía; prescripción de la 
acción contravencional; suspensión del trámite del recurso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación deducido a fs. 34/36 vta. II. 
ORDENAR que bajen los autos al ex Juzgado Correccional y de Garantías de Primera Nominación del Distri-
to Judicial del Centro, a fin de que se expida sobre la vigencia de la acción contravencional. 
DOCTRINA: Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al 
momento de decidir. 

El carácter de orden público del instituto de la prescripción no legitima a los tribunales a obviar las 
instancias procesales legalmente previstas, cuando tal decisión depende de la discusión de diferentes aspectos 
fácticos y jurídicos. 
           Si en la causa la acción posiblemente se encuentra prescripta, corresponde suspender el trámite del 
recurso deducido contra la resolución que al rechazar la apelación confirma la sanción impuesta por el Jefe de 
Policía, y ordenar que bajen los autos al Juzgado de origen a fin de que, en forma previa, se expida sobre la 
vigencia de la acción contravencional. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, Posadas y Vittar) 



              Corresponde dictar el sobreseimiento del acusado, si de las constancias de la causa surge que la ac-
ción ya se encuentra fenecida por el transcurso del tiempo pertinente para que opere la prescripción de la 
acción contravencional.          

En la mixtura de la revisión recursiva judicial de las contravenciones policiales, debe imperar, sin 
hesitación alguna el principio de la doble instancia, como garantía esencial del debido proceso legal. (Del voto 
del Dr. Cornejo) 
              Es formalmente inadmisible el recurso de casación deducido contra la resolución que confirma la 
sanción impuesta por Jefatura de la Policía, si no media un concreto planteo de arbitrariedad. (Del voto de los 
Dres. Díaz y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano,  Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar  DOCTRINA: Dra.Galli 
CAUSA: “C/C BARRIONUEVO, FACUNDO JAVIER – RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. Nº CJS 36.461/13) (Tomo 182: 703/720 – 30/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Contravención; sanción impuesta por el Jefe de Policía; prescripción de la 
acción contravencional; suspensión del trámite del recurso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación deducido a fs. 63/64. II. OR-
DENAR que bajen los autos al Tribunal de origen a fin de que se expida sobre la prescripción de la acción.
 DOCTRINA: Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas 
existentes al momento de decidir. 

El carácter de orden público del instituto de la prescripción no legitima a los tribunales a obviar las 
instancias procesales legalmente previstas, cuando tal decisión depende de la discusión de diferentes aspectos 
fácticos y jurídicos. 

Si en la causa la acción posiblemente se encuentra prescripta, corresponde suspender el trámite del 
recurso deducido contra la resolución que al rechazar la apelación confirma la sanción impuesta por el Jefe de 
Policía, y ordenar que bajen los autos al Juzgado de origen a fin de que, en forma previa, se expida sobre la 
vigencia de la acción contravencional. (Del voto de los Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano) 
             En materia de contravenciones rigen de manera subsidiaria el Código Penal y el Código Procesal 
Penal, por ello es adecuado aplicar el artículo 67 del Código Penal y considerar que uno de los actos interrup-
tivos de la prescripción de la acción resulta la resolución del Jefe de Policía.  
 Si bien corresponde considerar el planteo recursivo instado por la defensa como de inconstitucionali-
dad a la luz de la doctrina de la arbitrariedad, corresponde suspender su trámite y bajar los autos al Juzgado de 
origen para que previo solicitar la planilla de antecedentes contravencionales de los acusados se expida res-
pecto a la posible prescripción de la acción. (Del voto de los Dres. Kauffman, Díaz) 
              Corresponde dictar el sobreseimiento del acusado, si de las constancias de la causa surge que la ac-
ción ya se encuentra fenecida por el transcurso del tiempo pertinente para que opere la prescripción de la 
acción contravencional.          

En la mixtura de la revisión recursiva judicial de las contravenciones policiales, debe imperar, sin 
hesitación alguna el principio de la doble instancia, como garantía esencial del debido proceso legal. (Del voto 
del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris,  Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C MARÍN, CARLOS SAÚL; FLORES, JOSÉ ALEJANDRO; FERNÁNDEZ, 
RODRIGO SEBASTIÁN; LÓPEZ MAIDANA, MAURO MAXIMILIANO; RAMÍREZ, 
WALTER OSVALDO – RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. N° CJS 35.911/12) (Tomo 
182: 777/796 – 30/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Contravención; sanción impuesta por el Jefe de Policía; prescripción de la 
acción contravencional; suspensión del trámite del recurso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación deducido a fs. 63/64. II. OR-
DENAR que bajen los autos al Tribunal de origen a fin de que se expida sobre la prescripción de la ac-
ción.DOCTRINA: Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existen-
tes al momento de decidir. 

El carácter de orden público del instituto de la prescripción no legitima a los tribunales a obviar las 
instancias procesales legalmente previstas, cuando tal decisión depende de la discusión de diferentes aspectos 
fácticos y jurídicos. 

Si en la causa la acción posiblemente se encuentra prescripta, corresponde suspender el trámite del 
recurso deducido contra la resolución que al rechazar la apelación confirma la sanción impuesta por el Jefe de 
Policía, y ordenar que bajen los autos al Juzgado de origen a fin de que, en forma previa, se expida sobre la 
vigencia de la acción contravencional. (Del voto de los Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano) 
             En materia de contravenciones rigen de manera subsidiaria el Código Penal y el Código Procesal 
Penal, por ello es adecuado aplicar el artículo 67 del Código Penal y considerar que uno de los actos interrup-
tivos de la prescripción de la acción resulta la resolución del Jefe de Policía.  
 Si bien corresponde considerar el planteo recursivo instado por la defensa como de inconstitucionali-
dad a la luz de la doctrina de la arbitrariedad, corresponde suspender su trámite y bajar los autos al Juzgado de 



origen para que previo solicitar la planilla de antecedentes contravencionales de los acusados se expida res-
pecto a la posible prescripción de la acción. (Del voto de los Dres. Kauffman, Díaz) 
             Corresponde dictar el sobreseimiento del acusado, si de las constancias de la causa surge que la ac-
ción ya se encuentra fenecida por el transcurso del tiempo pertinente para que opere la prescripción de la 
acción contravencional.          

En la mixtura de la revisión recursiva judicial de las contravenciones policiales, debe imperar, sin 
hesitación alguna el principio de la doble instancia, como garantía esencial del debido proceso legal. (Del voto 
del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris,  Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz    DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “C/C MARÍN, CARLOS SAÚL; FLORES, JOSÉ ALEJANDRO; FERNÁNDEZ, 
RODRIGO SEBASTIÁN; LÓPEZ MAIDANA, MAURO MAXIMILIANO; RAMÍREZ, 
WALTER OSVALDO – RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. N° CJS 35.911/12) (Tomo 
182: 777/796 – 30/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Contravención; sanción impuesta por el Jefe de Policía; prescripción de la 
acción contravencional; suspensión del trámite del recurso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación deducido a fs. 61/62. II. OR-
DENAR que bajen los autos al ex Juzgado Correccional y de Garantías de Sexta Nominación a fin de que se 
expida sobre la prescripción de la acción.  
DOCTRINA: Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al 
momento de decidir. 

El carácter de orden público del instituto de la prescripción no legitima a los tribunales a obviar las 
instancias procesales legalmente previstas, cuando tal decisión depende de la discusión de diferentes aspectos 
fácticos y jurídicos. 
 Si en la causa la acción posiblemente se encuentra prescripta, corresponde suspender el trámite del 
recurso deducido contra la resolución que al rechazar la apelación confirma la sanción impuesta por el Jefe de 
Policía, y ordenar que bajen los autos al Juzgado de origen a fin de que, en forma previa, se expida sobre la 
vigencia de la acción contravencional.  (Del voto de los Dres. Ferraris, Posadas, Vittar y Catalano) 
               Es formalmente inadmisible el recurso de casación deducido contra la resolución que confirma la 
sanción impuesta por Jefatura de la Policía, si no media un concreto planteo de arbitrariedad. (Del voto de los 
Dres. Kauffman y Díaz) 
              Corresponde dictar el sobreseimiento del acusado, si de las constancias de la causa surge que la ac-
ción ya se encuentra fenecida por el transcurso del tiempo pertinente para que opere la prescripción de la 
acción contravencional.          

En la mixtura de la revisión recursiva judicial de las contravenciones policiales, debe imperar, sin 
hesitación alguna el principio de la doble instancia, como garantía esencial del debido proceso legal. (Del voto 
del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: "SARAPURA, GABRIELA O MARTÍNEZ, MORIA CINTIA O BARRANCO, 
MARCELA O MARTÍNEZ, CINTIA MARIANA O DÍAZ, CINTIA CELESTE; RODRÍ-
GUEZ, EVANGELINA ELIZABETH O PERALTA, CARINA ADRIANA; SERRA, 
MARÍA TERESA Y TOLABA, MARIA AZUCENA O MARIA CRISTINA O MARIA 
DEL CARMEN O MARÍA DE LOS ÁNGELES O MARIA SUSANA – RECURSO DE 
CASACIÓN" (Expte. N° CJS 35.864/12) (Tomo 182: 445/464 - 28/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Contravención; sanción impuesta por el Jefe de Policía; prescripción de la 
acción contravencional; suspensión del trámite del recurso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación deducido a fs. 61/62. II. OR-
DENAR que bajen los autos al ex Juzgado Correccional y de Garantías de Sexta Nominación a fin de que se 
expida sobre la prescripción de la acción.  
DOCTRINA: Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al 
momento de decidir. 

El carácter de orden público del instituto de la prescripción no legitima a los tribunales a obviar las 
instancias procesales legalmente previstas, cuando tal decisión depende de la discusión de diferentes aspectos 
fácticos y jurídicos. 
 Si en la causa la acción posiblemente se encuentra prescripta, corresponde suspender el trámite del 
recurso deducido contra la resolución que al rechazar la apelación confirma la sanción impuesta por el Jefe de 
Policía, y ordenar que bajen los autos al Juzgado de origen a fin de que, en forma previa, se expida sobre la 
vigencia de la acción contravencional.  (Del voto de los Dres. Ferraris, Posadas, Vittar y Catalano) 
                Es formalmente inadmisible el recurso de casación deducido contra la resolución que confirma la 
sanción impuesta por Jefatura de la Policía, si no media un concreto planteo de arbitrariedad. (Del voto de los 
Dres. Kauffman y Díaz) 



               Corresponde dictar el sobreseimiento del acusado, si de las constancias de la causa surge que la 
acción ya se encuentra fenecida por el transcurso del tiempo pertinente para que opere la prescripción de la 
acción contravencional.          

En la mixtura de la revisión recursiva judicial de las contravenciones policiales, debe imperar, sin 
hesitación alguna el principio de la doble instancia, como garantía esencial del debido proceso legal. (Del voto 
del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: "SARAPURA, GABRIELA O MARTÍNEZ, MORIA CINTIA O BARRANCO, 
MARCELA O MARTÍNEZ, CINTIA MARIANA O DÍAZ, CINTIA CELESTE; RODRÍ-
GUEZ, EVANGELINA ELIZABETH O PERALTA, CARINA ADRIANA; SERRA, 
MARÍA TERESA Y TOLABA, MARIA AZUCENA O MARIA CRISTINA O MARIA 
DEL CARMEN O MARÍA DE LOS ÁNGELES O MARIA SUSANA – RECURSO DE 
CASACIÓN" (Expte. N° CJS 35.864/12) (Tomo 182: 445/464 - 28/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de abuso sexual y abuso sexual con acceso carnal agravados por el 
vínculo y la convivencia preexistente con un menor de dieciocho años, valor de la declaración de la víctima. 
Superior interés del niño. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR el recurso de casación interpuesto a fs. 660/666. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado por los delitos de abuso sexual simple y 
abuso sexual con acceso carnal agravados por el vínculo y la convivencia preexistente con un menor de die-
ciocho años, si el tribunal de juicio ponderó que los dichos de la víctima, hija del imputado, resultaron elo-
cuentes y desacreditan la negativa por él puesta de manifiesto, toda vez que pudo apreciar la coherencia y el 
mantenimiento de la versión dada por la menor durante el trámite del proceso, que no se evidencia en la mis-
ma signo alguno de mendacidad, los informes psicológicos y el examen médico practicado que constata des-
floración de larga data en la niña.   

Los delitos de contenido sexual se cometen generalmente sin la presencia de testigos, y por ello ad-
quieren fundamental relevancia los dichos de la víctima, al extremo que nada impide que un pronunciamiento 
condenatorio se sustente sólo en la declaración testimonial de la víctima, siempre y cuando ésta sea objeto de 
un riguroso análisis y se expongan los aspectos que determinan que le sea asignada credibilidad, convirtiéndo-
la en un elemento preponderante por sobre la negativa del acusado. (Del voto de los Dres. Díaz, Ferraris, 
Posadas, Vittar, Catalano y Kauffman)  
 El superior interés del menor es el que debe regir en todas las decisiones que recaigan cuando las 
víctimas sean niñas, niños o adolescentes. 
 Es responsable el acusado de los delitos de abuso sexual cometidos contra la menor, si su conducta 
vulneró el normal desarrollo psicológico y emocional de la niña, ya que irrumpió en su sexualidad de manera 
aberrante al imponer su deseo libidinoso sobre la libre voluntad de ella, con la total astucia de hacer uso de su 
poder como custodio de su guarda. En ese sentido es que las manifestaciones de la niña víctima deban ser 
especialmente consideradas con miras al resguardo de su integridad física y emocional, libre de los temores 
generados por el ilegítimo desempeño paterno.  
 Otorgar participación a la niña víctima de abuso sexual en el proceso permite incorporar elementos a 
la causa que pueden resultar determinantes al momento de decidir el caso, máxime atendiendo a la naturaleza 
de la problemática referida a la violencia en el seno del hogar pues, el maltrato físico y sexual que se denuncia 
se desarrolla en un ámbito eminentemente privado y familiar, en el cual la prueba indiciaria y el relato de la 
víctima no sólo podrán resultar prueba fundamental al momento de resolver la cuestión sino quizá la única 
que permita al tribunal tener en consideración los elementos necesarios para decidir, por cuanto este relato, 
asimilable a la prueba testimonial, es el medio más idóneo en este tipo de casos para lograr la reconstrucción 
histórica de los hechos que se investigan.(Del voto de la Dra. Kauffman)  
           La razón de la calificante por el vínculo está dada exclusivamente por el hecho de que la relación pa-
rental facilita la tarea del autor.  
          La agravante alcanza a quien actúa como jefe del hogar respecto de los hijos menores dada su condi-
ción de encargado de la guarda, también llamado guardador. En la guarda se halla implícito el deber moral de 
asumir el amparo físico y moral del menor, que se entrega con la confianza de qué habrá de ser resguardado 
debidamente. 
 La Convención de los Derechos del Niño consagra expresamente el principio del interés superior del 
niño, al que define como la máxima satisfacción integral, simultanea de los derechos y garantías reconocidos. 
Cuando exista conflicto entre los derechos e interés del niño frente a otro derecho e interés igualmente legiti-
mo, prevalecerán los primeros. (Del voto del Dr. Cornejo)  
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C LEAÑEZ, MARIO RICARDO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 36.082/12) (Tomo 182: 797/816 – 30/octubre/2013) 
 



RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de abuso sexual y abuso sexual con acceso carnal agravados por el 
vínculo y la convivencia preexistente con un menor de dieciocho años, valor de la declaración de la víctima. 
Superior interés del niño. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR el recurso de casación interpuesto a fs. 660/666. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado por los delitos de abuso sexual simple y 
abuso sexual con acceso carnal agravados por el vínculo y la convivencia preexistente con un menor de die-
ciocho años, si el tribunal de juicio ponderó que los dichos de la víctima, hija del imputado, resultaron elo-
cuentes y desacreditan la negativa por él puesta de manifiesto, toda vez que pudo apreciar la coherencia y el 
mantenimiento de la versión dada por la menor durante el trámite del proceso, que no se evidencia en la mis-
ma signo alguno de mendacidad, los informes psicológicos y el examen médico practicado que constata des-
floración de larga data en la niña.   

Los delitos de contenido sexual se cometen generalmente sin la presencia de testigos, y por ello ad-
quieren fundamental relevancia los dichos de la víctima, al extremo que nada impide que un pronunciamiento 
condenatorio se sustente sólo en la declaración testimonial de la víctima, siempre y cuando ésta sea objeto de 
un riguroso análisis y se expongan los aspectos que determinan que le sea asignada credibilidad, convirtiéndo-
la en un elemento preponderante por sobre la negativa del acusado. (Del voto de los Dres. Díaz, Ferraris, 
Posadas, Vittar, Catalano y Kauffman)  
 El superior interés del menor es el que debe regir en todas las decisiones que recaigan cuando las 
víctimas sean niñas, niños o adolescentes. 
 Es responsable el acusado de los delitos de abuso sexual cometidos contra la menor, si su conducta 
vulneró el normal desarrollo psicológico y emocional de la niña, ya que irrumpió en su sexualidad de manera 
aberrante al imponer su deseo libidinoso sobre la libre voluntad de ella, con la total astucia de hacer uso de su 
poder como custodio de su guarda. En ese sentido es que las manifestaciones de la niña víctima deban ser 
especialmente consideradas con miras al resguardo de su integridad física y emocional, libre de los temores 
generados por el ilegítimo desempeño paterno.  
 Otorgar participación a la niña víctima de abuso sexual en el proceso permite incorporar elementos a 
la causa que pueden resultar determinantes al momento de decidir el caso, máxime atendiendo a la naturaleza 
de la problemática referida a la violencia en el seno del hogar pues, el maltrato físico y sexual que se denuncia 
se desarrolla en un ámbito eminentemente privado y familiar, en el cual la prueba indiciaria y el relato de la 
víctima no sólo podrán resultar prueba fundamental al momento de resolver la cuestión sino quizá la única 
que permita al tribunal tener en consideración los elementos necesarios para decidir, por cuanto este relato, 
asimilable a la prueba testimonial, es el medio más idóneo en este tipo de casos para lograr la reconstrucción 
histórica de los hechos que se investigan.(Del voto de la Dra. Kauffman)  
           La razón de la calificante por el vínculo está dada exclusivamente por el hecho de que la relación pa-
rental facilita la tarea del autor.  
          La agravante alcanza a quien actúa como jefe del hogar respecto de los hijos menores dada su condi-
ción de encargado de la guarda, también llamado guardador. En la guarda se halla implícito el deber moral de 
asumir el amparo físico y moral del menor, que se entrega con la confianza de qué habrá de ser resguardado 
debidamente. 
 La Convención de los Derechos del Niño consagra expresamente el principio del interés superior del 
niño, al que define como la máxima satisfacción integral, simultanea de los derechos y garantías reconocidos. 
Cuando exista conflicto entre los derechos e interés del niño frente a otro derecho e interés igualmente legiti-
mo, prevalecerán los primeros. (Del voto del Dr. Cornejo)  
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C LEAÑEZ, MARIO RICARDO – RECURSO DE CASACIÓN”    (Expte. 
Nº CJS 36.082/12)  (Tomo 182: 797/816 – 30/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual simple calificado por el vínculo, valoración de la 
prueba, sana crítica, valor de la declaración de la víctima. Superior interés del menor. Violencia contra las 
mujeres. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 254/261. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado por el delito de abuso sexual simple califi-
cado por el vínculo, si el tribunal de juicio tuvo por acreditado que realizó sobre el cuerpo de la víctima actos 
libidinosos de neto contenido sexual y ultrajó así su libertad corporal, a partir de la credibilidad que le mere-
cen los dichos de la menor gracias a los beneficios de la inmediación, correlacionado con las declaraciones 
testimoniales de su tía, de la maestra de la menor, de la directora del establecimiento escolar, del examen 
psicológico de la menor del que surge que no se observa tendencia a la mendacidad y de la pericia psicológica 
practicada al imputado.  

Los delitos de contenido sexual se cometen generalmente sin la presencia de testigos y por ello ad-
quieren fundamental relevancia los dichos de la víctima, al extremo que nada impide que un pronunciamiento 
condenatorio se sustente sólo en esa declaración testimonial, siempre que ésta sea objeto de un riguroso análi-
sis y se expongan los aspectos que determinan que le sea asignada credibilidad, y debe admitirse el análisis de 
todo rastro, vestigio e indicio a efectos de dilucidar lo acontecido, pues de lo contrario se correría el riesgo de 



que la simple ausencia de testigos implicara la impunidad. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Díaz, Fe-
rraris, Kauffman y Posadas) 
 En los delitos contra la integridad sexual, normalmente existen serias dificultades para desentrañar lo 
verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con sigilo y sibilinamente dado que tal 
es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a hurtadillas precisamente para no ser 
descubiertos. 
       El bien jurídico que protege el artículo 119 3er. párrafo del Código Penal, es en primer lugar la liber-
tad individual, en cuanto hace a la integridad sexual de las personas.  
 Corresponde calificar la conducta del imputado como abuso sexual simple de una menor en los 
términos del artículo 119, primer párrafo del Código Penal si se acreditó que su intención tendía a desahogar 
sus propias apetencias sexuales.  
 La razón de la calificante por el vínculo está dada exclusivamente por el hecho de que la relación 
parental facilita la tarea del autor. (Del voto del Dr. Cornejo) 
 En casos de delitos de abuso sexual es el superior interés del menor lo que debe primar en su juzga-
miento.  
 Cuando se aborda un supuesto de abuso sexual infantil es necesario tener en cuenta, al momento de 
valorar los hechos y la prueba rendida, que nos encontramos frente a un fenómeno delictivo de características 
especiales porque estos hechos no son normalmente públicos sino que acontecen en la esfera privada, en la 
intimidad y sin testigos.  De allí que las declaraciones coincidentes de la víctima unidas a los informes psi-
cológicos de la misma y del imputado adquieran particular relevancia.  
 La responsabilidad del Estado es central para una interpretación expansiva de los derechos humanos 
que busca incluir los derechos de las mujeres a la vida, libertad, seguridad personal y, por sobre todo, la inclu-
sión de aquéllas que son abusadas, física, psíquica o sexualmente por una persona que convive con ellas en el 
hogar, con la que se encuentran en una posición de dominación-sometimiento.  
 Es violencia contra las mujeres toda conducta, acción u omisión, que de manera directa o indirecta, 
tanto en el ámbito público como en el privado, basada en una relación desigual de poder, afecte su vida, liber-
tad, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, como así también su seguridad 
personal. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
 Es plenamente válida la condena del acusado  por el delito de abuso sexual simple calificado por el 
vínculo en forma continuada, si nada hay en los razonamientos expuestos en el fallo que revelen que se han 
transgredido los límites de las atribuciones discrecionales de apreciación propias del tribunal de juicio, o que 
para llegar al estado de certeza sobre los hechos en los que se basan la acusación, se haya procedido de un 
modo arbitrario o sólo arraigado en la íntima convicción de los jueces.  
     La imposibilidad de determinar con precisión el número de hechos imputados conduce a que deba 
tenerse a esta multiplicidad de conductas como una situación de abuso, una suma indefinida de actos acredita-
dos en sus aspectos principales, que se ha prolongado en el tiempo y que encaja en la norma penal, lo que 
incide decisivamente al momento de establecer el monto punitivo. (Del voto del Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C MAZA, MOISÉS ARIEL – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
36.019/12) (Tomo 182: 845/868 – 31/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual simple calificado por el vínculo, valoración de la 
prueba, sana crítica, valor de la declaración de la víctima. Superior interés del menor. Violencia contra las 
mujeres. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 254/261. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado por el delito de abuso sexual simple califi-
cado por el vínculo, si el tribunal de juicio tuvo por acreditado que realizó sobre el cuerpo de la víctima actos 
libidinosos de neto contenido sexual y ultrajó así su libertad corporal, a partir de la credibilidad que le mere-
cen los dichos de la menor gracias a los beneficios de la inmediación, correlacionado con las declaraciones 
testimoniales de su tía, de la maestra de la menor, de la directora del establecimiento escolar, del examen 
psicológico de la menor del que surge que no se observa tendencia a la mendacidad y de la pericia psicológica 
practicada al imputado.  

Los delitos de contenido sexual se cometen generalmente sin la presencia de testigos y por ello ad-
quieren fundamental relevancia los dichos de la víctima, al extremo que nada impide que un pronunciamiento 
condenatorio se sustente sólo en esa declaración testimonial, siempre que ésta sea objeto de un riguroso análi-
sis y se expongan los aspectos que determinan que le sea asignada credibilidad, y debe admitirse el análisis de 
todo rastro, vestigio e indicio a efectos de dilucidar lo acontecido, pues de lo contrario se correría el riesgo de 
que la simple ausencia de testigos implicara la impunidad. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Díaz, Fe-
rraris, Kauffman y Posadas) 
 En los delitos contra la integridad sexual, normalmente existen serias dificultades para desentrañar lo 
verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con sigilo y sibilinamente dado que tal 
es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a hurtadillas precisamente para no ser 
descubiertos. 



       El bien jurídico que protege el artículo 119 3er. párrafo del Código Penal, es en primer lugar la liber-
tad individual, en cuanto hace a la integridad sexual de las personas.  
 Corresponde calificar la conducta del imputado como abuso sexual simple de una menor en los 
términos del artículo 119, primer párrafo del Código Penal si se acreditó que su intención tendía a desahogar 
sus propias apetencias sexuales.  
 La razón de la calificante por el vínculo está dada exclusivamente por el hecho de que la relación 
parental facilita la tarea del autor. (Del voto del Dr. Cornejo) 
 En casos de delitos de abuso sexual es el superior interés del menor lo que debe primar en su juzga-
miento.  
 Cuando se aborda un supuesto de abuso sexual infantil es necesario tener en cuenta, al momento de 
valorar los hechos y la prueba rendida, que nos encontramos frente a un fenómeno delictivo de características 
especiales porque estos hechos no son normalmente públicos sino que acontecen en la esfera privada, en la 
intimidad y sin testigos.  De allí que las declaraciones coincidentes de la víctima unidas a los informes psi-
cológicos de la misma y del imputado adquieran particular relevancia.  
 La responsabilidad del Estado es central para una interpretación expansiva de los derechos humanos 
que busca incluir los derechos de las mujeres a la vida, libertad, seguridad personal y, por sobre todo, la inclu-
sión de aquéllas que son abusadas, física, psíquica o sexualmente por una persona que convive con ellas en el 
hogar, con la que se encuentran en una posición de dominación-sometimiento.  
 Es violencia contra las mujeres toda conducta, acción u omisión, que de manera directa o indirecta, 
tanto en el ámbito público como en el privado, basada en una relación desigual de poder, afecte su vida, liber-
tad, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, como así también su seguridad 
personal. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
 Es plenamente válida la condena del acusado  por el delito de abuso sexual simple calificado por el 
vínculo en forma continuada, si nada hay en los razonamientos expuestos en el fallo que revelen que se han 
transgredido los límites de las atribuciones discrecionales de apreciación propias del tribunal de juicio, o que 
para llegar al estado de certeza sobre los hechos en los que se basan la acusación, se haya procedido de un 
modo arbitrario o sólo arraigado en la íntima convicción de los jueces.  
     La imposibilidad de determinar con precisión el número de hechos imputados conduce a que deba 
tenerse a esta multiplicidad de conductas como una situación de abuso, una suma indefinida de actos acredita-
dos en sus aspectos principales, que se ha prolongado en el tiempo y que encaja en la norma penal, lo que 
incide decisivamente al momento de establecer el monto punitivo. (Del voto del Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C MAZA, MOISÉS ARIEL – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
36.019/12) (Tomo 182: 845/868 – 31/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de amenazas, carácter formal; valoración de la prueba, sana crítica, 
valor de las declaraciones de la víctima; inmediación; motivación de la sentencia. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 135/137 vta. 
DOCTRINA: Las manifestaciones de la víctima de amenazas y sus dichos concordantes durante el careo 
efectuado con la acusada, sumados a otros aportes como lo reseñado por la sobrina de la damnificada que 
manifestó que vio y escuchó a la imputada cuando amenazó de muerte a su tía, son suficientes para dar sus-
tento a una sentencia condenatoria, si en virtud de los beneficios de la inmediación el tribunal de juicio en-
contró sinceros a los testimonios de cargo considerando que reflejaron la realidad de los hechos, y no existen 
indicadores que alerten sobre una posible mendacidad en sus expresiones.  
          El control de logicidad inherente a la sana crítica racional se cumple si el trascendente aporte proba-
torio de la víctima es tenido por coherente y sincero en el marco de la apreciación directa que brinda el deba-
te. 
 Amenazar importa proferir manifestaciones intimidatorias que deben ser empleadas con el solo 
propósito de afectar el ánimo de la víctima que se satisfacen con ser idóneas para amedrentar, con indepen-
dencia de que ese efecto se concrete; se trata, pues, de un delito formal –no de resultado- que protege como 
bien jurídico a la libertad psíquica, que encuentra expresión en la intangibilidad de las determinaciones y que, 
por lo tanto, debe atentar contra el sentimiento de seguridad del individuo. (Del voto de los Dres. Ferraris, 
Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano y Díaz) 
           Corresponde absolver a la acusada del delito de amenazas, si en el caso surge de manera diáfana que el 
testimonio inculpatorio proviene de la propia víctima y de un familiar de ella, de tal suerte que, en un contexto 
de crisis y tensión como es el que a menudo surge como consecuencia de conflictos de índole vecinal, donde 
se generan situaciones límites que pueden configurar la comisión de delitos, o quedar las evidencias reunidas 
y el hecho que se juzga, debe aplicarse sin hesitación el principio consagrado por el artículo 4º del Código 
Procesal Penal que expresamente dispone que en caso de duda debe estarse a favor del imputado.  
 En materia penal y para condenar, los hechos en que se funda la denuncia deben tener como correlato 
indispensable la evidencia probatoria que la avale. (Del voto del Dr. Cornejo) 



TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz  DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA:“C/C CORBALÁN, MARTA RUFINA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 34.938/11) (Tomo 182: 29/42 - 18/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de amenazas, carácter formal; valoración de la prueba, sana crítica, 
valor de las declaraciones de la víctima; inmediación; motivación de la sentencia. 
 CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 135/137 vta. 
DOCTRINA: Las manifestaciones de la víctima de amenazas y sus dichos concordantes durante el careo 
efectuado con la acusada, sumados a otros aportes como lo reseñado por la sobrina de la damnificada que 
manifestó que vio y escuchó a la imputada cuando amenazó de muerte a su tía, son suficientes para dar sus-
tento a una sentencia condenatoria, si en virtud de los beneficios de la inmediación el tribunal de juicio en-
contró sinceros a los testimonios de cargo considerando que reflejaron la realidad de los hechos, y no existen 
indicadores que alerten sobre una posible mendacidad en sus expresiones.  
          El control de logicidad inherente a la sana crítica racional se cumple si el trascendente aporte proba-
torio de la víctima es tenido por coherente y sincero en el marco de la apreciación directa que brinda el deba-
te. 
 Amenazar importa proferir manifestaciones intimidatorias que deben ser empleadas con el solo 
propósito de afectar el ánimo de la víctima que se satisfacen con ser idóneas para amedrentar, con indepen-
dencia de que ese efecto se concrete; se trata, pues, de un delito formal –no de resultado- que protege como 
bien jurídico a la libertad psíquica, que encuentra expresión en la intangibilidad de las determinaciones y que, 
por lo tanto, debe atentar contra el sentimiento de seguridad del individuo. (Del voto de los Dres. Ferraris, 
Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano y Díaz) 
              Corresponde absolver a la acusada del delito de amenazas, si en el caso surge de manera diáfana que 
el testimonio inculpatorio proviene de la propia víctima y de un familiar de ella, de tal suerte que, en un con-
texto de crisis y tensión como es el que a menudo surge como consecuencia de conflictos de índole vecinal, 
donde se generan situaciones límites que pueden configurar la comisión de delitos, o quedar las evidencias 
reunidas y el hecho que se juzga, debe aplicarse sin hesitación el principio consagrado por el artículo 4º del 
Código Procesal Penal que expresamente dispone que en caso de duda debe estarse a favor del imputado.  
 En materia penal y para condenar, los hechos en que se funda la denuncia deben tener como correlato 
indispensable la evidencia probatoria que la avale. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz    DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “C/C CORBALÁN, MARTA RUFINA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 34.938/11) (Tomo 182: 29/42 - 18/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de amenazas con arma, carácter formal, valoración de la prueba, sana 
crítica, valor de las declaraciones de la víctima. Violencia de género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 103/109.  
DOCTRINA: Se configura el delito de amenazas con arma, si los anuncios de un mal futuro proferidos por el 
acusado resultaron idóneos y causaron un concreto temor en la denunciante, siendo además que la secuencia 
descripta demuestra la utilización del cuchillo como elemento vulnerante del ánimo de la víctima. 
           No hay afectación alguna de la razonabilidad en la decisión de asentar la condena en los dichos in-
criminantes de la víctima, que se mostró afectada y alterada por el anuncio de un mal futuro, temor que se 
magnificara por la exhibición de un cuchillo, conforme lo manifestara en el debate, hechos que fueron con-
firmados por la declaración del oficial de policía que intervino en su auxilio al escuchar los gritos que proven-
ían desde el domicilio de la denunciante, quitándole el arma blanca al encartado.  
 El delito previsto en el artículo 149 bis del Código Penal se consuma en el momento en que las ame-
nazas lleguen a conocimiento de la víctima, sin necesidad de que obre efectivamente en su ánimo por ser un 
delito de carácter formal. (Del voto de los Dres. Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo y Kauff-
man de Martinelli)  

Es violencia de género todo acto de violencia físicas y psicológica, incluidas las agresiones a la liber-
tad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria de libertad. La violencia contra la mujer se 
describe como la manifestación más brutal de la desigualdad entre el hombre y la mujer en nuestra sociedad y 
se define como la violencia que se dirige sobre las mujeres “por el hecho mismo de serlo, por ser consideradas 
por sus agresores carentes de los derechos mínimos de libertad, respeto y capacidad de decisión”.  
 La violencia no depende sólo de la convivencia, sino del sentimiento de posesión y dominio que 
puede darse aún en relaciones de noviazgo lo suficientemente estables y consistentes como para dar lugar al 
clima de dominio y subordinación característico de la violencia de género. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C GALLARDO, JUAN ABEL – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
36.368/13) (Tomo 182: 203/212 – 21/octubre/2013)  
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de amenazas con arma, carácter formal, valoración de la prueba, sana 
crítica, valor de las declaraciones de la víctima. Violencia de género. 



CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 103/109.  
DOCTRINA: Se configura el delito de amenazas con arma, si los anuncios de un mal futuro proferidos por el 
acusado resultaron idóneos y causaron un concreto temor en la denunciante, siendo además que la secuencia 
descripta demuestra la utilización del cuchillo como elemento vulnerante del ánimo de la víctima. 
           No hay afectación alguna de la razonabilidad en la decisión de asentar la condena en los dichos in-
criminantes de la víctima, que se mostró afectada y alterada por el anuncio de un mal futuro, temor que se 
magnificara por la exhibición de un cuchillo, conforme lo manifestara en el debate, hechos que fueron con-
firmados por la declaración del oficial de policía que intervino en su auxilio al escuchar los gritos que proven-
ían desde el domicilio de la denunciante, quitándole el arma blanca al encartado.  
 El delito previsto en el artículo 149 bis del Código Penal se consuma en el momento en que las ame-
nazas lleguen a conocimiento de la víctima, sin necesidad de que obre efectivamente en su ánimo por ser un 
delito de carácter formal. (Del voto de los Dres. Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo y Kauff-
man de Martinelli)  
             Es violencia de género todo acto de violencia físicas y psicológica, incluidas las agresiones a la liber-
tad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria de libertad. La violencia contra la mujer se 
describe como la manifestación más brutal de la desigualdad entre el hombre y la mujer en nuestra sociedad y 
se define como la violencia que se dirige sobre las mujeres “por el hecho mismo de serlo, por ser consideradas 
por sus agresores carentes de los derechos mínimos de libertad, respeto y capacidad de decisión”.  
 La violencia no depende sólo de la convivencia, sino del sentimiento de posesión y dominio que 
puede darse aún en relaciones de noviazgo lo suficientemente estables y consistentes como para dar lugar al 
clima de dominio y subordinación característico de la violencia de género. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C GALLARDO, JUAN ABEL – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 36.368/13) (Tomo 182: 203/212 – 21/octubre/2013)  
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de daños; valoración de la prueba, sana crítica. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 148/149. 
DOCTRINA: Es responsable el acusado del delito de daños, si el tribunal encontró acreditado que cortó in-
tencionalmente el alambrado que divide su propiedad con la del vecino, e impide sistemáticamente que se 
realicen los trabajos tendientes a reparar ese alambrado dañado, situación en la que coinciden los testigos que 
declararon en la causa, las fotografías y el plano que muestran el daño producido en forma gráfica, amén del 
croquis efectuado que sería suficiente para ilustrar el delito, que pudo ser probado por diversos medios, in-
cluidos los testimoniales.  

  En nuestro sistema procesal rigen el sistema de libertad probatoria y el de libre convicción del juez o 
sana crítica racional. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos proba-
torios descriptos por la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar 
la existencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento huma-
no, sin sujeción a directiva o tasación legal alguna. 

 TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C VACA, MARCOS AMADO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 36.106/12) (Tomo 182: 69/76 – 18/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de daños; valoración de la prueba, sana crítica. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 148/149. 
DOCTRINA: Es responsable el acusado del delito de daños, si el tribunal encontró acreditado que cortó in-
tencionalmente el alambrado que divide su propiedad con la del vecino, e impide sistemáticamente que se 
realicen los trabajos tendientes a reparar ese alambrado dañado, situación en la que coinciden los testigos que 
declararon en la causa, las fotografías y el plano que muestran el daño producido en forma gráfica, amén del 
croquis efectuado que sería suficiente para ilustrar el delito, que pudo ser probado por diversos medios, in-
cluidos los testimoniales.  

  En nuestro sistema procesal rigen el sistema de libertad probatoria y el de libre convicción del juez o 
sana crítica racional. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos proba-
torios descriptos por la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar 
la existencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento huma-
no, sin sujeción a directiva o tasación legal alguna. 

 TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C VACA, MARCOS AMADO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 36.106/12) (Tomo 182: 69/76 – 18/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de desobediencia judicial; valoración de la prueba, sana crítica; indi-
vidualización de la pena. Violencia familiar. Violencia de género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 66/69. 



DOCTRINA: Corresponde confirmar la sentencia que condena al acusado por el delito de desobediencia 
judicial, si en ella se analizan conforme a la sana crítica racional las declaraciones de una testigo que escuchó 
los gritos de la víctima y las manifestaciones del propio encausado que reconoció haber concurrido al lugar e 
incurrido en la conducta que le estaba vedada, al existir una resolución judicial dictada por el Juzgado de 
Personas y Familia que indicaba con toda precisión los sujetos, el objeto y los alcances de la prohibición im-
puesta.  
 La Ley 7403 de Protección a Víctimas de Violencia Familiar no excluye la jurisdicción y competen-
cia del juez penal ni la promoción de la acción penal pública ejercitable de oficio, que se caracteriza por las 
notas de oficiosidad y oficialidad, que exige el inicio y posterior impulso oficioso de la acción y se consolida 
a través de los principios de legalidad procesal, indivisibilidad e irretractabilidad.  
 Es justa la pena impuesta, si en la sentencia se ha cumplido con la compleja valoración subjetivo-
objetiva que imponen los artículos 40 y 41 del Código Penal y se han considerado las circunstancias de modo, 
tiempo, lugar, ocasión y personas, con especial ponderación de la relación preexistente entre víctima y victi-
mario y de los motivos que llevaron al acusado a incumplir la orden judicial pertinente. (Del voto de los Dres. 
Posadas, Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris y Kauffman). 
 El sistema internacional de protección y promoción de los derechos humanos ha incluido una cláusu-
la de igualdad en todos sus instrumentos principales así como la prohibición de ejercer violencia sobre las 
mujeres, a fin de garantizarlas en el pleno goce y ejercicio de los derechos y libertades fundamentales.  
 La responsabilidad del Estado es central para una interpretación expansiva de los derechos humanos 
que busca incluir los derechos de las mujeres a la vida, libertad, seguridad personal y, por sobre todo, que 
tienda a evitar que alguien que pertenece a su entorno familiar les cause daño, en razón de encontrarse en una 
posición de dominación-sometimiento.  
 La conducta del imputado, en tanto violó la prohibición de acercamiento dispuesta por orden judicial 
poniendo así en riesgo la vida y la integridad física y psicológica de su ex pareja, es una cuestión frente a la 
cual la justicia no puede permanecer al margen, pues la violencia de género constituye ya un flagelo de la 
sociedad.  
 La violencia no depende sólo de la convivencia, sino del sentimiento de posesión y dominio que 
puede darse aún en relaciones ya inexistentes, a causa de la separación de hecho, pero que mantienen el clima 
de dominio y subordinación característico de la violencia de género. (Del voto de la Dra. Kauffman)  
               Conforme a la plena autonomía que tiene el proceso sobre violencia familiar, es que el Juez dicta 
medidas urgentes a fin de hacer cesar de inmediato el estado de violencia.  
 Si quien ha sido comprendido por una medida cautelar dispuesta por motivos de violencia familiar y 
como tal es considerado agresor, desobedece la medida, incurre en desobediencia judicial en los términos del 
artículo 239 del Código Penal.  
 El concepto de “orden” incluido en la figura del artículo 239 del Código Penal, es un mandamiento, 
oral o escrito, que se da directamente a una persona, aunque no necesariamente en persona, por parte de un 
funcionario público, para que se haga algo o se deje de hacer algo. Por ende, serán órdenes las que lleven a 
efectivizar la disposición de una autoridad. No debe ser considerada una orden la resolución judicial, cual-
quiera fuere la forma, esto es auto, decreto o sentencia, aunque sí lo deben ser los mandamientos que tienen 
como fin el cumplimiento de la sentencia. (Del voto del Dr. Cornejo)  
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C TALLINI, MARIO RAMÓN - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° 
CJS 36.178/12) (Tomo 182: 247/258 – 21/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de desobediencia judicial; valoración de la prueba, sana crítica; indi-
vidualización de la pena. Violencia familiar. Violencia de género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 66/69. 
DOCTRINA: Corresponde confirmar la sentencia que condena al acusado por el delito de desobediencia 
judicial, si en ella se analizan conforme a la sana crítica racional las declaraciones de una testigo que escuchó 
los gritos de la víctima y las manifestaciones del propio encausado que reconoció haber concurrido al lugar e 
incurrido en la conducta que le estaba vedada, al existir una resolución judicial dictada por el Juzgado de 
Personas y Familia que indicaba con toda precisión los sujetos, el objeto y los alcances de la prohibición im-
puesta.  
 La Ley 7403 de Protección a Víctimas de Violencia Familiar no excluye la jurisdicción y competen-
cia del juez penal ni la promoción de la acción penal pública ejercitable de oficio, que se caracteriza por las 
notas de oficiosidad y oficialidad, que exige el inicio y posterior impulso oficioso de la acción y se consolida 
a través de los principios de legalidad procesal, indivisibilidad e irretractabilidad.  
 Es justa la pena impuesta, si en la sentencia se ha cumplido con la compleja valoración subjetivo-
objetiva que imponen los artículos 40 y 41 del Código Penal y se han considerado las circunstancias de modo, 
tiempo, lugar, ocasión y personas, con especial ponderación de la relación preexistente entre víctima y victi-
mario y de los motivos que llevaron al acusado a incumplir la orden judicial pertinente. (Del voto de los Dres. 
Posadas, Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris y Kauffman). 
  



El sistema internacional de protección y promoción de los derechos humanos ha incluido una cláusu-
la de igualdad en todos sus instrumentos principales así como la prohibición de ejercer violencia sobre las 
mujeres, a fin de garantizarlas en el pleno goce y ejercicio de los derechos y libertades fundamentales.  
 La responsabilidad del Estado es central para una interpretación expansiva de los derechos humanos 
que busca incluir los derechos de las mujeres a la vida, libertad, seguridad personal y, por sobre todo, que 
tienda a evitar que alguien que pertenece a su entorno familiar les cause daño, en razón de encontrarse en una 
posición de dominación-sometimiento.  
 La conducta del imputado, en tanto violó la prohibición de acercamiento dispuesta por orden judicial 
poniendo así en riesgo la vida y la integridad física y psicológica de su ex pareja, es una cuestión frente a la 
cual la justicia no puede permanecer al margen, pues la violencia de género constituye ya un flagelo de la 
sociedad.  
 La violencia no depende sólo de la convivencia, sino del sentimiento de posesión y dominio que 
puede darse aún en relaciones ya inexistentes, a causa de la separación de hecho, pero que mantienen el clima 
de dominio y subordinación característico de la violencia de género. (Del voto de la Dra. Kauffman)  
             Conforme a la plena autonomía que tiene el proceso sobre violencia familiar, es que el Juez dicta 
medidas urgentes a fin de hacer cesar de inmediato el estado de violencia.  
 Si quien ha sido comprendido por una medida cautelar dispuesta por motivos de violencia familiar y 
como tal es considerado agresor, desobedece la medida, incurre en desobediencia judicial en los términos del 
artículo 239 del Código Penal.  
 El concepto de “orden” incluido en la figura del artículo 239 del Código Penal, es un mandamiento, 
oral o escrito, que se da directamente a una persona, aunque no necesariamente en persona, por parte de un 
funcionario público, para que se haga algo o se deje de hacer algo. Por ende, serán órdenes las que lleven a 
efectivizar la disposición de una autoridad. No debe ser considerada una orden la resolución judicial, cual-
quiera fuere la forma, esto es auto, decreto o sentencia, aunque sí lo deben ser los mandamientos que tienen 
como fin el cumplimiento de la sentencia. (Del voto del Dr. Cornejo)  
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C TALLINI, MARIO RAMÓN - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° 
CJS 36.178/12) (Tomo 182: 247/258 – 21/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio, exceso en la legítima defensa. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 985/995. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena por el delito de homicidio con exceso en la legítima defensa, 
si el tribunal de juicio tuvo por acreditado que el menor acusado tuvo una pelea con la víctima en la cual am-
bos usaron cuchillos y lo apuñaló dándole muerte, estimando el tribunal que esa reacción fue desproporciona-
da a la legítima defensa previa, que consideró probada a partir de los dichos del propio menor que reconociera 
la autoría del hecho y que encuentran correlación con las situaciones previas y posteriores, como el hallazgo 
de uno de los cuchillos al lado del cuerpo de la víctima y con la circunstancia de que el menor presentaba una 
herida cortante en una de sus manos constatada por el personal policial que llegó al lugar. 
       La condición esencial para que exista exceso es la preexistencia de una situación objetiva de justifi-
cación; de modo que el exceso se refiere a los límites de la acción, no a su inicial licitud. Por eso, llámase 
exceso a la intensificación innecesaria de la acción inicialmente justificada. Tal aumento de la intensidad se 
refiere a la acción y determina que el accionar excesivo sea del mismo género o naturaleza del accionar nece-
sario o inicial. (Del voto de los Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Vittar, Catalano, Cornejo y Posadas). 
        El exceso intensivo en la legítima defensa es en el que se supera la medida de la defensa permitida, 
requiere de la existencia de una situación objetiva de defensa legítima, es decir, de una agresión actual y anti-
jurídica, pues no podría excederse quien no se hubiera encontrado previamente en situación de defensa. 
  La racionalidad del medio empleado en la legítima defensa no deriva de su simple aptitud para con-
trarrestar la agresión, sino que involucra, además, la proporcionalidad entre la fuerza o reacción usada por el 
agredido y la usada por el agresor, con referencia al bien atacado, y la inevitabilidad del peligro que se corre. 
  La valoración de la racionalidad del medio empleado debe ser efectuada en el caso concreto, toman-
do en consideración las distintas circunstancias que la realidad de la vida impone, con sus variables del tiem-
po, lugar, modalidad, tipos de personas, sexo, contextura física, edad, alcoholización, medio social, etc., lo 
que impide la formación de cánones estrictos o enumeración de elementos "a priori". 
  La legítima defensa no ampara a quien desborda el límite de la razonabilidad para neutralizar una 
agresión. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo y Posadas). 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C RÍOS, FRANCO MAXIMILIANO - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 35.295/12) (Tomo 182: 141/152 – 21/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio culposo en accidente de tránsito; conducción antirregla-
mentaria de vehículo automotor, velocidad excesiva; imprudencia de la víctima. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 560/562 vta. 



DOCTRINA: Es plenamente válida la condena por el delito de homicidio culposo en accidente de tránsito, si 
el tribunal de juicio tuvo por acreditado conforme a la prueba colectada en la causa, que el comportamiento 
culposo del acusado consistió en la velocidad impresa al rodado, que resultaba excesiva en relación al intenso 
tránsito que normalmente tiene la ruta por la que transitaba, lo que, sumado al acontecimiento imprevisto del 
cruce de la motocicleta conducida por la víctima, contribuyó preponderantemente al fatal resultado. 
      El primer deber del conductor consiste en conservar el dominio sobre la máquina que comanda. 
      La imprudencia de quienes se interponen en su trayectoria no justifica el actuar culposo de quien 
guía el automóvil, puesto que esa circunstancia constituye un riesgo común inherente al tránsito y, por lo 
mismo, todo conductor de un rodado automotor está obligado a permanecer atento a las evoluciones imprevis-
tas de la circulación. 
      En materia penal, a diferencia del ámbito civil, no incide la existencia de culpa concurrente. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffaman, Posadas,  Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C HERRERA, LUIS FRANCISCO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
N° CJS 35.752/12) (Tomo182: 433/444 – 218/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio culposo en accidente de tránsito; conducción antirregla-
mentaria de vehículo automotor, velocidad excesiva; imprudencia de la víctima. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 560/562 vta. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena por el delito de homicidio culposo en accidente de tránsito, si 
el tribunal de juicio tuvo por acreditado conforme a la prueba colectada en la causa, que el comportamiento 
culposo del acusado consistió en la velocidad impresa al rodado, que resultaba excesiva en relación al intenso 
tránsito que normalmente tiene la ruta por la que transitaba, lo que, sumado al acontecimiento imprevisto del 
cruce de la motocicleta conducida por la víctima, contribuyó preponderantemente al fatal resultado. 
      El primer deber del conductor consiste en conservar el dominio sobre la máquina que comanda. 
      La imprudencia de quienes se interponen en su trayectoria no justifica el actuar culposo de quien 
guía el automóvil, puesto que esa circunstancia constituye un riesgo común inherente al tránsito y, por lo 
mismo, todo conductor de un rodado automotor está obligado a permanecer atento a las evoluciones imprevis-
tas de la circulación. 
      En materia penal, a diferencia del ámbito civil, no incide la existencia de culpa concurrente. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas,  Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C HERRERA, LUIS FRANCISCO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
N° CJS 35.752/12) (Tomo182: 433/444 – 218/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio, exceso en la legítima defensa. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 985/995. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena por el delito de homicidio con exceso en la legítima defensa, 
si el tribunal de juicio tuvo por acreditado que el menor acusado tuvo una pelea con la víctima en la cual am-
bos usaron cuchillos y lo apuñaló dándole muerte, estimando el tribunal que esa reacción fue desproporciona-
da a la legítima defensa previa, que consideró probada a partir de los dichos del propio menor que reconociera 
la autoría del hecho y que encuentran correlación con las situaciones previas y posteriores, como el hallazgo 
de uno de los cuchillos al lado del cuerpo de la víctima y con la circunstancia de que el menor presentaba una 
herida cortante en una de sus manos constatada por el personal policial que llegó al lugar. 
       La condición esencial para que exista exceso es la preexistencia de una situación objetiva de justifi-
cación; de modo que el exceso se refiere a los límites de la acción, no a su inicial licitud. Por eso, llámase 
exceso a la intensificación innecesaria de la acción inicialmente justificada. Tal aumento de la intensidad se 
refiere a la acción y determina que el accionar excesivo sea del mismo género o naturaleza del accionar nece-
sario o inicial. (Del voto de los Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Vittar, Catalano, Cornejo y Posadas). 
        El exceso intensivo en la legítima defensa es en el que se supera la medida de la defensa permitida, 
requiere de la existencia de una situación objetiva de defensa legítima, es decir, de una agresión actual y anti-
jurídica, pues no podría excederse quien no se hubiera encontrado previamente en situación de defensa. 
  La racionalidad del medio empleado en la legítima defensa no deriva de su simple aptitud para con-
trarrestar la agresión, sino que involucra, además, la proporcionalidad entre la fuerza o reacción usada por el 
agredido y la usada por el agresor, con referencia al bien atacado, y la inevitabilidad del peligro que se corre. 
  La valoración de la racionalidad del medio empleado debe ser efectuada en el caso concreto, toman-
do en consideración las distintas circunstancias que la realidad de la vida impone, con sus variables del tiem-
po, lugar, modalidad, tipos de personas, sexo, contextura física, edad, alcoholización, medio social, etc., lo 
que impide la formación de cánones estrictos o enumeración de elementos "a priori". 
  La legítima defensa no ampara a quien desborda el límite de la razonabilidad para neutralizar una 
agresión. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo y Posadas). 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C RÍOS, FRANCO MAXIMILIANO - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 35.295/12) (Tomo 182:141/152 – 21/octubre/2013) 
 



RECURSO DE CASACIÓN. Delito de incumplimiento de los deberes de funcionario público. Absolución, 
principio “in dubio pro reo”. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 318/ 319 vta. y, en su 
mérito, dejar sin efecto la condena dispuesta en la sentencia de fs. 309, cuyos fundamentos obran a fs. 
310/313 y absolver a Santos Alberto Borja por el principio de la duda (arts. 4º del C.P.P. -texto según Ley 
6345 y modificatorias- y 20 de la Const. Prov.). 
DOCTRINA: Corresponde absolver al acusado del delito de incumplimiento de los deberes de funcionario 
público, por el principio de la duda, si en el caso no existe certeza positiva acerca de que en su comportamien-
to concurriera el dolo directo requerido por la figura penal, y tanto de sus declaraciones como de las propias 
conclusiones acusatorias del fiscal surge la posibilidad cierta de que la conducta atribuida al encartado se haya 
motivado en un estado intelectual-volitivo de temor, inseguridad, desconocimiento y error. 
      En materia penal no puede hablarse de sentencias fronterizas: o se tiene certeza sobre la existencia 
del hecho y la autoría culpable del acusado, o la falta de ese estado en el razonamiento conduce inexorable-
mente a la absolución. Un razonamiento fronterizo es aquel que está al borde de la duda y en esas condiciones 
no puede condenarse. 
      Las hipótesis de probabilidad o de verosimilitud son grados de conocimiento que no logran destruir 
el estado de inocencia del acusado, con base en el principio “in dubio pro reo”. 
      La falta de certeza, la incertidumbre, la duda resultan un obstáculo insoslayable para el dictado de 
una sentencia condenatoria. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo y Ferraris). 
               El bien jurídico protegido por el artículo 249 del Código Penal es el correcto funcionamiento del 
servicio público, procurando el desenvolvimiento normal y diligente de la administración; se trata de que el 
funcionamiento de la administración pública no se vea perjudicado por la inercia dolosa del funcionario 
público que ejerce un cargo determinado. 
 El delito de omisión de los deberes del oficio requiere para su configuración dentro del elemento del 
tipo subjetivo una conducta dolosa; debe referirse a una actual intención deliberada de causar un daño al co-
rrecto funcionamiento de la administración pública. 
      La conducta ejercida por el acusado encuadra dentro de una falta disciplinaria, no así en una conduc-
ta típica del Código Penal, si su actuar no evidencia dolo y fue compelido por el temor reverencial latente en 
todo estrado en el que se encuentran presentes figuras jerárquicas, y por su escasa experiencia laboral fue 
negligente e imprudente al no recurrir a su superior para dar aviso de la demora que imperaba en el trámite 
para elevación del sumario contravencional. (Del voto de la Dra. Kauffman). 
             Se ajusta a derecho la sentencia que condena al acusado por el delito de incumplimiento de los debe-
res de funcionario público, si ha reconocido que medió de su parte una omisión en la tramitación de los suma-
rios a su cargo, lo que también se desprende del resto de la prueba reunida, por lo cual, el pronunciamiento no 
transgrede las reglas de la sana crítica racional y constituye un acto jurisdiccional fruto de una derivación 
razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias particulares de la causa.. 
      En el tipo penal del artículo 249 del Código Penal el bien jurídico protegido es el normal y diligente 
desempeño de la función pública. La figura exige dolo directo, es decir que abarca el conocimiento de que se 
trata de un acto propio de la función, que tal omisión es ilegal y que el sujeto activo tenga la posibilidad de 
actuar, sin que se requiera una particular malicia. Es necesario que el autor obre a sabiendas de que su proce-
der es contrario a lo que debe ser con arreglo a la norma jurídica aplicable (Del voto del Dr. Díaz)  
TRIBUNAL: Dres.  Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: C/C BORJA, SANTOS ALBERTO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº 
CJS 36.043/12)  (Tomo 182: 1061/1074 – 7/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de incumplimiento de los deberes de funcionario público. Absolución, 
principio “in dubio pro reo”. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 318/ 319 vta. y, en su 
mérito, dejar sin efecto la condena dispuesta en la sentencia de fs. 309, cuyos fundamentos obran a fs. 
310/313 y absolver a Santos Alberto Borja por el principio de la duda (arts. 4º del C.P.P. -texto según Ley 
6345 y modificatorias- y 20 de la Const. Prov.). 
DOCTRINA: Corresponde absolver al acusado del delito de incumplimiento de los deberes de funcionario 
público, por el principio de la duda, si en el caso no existe certeza positiva acerca de que en su comportamien-
to concurriera el dolo directo requerido por la figura penal, y tanto de sus declaraciones como de las propias 
conclusiones acusatorias del fiscal surge la posibilidad cierta de que la conducta atribuida al encartado se haya 
motivado en un estado intelectual-volitivo de temor, inseguridad, desconocimiento y error. 
      En materia penal no puede hablarse de sentencias fronterizas: o se tiene certeza sobre la existencia 
del hecho y la autoría culpable del acusado, o la falta de ese estado en el razonamiento conduce inexorable-
mente a la absolución. Un razonamiento fronterizo es aquel que está al borde de la duda y en esas condiciones 
no puede condenarse. 
      Las hipótesis de probabilidad o de verosimilitud son grados de conocimiento que no logran destruir 
el estado de inocencia del acusado, con base en el principio “in dubio pro reo”. 



      La falta de certeza, la incertidumbre, la duda resultan un obstáculo insoslayable para el dictado de 
una sentencia condenatoria. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo y Ferraris). 
              El bien jurídico protegido por el artículo 249 del Código Penal es el correcto funcionamiento del 
servicio público, procurando el desenvolvimiento normal y diligente de la administración; se trata de que el 
funcionamiento de la administración pública no se vea perjudicado por la inercia dolosa del funcionario 
público que ejerce un cargo determinado. 
 El delito de omisión de los deberes del oficio requiere para su configuración dentro del elemento del 
tipo subjetivo una conducta dolosa; debe referirse a una actual intención deliberada de causar un daño al co-
rrecto funcionamiento de la administración pública. 
      La conducta ejercida por el acusado encuadra dentro de una falta disciplinaria, no así en una conduc-
ta típica del Código Penal, si su actuar no evidencia dolo y fue compelido por el temor reverencial latente en 
todo estrado en el que se encuentran presentes figuras jerárquicas, y por su escasa experiencia laboral fue 
negligente e imprudente al no recurrir a su superior para dar aviso de la demora que imperaba en el trámite 
para elevación del sumario contravencional. (Del voto de la Dra. Kauffman). 
              Se ajusta a derecho la sentencia que condena al acusado por el delito de incumplimiento de los debe-
res de funcionario público, si ha reconocido que medió de su parte una omisión en la tramitación de los suma-
rios a su cargo, lo que también se desprende del resto de la prueba reunida, por lo cual, el pronunciamiento no 
transgrede las reglas de la sana crítica racional y constituye un acto jurisdiccional fruto de una derivación 
razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias particulares de la causa.. 
      En el tipo penal del artículo 249 del Código Penal el bien jurídico protegido es el normal y diligente 
desempeño de la función pública. La figura exige dolo directo, es decir que abarca el conocimiento de que se 
trata de un acto propio de la función, que tal omisión es ilegal y que el sujeto activo tenga la posibilidad de 
actuar, sin que se requiera una particular malicia. Es necesario que el autor obre a sabiendas de que su proce-
der es contrario a lo que debe ser con arreglo a la norma jurídica aplicable (Del voto del Dr. Díaz)  
TRIBUNAL: Dres.  Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: C/C BORJA, SANTOS ALBERTO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº 
CJS 36.043/12)  (Tomo 182: 1061/1074 – 7/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones culposas. Absolución por el principio de la duda, falta de 
certeza sobre el nexo causal. 
CUESTION RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 145/ 147 y, en su méri-
to, dejar sin efecto la condena impuesta a Benjamín Leonardo Tinte en la sentencia de fs. 137 vta./138, cuyos 
fundamentos obran a fs. 139/143 vta. y absolverlo del hecho por el que fuera requerido en autos, por aplica-
ción del principio de la duda. 
DOCTRINA: Corresponde absolver al acusado del delito de lesiones culposas por el principio de la duda, si 
en el caso, conforme las pruebas producidas en el debate y demás constancias de la causa, no hay certeza 
sobre la existencia de nexo causal entre la conducta del imputado y el resultado lesivo 

La relación de causalidad es un elemento imprescindible para determinar la correlación entre la ac-
ción y el tipo penal.  
 Si la verificación de que el juicio, tal y como se llevó a cabo produjo una acumulación de evidencia 
que no podía servir para condenar, no puede tener otra consecuencia que el pronunciamiento liberatorio. (Del 
voto de los Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas) 
              En los delitos culposos se sanciona cualquier conducta que cause determinado resultado lesivo, 
siempre que sea previsible y la conducta viole un deber de cuidado de modo determinante para la producción 
del resultado, lo que equivale a decir que se hace necesario determinar si entre la conducta del agente y el 
hecho existe un nexo de antijuridicidad, en tanto sólo se justifica atribuir el resultado si éste fue causado por 
una conducta descuidada y por ello antijurídica.  
 La falta de observancia del cuidado objetivo es determinante para saber hasta qué punto es posible 
reprochar al autor la realización de un hecho y para ello debe analizarse si se actuó con imprudencia, negli-
gencia o inexperiencia.  
 Un accidente de tránsito puede tener múltiples causas pero hace al deber del juez, a la hora de moti-
var una sentencia frente a la imputación de un delito culposo, buscar si entre los factores esenciales que de-
terminaron la producción del hecho se encuentra un aporte concreto del acusado asociado a la violación de su 
deber de diligencia. 
            Al tribunal de juicio le está vedado remitirse simplemente a los términos del requerimiento formula-
do por el fiscal para dar sustento a una condena, debiendo en todo caso llegar a valoraciones y a conclusiones 
propias acerca de la hipótesis referida en la acusación. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferra-
ris, Kauffman, Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C TINTE, BENJAMÍN LEONARDO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 36.379/13) (Tomo 182: 413/424 – 28/octubre/2013) 
 
 



RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones culposas. Absolución por el principio de la duda, falta de 
certeza sobre el nexo causal. 
CUESTION RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 145/ 147 y, en su méri-
to, dejar sin efecto la condena impuesta a Benjamín Leonardo Tinte en la sentencia de fs. 137 vta./138, cuyos 
fundamentos obran a fs. 139/143 vta. y absolverlo del hecho por el que fuera requerido en autos, por aplica-
ción del principio de la duda. 
DOCTRINA: Corresponde absolver al acusado del delito de lesiones culposas por el principio de la duda, si 
en el caso, conforme las pruebas producidas en el debate y demás constancias de la causa, no hay certeza 
sobre la existencia de nexo causal entre la conducta del imputado y el resultado lesivo 

La relación de causalidad es un elemento imprescindible para determinar la correlación entre la ac-
ción y el tipo penal.  
 Si la verificación de que el juicio, tal y como se llevó a cabo produjo una acumulación de evidencia 
que no podía servir para condenar, no puede tener otra consecuencia que el pronunciamiento liberatorio. (Del 
voto de los Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas) 
 

En los delitos culposos se sanciona cualquier conducta que cause determinado resultado lesivo, 
siempre que sea previsible y la conducta viole un deber de cuidado de modo determinante para la producción 
del resultado, lo que equivale a decir que se hace necesario determinar si entre la conducta del agente y el 
hecho existe un nexo de antijuridicidad, en tanto sólo se justifica atribuir el resultado si éste fue causado por 
una conducta descuidada y por ello antijurídica.  
 La falta de observancia del cuidado objetivo es determinante para saber hasta qué punto es posible 
reprochar al autor la realización de un hecho y para ello debe analizarse si se actuó con imprudencia, negli-
gencia o inexperiencia.  
 Un accidente de tránsito puede tener múltiples causas pero hace al deber del juez, a la hora de moti-
var una sentencia frente a la imputación de un delito culposo, buscar si entre los factores esenciales que de-
terminaron la producción del hecho se encuentra un aporte concreto del acusado asociado a la violación de su 
deber de diligencia. 
            Al tribunal de juicio le está vedado remitirse simplemente a los términos del requerimiento formula-
do por el fiscal para dar sustento a una condena, debiendo en todo caso llegar a valoraciones y a conclusiones 
propias acerca de la hipótesis referida en la acusación. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferra-
ris, Kauffman, Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C TINTE, BENJAMÍN LEONARDO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 36.379/13) (Tomo 182: 413/424 – 28/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones leves culposas en accidente de tránsito, conducción anti-
rreglamentaria de vehículo automotor, ingreso a una rotonda. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 169/174.  
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena por el delito de  lesiones leves culposas en accidente de tránsi-
to, si el tribunal de juicio tuvo por acreditado que el acusado incurrió en una conducta imprudente que pro-
vocó la colisión y las lesiones de la damnificada corroboradas con el certificado médico, al asumir una actitud 
riesgosa, porque el deber objetivo de cuidado, conforme el lugar donde se produjo el hecho –ingreso a una 
rotonda- lo obligaba a que previo ingresar a la misma se cerciorara si tenía expedita la vía de circulación, lo 
que omitió hacer, conforme surge de las declaraciones del acusado y los testigos, la verificación técnica vehi-
cular, el plano de criminalística, acta de peritaje, análisis de alcoholemia e informe técnico accidentológico.  
           En los tipos culposos a diferencia de los dolosos, se sanciona cualquier conducta que cause determi-
nado resultado lesivo, siempre que sea previsible y la conducta viole un deber de cuidado de modo determi-
nante para la producción del resultado.  
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas. DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C FURIÓ, ALBERTO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
36.160/12) (Tomo 182: 769/776 – 30/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones leves culposas en accidente de tránsito, conducción anti-
rreglamentaria de vehículo automotor, ingreso a una rotonda. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 169/174.  
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena por el delito de  lesiones leves culposas en accidente de tránsi-
to, si el tribunal de juicio tuvo por acreditado que el acusado incurrió en una conducta imprudente que pro-
vocó la colisión y las lesiones de la damnificada corroboradas con el certificado médico, al asumir una actitud 
riesgosa, porque el deber objetivo de cuidado, conforme el lugar donde se produjo el hecho –ingreso a una 
rotonda- lo obligaba a que previo ingresar a la misma se cerciorara si tenía expedita la vía de circulación, lo 
que omitió hacer, conforme surge de las declaraciones del acusado y los testigos, la verificación técnica vehi-
cular, el plano de criminalística, acta de peritaje, análisis de alcoholemia e informe técnico accidentológico.  



           En los tipos culposos a diferencia de los dolosos, se sanciona cualquier conducta que cause determi-
nado resultado lesivo, siempre que sea previsible y la conducta viole un deber de cuidado de modo determi-
nante para la producción del resultado.  
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C FURIÓ, ALBERTO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
36.160/12)  (Tomo 182: 769/776 – 30/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones; valoración de la prueba; sana crítica, informe médico. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 1/4 vta. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado por el delito de lesiones, si el tribunal de 
juicio tuvo en consideración que si bien el imputado negó haber efectuado las lesiones, reconoció que en-
contró al damnificado en el camino cerca de su casa, intentó hablar con él, se dio un cruce de palabras y hubo 
un forcejeo entre ambos, que había dos personas con él y su pareja, y ponderó que los dichos de ella se co-
rresponden con el certificado médico que constata las lesiones denunciadas, declaración que en el marco del 
debate apreció como coherente, circunstanciada y verosímil e inalterable al contestar las preguntas y repre-
guntas que se le formularon, siguiendo una total correspondencia en la secuencia del hecho. 

El delito de lesiones es de resultado, por lo cual los informes médicos acerca de su naturaleza y mag-
nitud son significativos tanto para lograr la reconstrucción histórica del hecho como para su correcta califica-
ción legal, y revisten la calidad de instrumentos públicos en los términos de los artículos 979 del Código Civil 
y 77 del Código Penal, al haber sido expedido por un funcionario público actuando en ejercicio de facultades 
legales conferidas y en la esfera de su competencia.  
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C JOAQUÍN, ÁNGEL FERNANDO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 36.369/13) (Tomo 182: 729/736 – 30/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones; valoración de la prueba; sana crítica, informe médico. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 1/4 vta. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado por el delito de lesiones, si el tribunal de 
juicio tuvo en consideración que si bien el imputado negó haber efectuado las lesiones, reconoció que en-
contró al damnificado en el camino cerca de su casa, intentó hablar con él, se dio un cruce de palabras y hubo 
un forcejeo entre ambos, que había dos personas con él y su pareja, y ponderó que los dichos de ella se co-
rresponden con el certificado médico que constata las lesiones denunciadas, declaración que en el marco del 
debate apreció como coherente, circunstanciada y verosímil e inalterable al contestar las preguntas y repre-
guntas que se le formularon, siguiendo una total correspondencia en la secuencia del hecho. 

El delito de lesiones es de resultado, por lo cual los informes médicos acerca de su naturaleza y mag-
nitud son significativos tanto para lograr la reconstrucción histórica del hecho como para su correcta califica-
ción legal, y revisten la calidad de instrumentos públicos en los términos de los artículos 979 del Código Civil 
y 77 del Código Penal, al haber sido expedido por un funcionario público actuando en ejercicio de facultades 
legales conferidas y en la esfera de su competencia.  
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.    DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “C/C JOAQUÍN, ÁNGEL FERNANDO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 36.369/13) (Tomo 182: 729/736 – 30/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de portación ilegal de arma de fuego de uso civil; requisitos para la 
consumación de los delitos de tenencia y de portación de armas. Prescripción de la acción. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 129/131 vta. y, en su 
mérito, revocar la sentencia de fs. 121 y vta., cuyos fundamentos obran a fs. 122/125 vta. II. ORDENAR que 
bajen los autos al tribunal de origen a fin de que proceda a constatar, mediante los informes actualizados del 
R.N.R., la existencia o no de una sentencia condenatoria que haya interrumpido la prescripción de la acción 
penal, y dicte resolución en consecuencia. 
DOCTRINA: El delito de tenencia ilegal de arma de fuego de uso civil no exige acreditar que el arma pueda 
ser inmediatamente empleada en perjuicio de terceros, aspecto que la distingue de otro tipo de mayor grave-
dad. 

La distinción entre portación y tenencia de armas ha sido efectuada tomando en cuenta la notable di-
ferencia de ambas conductas en cuanto a la magnitud del peligro que generan. La portación, caracterizada 
como un accionar en el que se dispone del arma en condiciones de uso inmediato, entraña una potencialidad 
dañosa que, aun siendo abstracta, resulta distinguida por la ley debido a su importancia; la simple tenencia, 
que sólo requiere que la persona conserve el arma dentro de su esfera de influencia, se trata de un delito de 
peligro abstracto donde la amenaza penal aparece anticipada por las connotaciones riesgosas que tiene la 
voluntad del autor de sustraerse al conocimiento del Estado sobre la existencia de un arma de fuego como 
actividad intrínsecamente peligrosa y rigurosamente reglamentada. De allí que la ley depare para ambas con-
ductas una sanción diversa, proporcional a la naturaleza del peligro. 



Si conforme a las constancias de la causa se ha cumplido el plazo de prescripción, por lo cual la ac-
ción penal ha perdido vigencia, resta constatar con informes actualizados del Registro Nacional de Reinciden-
cia la comisión o no de un nuevo delito por parte de los acusados que haya interrumpido el curso de la pres-
cripción. (Del voto de los Dres. Posadas, Cornejo, Díaz y Kauffman) 
             La sentencia que condena a los acusados por el delito de portación ilegal de armas de fuego de uso 
civil cuenta con la certeza necesaria respecto de la responsabilidad penal atribuida y cubre los recaudos de 
motivación legal, si el tribunal ha valorado las pruebas conforme al sistema de libre convicción y ha desecha-
do mediante conclusiones coherentes los alegatos de la defensa de que la conducta de sus asistidos devendría 
impune dado el hecho de no haber estado cargadas las armas secuestradas y no haberse verificado su correcto 
funcionamiento, pues ante el reconocimiento de los acusados de que su propósito era cazar charatas era lógico 
suponer que las armas se encontraban en condiciones óptimas para el disparo. 

Es preciso distinguir entre la falta de motivación y la insuficiencia de motivación. La primera se asi-
mila a la omisión de expresión de las razones que fundamentan la decisión judicial, en tanto que la segunda 
implica la existencia de una motivación que puede no alcanzar los requerimientos legales de fundamentación. 
Las consecuencias de ambas situaciones difieren, pues mientras la primera irrefragablemente conduce a la 
nulidad, la segunda sólo produce ese efecto cuando la deficiencia es de tal magnitud que importa su omisión 
lisa y llana. (Del voto del Dr. Vittar) 
              Corresponde absolver a los acusados del delito de portación ilegal de arma de fuego de uso civil, si 
no se ha probado en la causa la posibilidad de usar las armas en forma inmediata y sin la necesidad de cargar-
las previamente y tampoco se comprobó que las armas hayan sido aptas para disparar o, lo que es lo mismo, 
para producir el peligro a la seguridad pública que el tipo exige. 

Portar es llevar el arma encima, o al alcance, predispuesta para su uso inmediato, con la munición en 
el cargador, recámara. (Del voto de los Dres. Catalano y Ferraris) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C TORRES, HUMBERTO; CUELLAR, LORENZO; CUELLAR, RENZO 
SEBASTIÁN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.803/11) (Tomo 182: 167/182 
– 21/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de portación ilegal de arma de fuego de uso civil; requisitos para la 
consumación de los delitos de tenencia y de portación de armas. Prescripción de la acción. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 129/131 vta. y, en su 
mérito, revocar la sentencia de fs. 121 y vta., cuyos fundamentos obran a fs. 122/125 vta. II. ORDENAR que 
bajen los autos al tribunal de origen a fin de que proceda a constatar, mediante los informes actualizados del 
R.N.R., la existencia o no de una sentencia condenatoria que haya interrumpido la prescripción de la acción 
penal, y dicte resolución en consecuencia. 
DOCTRINA: El delito de tenencia ilegal de arma de fuego de uso civil no exige acreditar que el arma pueda 
ser inmediatamente empleada en perjuicio de terceros, aspecto que la distingue de otro tipo de mayor grave-
dad. 

La distinción entre portación y tenencia de armas ha sido efectuada tomando en cuenta la notable di-
ferencia de ambas conductas en cuanto a la magnitud del peligro que generan. La portación, caracterizada 
como un accionar en el que se dispone del arma en condiciones de uso inmediato, entraña una potencialidad 
dañosa que, aun siendo abstracta, resulta distinguida por la ley debido a su importancia; la simple tenencia, 
que sólo requiere que la persona conserve el arma dentro de su esfera de influencia, se trata de un delito de 
peligro abstracto donde la amenaza penal aparece anticipada por las connotaciones riesgosas que tiene la 
voluntad del autor de sustraerse al conocimiento del Estado sobre la existencia de un arma de fuego como 
actividad intrínsecamente peligrosa y rigurosamente reglamentada. De allí que la ley depare para ambas con-
ductas una sanción diversa, proporcional a la naturaleza del peligro. 

Si conforme a las constancias de la causa se ha cumplido el plazo de prescripción, por lo cual la ac-
ción penal ha perdido vigencia, resta constatar con informes actualizados del Registro Nacional de Reinciden-
cia la comisión o no de un nuevo delito por parte de los acusados que haya interrumpido el curso de la pres-
cripción. (Del voto de los Dres. Posadas, Cornejo, Díaz y Kauffman) 
             La sentencia que condena a los acusados por el delito de portación ilegal de armas de fuego de uso 
civil cuenta con la certeza necesaria respecto de la responsabilidad penal atribuida y cubre los recaudos de 
motivación legal, si el tribunal ha valorado las pruebas conforme al sistema de libre convicción y ha desecha-
do mediante conclusiones coherentes los alegatos de la defensa de que la conducta de sus asistidos devendría 
impune dado el hecho de no haber estado cargadas las armas secuestradas y no haberse verificado su correcto 
funcionamiento, pues ante el reconocimiento de los acusados de que su propósito era cazar charatas era lógico 
suponer que las armas se encontraban en condiciones óptimas para el disparo. 

Es preciso distinguir entre la falta de motivación y la insuficiencia de motivación. La primera se asi-
mila a la omisión de expresión de las razones que fundamentan la decisión judicial, en tanto que la segunda 
implica la existencia de una motivación que puede no alcanzar los requerimientos legales de fundamentación. 
Las consecuencias de ambas situaciones difieren, pues mientras la primera irrefragablemente conduce a la 



nulidad, la segunda sólo produce ese efecto cuando la deficiencia es de tal magnitud que importa su omisión 
lisa y llana. (Del voto del Dr. Vittar) 
               Corresponde absolver a los acusados del delito de portación ilegal de arma de fuego de uso civil, si 
no se ha probado en la causa la posibilidad de usar las armas en forma inmediata y sin la necesidad de cargar-
las previamente y tampoco se comprobó que las armas hayan sido aptas para disparar o, lo que es lo mismo, 
para producir el peligro a la seguridad pública que el tipo exige. 

Portar es llevar el arma encima, o al alcance, predispuesta para su uso inmediato, con la munición en 
el cargador, recámara. (Del voto de los Dres. Catalano y Ferraris) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “C/C TORRES, HUMBERTO; CUELLAR, LORENZO; CUELLAR, RENZO 
SEBASTIÁN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.803/11) (Tomo 182: 167/182 
– 21/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de privación ilegítima de la libertad, valoración de la prueba, sana 
crítica. Individualización de la pena, principio de congruencia, precedente “Amodio” de la CSJN. Violencia 
de género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 500/502 vta. y 
514/516. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena por el delito de  privación ilegítima de la libertad agravada, si 
el tribunal de juicio tuvo por acreditado conforme a los testimonios recogidos durante el debate, la constata-
ción médica de las lesiones y el contenido de las actas e informes labrados por personal policial, que el acusa-
do ejerció violencia inusitada sobre la persona de la víctima, al privarla ilegítimamente de su libertad por un 
lapso aproximado de dos horas en el que ella sintió profundo temor, atándole las manos, golpeándola, ame-
nazándola, rasgándole su vestimenta con un cuchillo y manteniéndola deliberadamente en ese estado sin in-
tención de liberarla hasta que logró soltarse y escapar, pidiendo auxilio de manera desesperada.  
          De acuerdo al precedente "Amodio" de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (Fallos, 330:2658), 
la potestad del órgano jurisdiccional al ejercer las atribuciones de los artículos 40 y 41 del Código Penal no se 
encuentra limitada por el concreto pedido de pena efectuado por el Ministerio Público Fiscal. Ello constituye 
un corolario de la garantía penal de judicialidad consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, los 
arts. 14.1 y 15.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y 8.1 y 9º de la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos; pilar fundamental de nuestro derecho penal según el cual la pena debe encon-
trarse previamente establecida en la ley y sólo puede ser impuesta por el juez competente. 
          La existencia de una acusación concreta y oportunamente intimada –base del juicio penal- cumple las 
exigencias del debido proceso y salvaguarda absolutamente el derecho de defensa, en un todo de acuerdo a las 
garantías de legalidad y de judicialidad, máxime cuando las circunstancias que inciden en la individualización 
de la pena se encuentran preestablecidas en la ley y la concreta imposición sólo puede basarse en las constan-
cias de la causa.  
 Es correcta la individualización judicial de la pena, si el tribunal ha cumplido la compleja valoración 
subjetivo-objetiva que imponen los artículos 40 y 41 del Código Penal y ha ponderado las circunstancias de 
modo, tiempo, lugar, ocasión y personas propias de la causa, en especial la relación preexistente entre víctima 
y victimario, el grado de perversidad y maldad demostrado por el acusado, el daño físico y psicológico causa-
do a la víctima y el peligro generado. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferra-
ris y Kauffman) 
             Por violencia de género hay que entender todo acto de violencia física y psicológica, incluidas las 
agresiones a la libertad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria. 
 El ejercicio de la fuerza física y violenta desplegada por el acusado hacia la víctima constituye una 
clara demostración de patrones culturales enraizados que denotan particulares tintes patriarcales, visibles 
cuando el sometimiento coactivo de una mujer impulsa a no poder ejercer sus derechos de manera digna y en 
libertad. (Del voto de la Dra. Kauffman)  
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman  DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “C/C CARAM, FABIO ÁNGEL - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 
36.016/12) (Tomo 182: 299/312 – 22/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de privación ilegítima de la libertad, valoración de la prueba, sana 
crítica. Individualización de la pena, principio de congruencia, precedente “Amodio” de la CSJN. Violencia 
de género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 500/502 vta. y 
514/516. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena por el delito de  privación ilegítima de la libertad agravada, si 
el tribunal de juicio tuvo por acreditado conforme a los testimonios recogidos durante el debate, la constata-
ción médica de las lesiones y el contenido de las actas e informes labrados por personal policial, que el acusa-
do ejerció violencia inusitada sobre la persona de la víctima, al privarla ilegítimamente de su libertad por un 
lapso aproximado de dos horas en el que ella sintió profundo temor, atándole las manos, golpeándola, ame-



nazándola, rasgándole su vestimenta con un cuchillo y manteniéndola deliberadamente en ese estado sin in-
tención de liberarla hasta que logró soltarse y escapar, pidiendo auxilio de manera desesperada.  
          De acuerdo al precedente "Amodio" de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (Fallos, 330:2658), 
la potestad del órgano jurisdiccional al ejercer las atribuciones de los artículos 40 y 41 del Código Penal no se 
encuentra limitada por el concreto pedido de pena efectuado por el Ministerio Público Fiscal. Ello constituye 
un corolario de la garantía penal de judicialidad consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, los 
arts. 14.1 y 15.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y 8.1 y 9º de la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos; pilar fundamental de nuestro derecho penal según el cual la pena debe encon-
trarse previamente establecida en la ley y sólo puede ser impuesta por el juez competente. 
          La existencia de una acusación concreta y oportunamente intimada –base del juicio penal- cumple las 
exigencias del debido proceso y salvaguarda absolutamente el derecho de defensa, en un todo de acuerdo a las 
garantías de legalidad y de judicialidad, máxime cuando las circunstancias que inciden en la individualización 
de la pena se encuentran preestablecidas en la ley y la concreta imposición sólo puede basarse en las constan-
cias de la causa.  
 Es correcta la individualización judicial de la pena, si el tribunal ha cumplido la compleja valoración 
subjetivo-objetiva que imponen los artículos 40 y 41 del Código Penal y ha ponderado las circunstancias de 
modo, tiempo, lugar, ocasión y personas propias de la causa, en especial la relación preexistente entre víctima 
y victimario, el grado de perversidad y maldad demostrado por el acusado, el daño físico y psicológico causa-
do a la víctima y el peligro generado. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferra-
ris y Kauffman) 
             Por violencia de género hay que entender todo acto de violencia física y psicológica, incluidas las 
agresiones a la libertad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria de 
             El ejercicio de la fuerza física y violenta desplegada por el acusado hacia la víctima constituye una 
clara demostración de patrones culturales enraizados que denotan particulares tintes patriarcales, visibles 
cuando el sometimiento coactivo de una mujer impulsa a no poder ejercer sus derechos de manera digna y en 
libertad. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C CARAM, FABIO ÁNGEL - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 
36.016/12) (Tomo 182: 299/312 – 22/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de robo calificado por uso de arma y Daños, valoración de la prueba, 
sana crítica, falta de secuestro del arma. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 208/221. 
DOCTRINA: La imputación y la condena del acusado como coautor del delito de robo calificado por el uso 
de arma encuentran debido fundamento en la sentencia, si la determinación de los hechos ha sido derivada a 
partir de la credibilidad asignada por el tribunal a la declaración coherente, constante y sincera de la víctima 
durante el debate, y la identidad del causante se obtuvo en virtud de que a poco de sucedido el hecho, personal 
policial y el denunciante salieron en búsqueda de los autores, reconociendo al acusado como uno de ellos y 
además, practicada rueda de personas en la instrucción la víctima lo reconoció. 
 El empleo de un arma como elemento agravante del robo no sólo puede demostrarse mediante su 
secuestro.   

Es claro que este procedimiento permite adquirir la evidencia de más alto valor sobre esa circunstan-
cia calificante, pero el principio de libertad probatoria imperante en el proceso penal, salvo en supuestos taxa-
tivamente aludidos por la ley, da un margen amplio para que la convicción se alcance a través del análisis de 
cualquier elemento razonablemente apto para establecer la verdad, toda vez que el objeto sometido a valora-
ción puede ser probado por cualquier medio. 
 Es responsable el acusado del delito de daños en la vivienda de la denunciante, si el tribunal pudo 
apreciar, con los beneficios que brinda la inmediación, la declaración del hijo de la damnificada que refirió 
haber escuchado los golpes contra la vivienda ocasionados por el lanzamiento de piedras y cascotes y al mirar 
por la ventana vio retirarse del lugar al acusado, como también ponderó las características de personalidad 
impulsiva y agresiva del imputado observadas en el examen psiquiátrico, lo cual torna verosímil una conducta 
como la denunciada. 
 La evaluación de la prueba no puede relacionarse con una cuestión cuantitativa de mera acumulación 
de prueba, sino con un examen ordenado y lógico del material recopilado, conforme la realidad objetiva y con 
sometimiento a una valoración racional y fundada de la lógica. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “C/C LAUREANO, JUAN CARLOS – RECURSO DE CASACIÓN”   (Expte. Nº CJS 
36.312/13) (Tomo 182: 817/828 – 30/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de robo calificado por uso de arma y Daños, valoración de la prueba, 
sana crítica, falta de secuestro del arma. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 208/221. 



DOCTRINA: La imputación y la condena del acusado como coautor del delito de robo calificado por el uso 
de arma encuentran debido fundamento en la sentencia, si la determinación de los hechos ha sido derivada a 
partir de la credibilidad asignada por el tribunal a la declaración coherente, constante y sincera de la víctima 
durante el debate, y la identidad del causante se obtuvo en virtud de que a poco de sucedido el hecho, personal 
policial y el denunciante salieron en búsqueda de los autores, reconociendo al acusado como uno de ellos y 
además, practicada rueda de personas en la instrucción la víctima lo reconoció. 
             El empleo de un arma como elemento agravante del robo no sólo puede demostrarse mediante su 
secuestro.   

Es claro que este procedimiento permite adquirir la evidencia de más alto valor sobre esa circunstan-
cia calificante, pero el principio de libertad probatoria imperante en el proceso penal, salvo en supuestos taxa-
tivamente aludidos por la ley, da un margen amplio para que la convicción se alcance a través del análisis de 
cualquier elemento razonablemente apto para establecer la verdad, toda vez que el objeto sometido a valora-
ción puede ser probado por cualquier medio. 
 Es responsable el acusado del delito de daños en la vivienda de la denunciante, si el tribunal pudo 
apreciar, con los beneficios que brinda la inmediación, la declaración del hijo de la damnificada que refirió 
haber escuchado los golpes contra la vivienda ocasionados por el lanzamiento de piedras y cascotes y al mirar 
por la ventana vio retirarse del lugar al acusado, como también ponderó las características de personalidad 
impulsiva y agresiva del imputado observadas en el examen psiquiátrico, lo cual torna verosímil una conducta 
como la denunciada. 
             La evaluación de la prueba no puede relacionarse con una cuestión cuantitativa de mera acumulación 
de prueba, sino con un examen ordenado y lógico del material recopilado, conforme la realidad objetiva y con 
sometimiento a una valoración racional y fundada de la lógica. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C LAUREANO, JUAN CARLOS – RECURSO DE CASACIÓN”   (Expte. 
Nº CJS 36.312/13) (Tomo 182: 817/828 – 30/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado por el uso de arma, motivación de la sentencia; 
principio de libertad probatoria. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 834/841.  
DOCTRINA: La sentencia que califica la conducta de los acusados como robo con arma cuenta con suficiente 
motivación, si el tribunal de juicio fundó la agravante en que el uso de arma de fuego quedó probado por la 
declaración coherente y sincera de la víctima, en el sentido de que antes de reducirlo mediante violencia, uno 
de los causantes le mostró un arma plateada que tenía en la cintura e hizo el ademán de extraerla, sin que se 
advierta mendacidad o fabulación y además, se tuvo en cuenta que el arma secuestrada tiene similares carac-
terísticas que la que portaba el acusado y que la conducta descripta por el testigo coincide con el tipo de mo-
vimientos corporales que se pudieron observar en las fotografías tomadas por la cámara de seguridad, lo que 
le otorga una importante credibilidad a ese relato.  

El sujeto activo de un desapoderamiento compulsivo (robo), que sabiendo que dispone de un arma lo 
hace conocer a su víctima cualquiera sea el modo (blandiéndola o mostrándola entre otros), logra con ello 
vencer más fácilmente la resistencia al despojo. Crea con tal actitud un mayor riesgo hacia el agraviado y a la 
vez simplifica su labor delictiva. Es en esa interacción de sujeto activo y pasivo en el que ambos saben los 
diferentes roles que encarnan, uno dueño de la situación controlándola con un plus de violencia que es la 
tenencia del arma útil y el otro dominado por el peligro al que es expuesto, donde se advierten las ventajas o 
facilidades que aquél obtiene para delinquir, que justifican plenamente la aplicación de la figura agravada. 
 En nuestro sistema procesal rigen los sistemas de libertad probatoria y de libre convicción del juez o 
sana crítica racional. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos proba-
torios descriptos por la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar 
la existencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento huma-
no, sin sujeción a directiva o tasación legal alguna. (Del voto de los Dres. Diaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, 
Vittar, Catalano, Cornejo) 
                La falta de secuestro del arma no constituye una circunstancia esencial que pueda absolutamente 
alterar la convicción adquirida a través del aporte efectuado por la víctima. El empleo de un arma como ele-
mento agravante del robo no sólo puede demostrarse mediante su secuestro. Es claro que este procedimiento 
permite adquirir la evidencia de más alto valor sobre esa circunstancia calificante, pero el principio de libertad 
probatoria imperante en el proceso penal, salvo en supuestos taxativamente aludidos por la ley, da un margen 
amplio para que la convicción se alcance a través del análisis de cualquier elemento razonablemente apto para 
establecer la verdad, toda vez que el objeto sometido a valoración puede ser probado por cualquier medio. 
 La sentencia que condena a los acusados por el delito de robo con arma es plenamente válida, si en 
sus fundamentos se ha cumplido con una ponderación completa de los hechos, estableciéndose, de acuerdo a 
las circunstancias de persona, tiempo, modo y lugar, el accionar de los imputados tal cual ha ocurrido y deli-
mita con precisión la significación que cabe asignar a los hechos, sus circunstancias, y su autoría. (Del voto 
del Dr. Catalano)   
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dra. Galli  



CAUSA: SAAVEDRA, LUIS ALBERTO; LEGUIZA, AGUSTÍN ERNESTO - RECURSO DE 
CASACIÓN (Expte. Nº CJS 35.768/12) (Tomo 182: 605/616 – 28/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado por el uso de arma, motivación de la sentencia; 
principio de libertad probatoria. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 834/841.  
DOCTRINA: La sentencia que califica la conducta de los acusados como robo con arma cuenta con suficiente 
motivación, si el tribunal de juicio fundó la agravante en que el uso de arma de fuego quedó probado por la 
declaración coherente y sincera de la víctima, en el sentido de que antes de reducirlo mediante violencia, uno 
de los causantes le mostró un arma plateada que tenía en la cintura e hizo el ademán de extraerla, sin que se 
advierta mendacidad o fabulación y además, se tuvo en cuenta que el arma secuestrada tiene similares carac-
terísticas que la que portaba el acusado y que la conducta descripta por el testigo coincide con el tipo de mo-
vimientos corporales que se pudieron observar en las fotografías tomadas por la cámara de seguridad, lo que 
le otorga una importante credibilidad a ese relato.  

El sujeto activo de un desapoderamiento compulsivo (robo), que sabiendo que dispone de un arma lo 
hace conocer a su víctima cualquiera sea el modo (blandiéndola o mostrándola entre otros), logra con ello 
vencer más fácilmente la resistencia al despojo. Crea con tal actitud un mayor riesgo hacia el agraviado y a la 
vez simplifica su labor delictiva. Es en esa interacción de sujeto activo y pasivo en el que ambos saben los 
diferentes roles que encarnan, uno dueño de la situación controlándola con un plus de violencia que es la 
tenencia del arma útil y el otro dominado por el peligro al que es expuesto, donde se advierten las ventajas o 
facilidades que aquél obtiene para delinquir, que justifican plenamente la aplicación de la figura agravada. 
 En nuestro sistema procesal rigen los sistemas de libertad probatoria y de libre convicción del juez o 
sana crítica racional. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos proba-
torios descriptos por la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar 
la existencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento huma-
no, sin sujeción a directiva o tasación legal alguna. (Del voto de los Dres. Diaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, 
Vittar, Catalano, Cornejo) 
            La falta de secuestro del arma no constituye una circunstancia esencial que pueda absolutamente alte-
rar la convicción adquirida a través del aporte efectuado por la víctima. El empleo de un arma como elemento 
agravante del robo no sólo puede demostrarse mediante su secuestro. Es claro que este procedimiento permite 
adquirir la evidencia de más alto valor sobre esa circunstancia calificante, pero el principio de libertad proba-
toria imperante en el proceso penal, salvo en supuestos taxativamente aludidos por la ley, da un margen am-
plio para que la convicción se alcance a través del análisis de cualquier elemento razonablemente apto para 
establecer la verdad, toda vez que el objeto sometido a valoración puede ser probado por cualquier medio. 
 La sentencia que condena a los acusados por el delito de robo con arma es plenamente válida, si en 
sus fundamentos se ha cumplido con una ponderación completa de los hechos, estableciéndose, de acuerdo a 
las circunstancias de persona, tiempo, modo y lugar, el accionar de los imputados tal cual ha ocurrido y deli-
mita con precisión la significación que cabe asignar a los hechos, sus circunstancias, y su autoría. (Del voto 
del Dr. Catalano)   
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo    DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: SAAVEDRA, LUIS ALBERTO; LEGUIZA, AGUSTÍN ERNESTO - RECUR-
SO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 35.768/12) (Tomo 182: 605/616 –28/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de tenencia ilegal de arma de fuego de uso civil; requisitos para la 
consumación de los delitos de tenencia y de portación de armas. Prescripción. 
 CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 89/91 vta. y, en su 
mérito, revocar el punto II) de la sentencia de fs. 81 y vta., cuyos fundamentos obran a fs. 82/85 vta. y sobre-
seer a Juan Matías Corbalán del delito de tenencia ilegal de arma de fuego de uso civil, de conformidad a los 
arts. 59 inc. 3º y 62 inc. 2º del C.P. y art. 326 inc. 1º del C.P.P. (texto según Ley 6345 y modificatorias). 
DOCTRINA: El delito de tenencia ilegal de arma de fuego de uso civil no exige acreditar que el arma pueda 
ser inmediatamente empleada en perjuicio de terceros, aspecto que la distingue de otro tipo de mayor grave-
dad. 

La distinción entre portación y tenencia de armas ha sido efectuada tomando en cuenta la notable di-
ferencia de ambas conductas en cuanto a la magnitud del peligro que generan. La portación, caracterizada 
como un accionar en el que se dispone del arma en condiciones de uso inmediato, entraña una potencialidad 
dañosa que, aun siendo abstracta, resulta distinguida por la ley debido a su importancia; la simple tenencia, 
que sólo requiere que la persona conserve el arma dentro de su esfera de influencia, se trata de un delito de 
peligro abstracto donde la amenaza penal aparece anticipada por las connotaciones riesgosas que tiene la 
voluntad del autor de sustraerse al conocimiento del Estado sobre la existencia de un arma de fuego como 
actividad intrínsecamente peligrosa y rigurosamente reglamentada. De allí que la ley depare para ambas con-
ductas una sanción diversa, proporcional a la naturaleza del peligro. 

Corresponde sobreseer al imputado del delito de tenencia ilegal de arma de fuego de uso civil, si de 
las constancias de la causa surge que se ha cumplido el plazo de prescripción, por lo cual la acción penal ha 



perdido vigencia, y además el informe actualizado expedido por el Registro Nacional de Reincidencia da 
cuenta que el acusado no cometió otro delito. (Del voto de los Dres. Posadas, Cornejo, Díaz y Kauffman de 
Martinelli) 
             La simple tenencia de armas civiles es, por su incorporación legislativa al Código Penal, un delito 
doloso, de comisión y de peligro abstracto. 
           Corresponde absolver al acusado del delito de tenencia ilegal de arma de fuego de uso civil si en la 
causa no se ha practicado un peritaje que demuestre que el arma secuestrada era apta para disparar, con ido-
neidad para poner en peligro la seguridad común, y tampoco aparece otro elemento probatorio que pueda 
presumirse haya influenciado positivamente al tribunal para formar convencimiento para condenar por ese 
delito. (Del voto de los Dres. Catalano y Ferraris) 
             Las sentencias y los autos, así como las resoluciones del Ministerio Público Fiscal, deberán ser moti-
vadas para no ser invalidadas. No son suficientes las meras afirmaciones sino que las mismas deben sostener-
se en los motivos por los cuales a ellas se arriba, es decir ser autosuficientes, tanto en lo jurídico como en lo 
fáctico, descartando la mera subjetividad que provoca la arbitrariedad. 

Corresponde declarar la nulidad del requerimiento de juicio y de todos los actos consecutivos que de 
él dependan, si en el caso el Fiscal Penal omitió valorar uno de los elementos que hacen al tipo objetivo del 
delito de simple portación de arma de fuego de uso civil, figura penal prevista y reprimida por el art. 189 bis 
tercer párrafo del Código Penal que exige para su configuración la presencia de dos elementos, la simple 
portación y que sea sin autorización, aspecto éste último que no fue ponderado en la requisitoria. (Del voto del 
Dr. Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C CORBALÁN, JUAN MATÍAS; OCHOA, CLAUDIO ENRIQUE ALBERTO – 
RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.682/11) (Tomo 182: 153/166 – 21/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Derechos de defensa en juicio y del debido proceso, resolución que rechaza el 
ofrecimiento de pruebas en la etapa preliminar del proceso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR parcialmente al recurso de casación interpuesto a fs. 116/120 
vta. y, en su mérito, dejar sin efecto el punto 3º de la resolución de fs. 110/111, y remitir los autos a la ex 
Cámara Cuarta en lo Criminal a fin de que proceda de acuerdo a lo señalado en el considerando 8º del presen-
te. 
DOCTRINA: Debe dejarse sin efecto la resolución que rechazó el ofrecimiento de pruebas efectuado por la 
defensora particular del imputado, que en su presentación, en la etapa preliminar del juicio ofreció pruebas 
informativas, testimoniales y pericial planteando la necesidad de contar en la causa con las mismas para el 
esclarecimiento de la verdad, pues es en dicha etapa donde se debe asegurar que las partes y el fiscal exami-
nen las constancias de la causa y con arreglo a las mismas ofrezcan las pruebas de las que intenten valerse en 
el debate oral, y el juez, por su parte no puede limitar o cercenar dicha actividad sin razones que, debidamente 
fundadas, así lo justifiquen.  
    En materia penal, en la que se encuentran en juego los derechos esenciales de la libertad y el honor, 
deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio del derecho de defensa. Este derecho 
debe ser cierto, de modo tal que quien sufre un proceso penal ha de ser provisto de un adecuado asesoramien-
to legal, que asegure la realidad sustancial de la defensa en juicio.       

El principio de que “nadie puede ser condenado sin ser oído”, se realiza en el juicio criminal con la 
exigencia rigurosa de la defensa efectiva, real y no ficta del procesado como presupuesto esencial de la sen-
tencia.  
 En un proceso penal, el derecho a probar y controlar la prueba es uno de los pilares sobre los que 
descansa el principio de contradicción, entendido éste como el marco dentro del cual un ciudadano perseguido 
penalmente puede oponer resistencia a la imputación que se erige en su contra, o bien, relativizarla o atempe-
rarla, siendo tal una de las implicancias más relevantes de las que derivan del derecho a la defensa en juicio.
 Cuando no es posible ejercer ese contenido mínimo de derechos que garantiza nuestro texto constitu-
cional, se está frente a un supuesto que vulnera la efectiva defensa en juicio y el debido proceso 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C ORDÓÑEZ, CARLOS MARTÍN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.228/12) (Tomo 182: 869/876 – 4/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Derechos de defensa en juicio y del debido proceso, resolución que rechaza el 
ofrecimiento de pruebas en la etapa preliminar del proceso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR parcialmente al recurso de casación interpuesto a fs. 116/120 
vta. y, en su mérito, dejar sin efecto el punto 3º de la resolución de fs. 110/111, y remitir los autos a la ex 
Cámara Cuarta en lo Criminal a fin de que proceda de acuerdo a lo señalado en el considerando 8º del presen-
te. 
DOCTRINA: Debe dejarse sin efecto la resolución que rechazó el ofrecimiento de pruebas efectuado por la 
defensora particular del imputado, que en su presentación, en la etapa preliminar del juicio ofreció pruebas 
informativas, testimoniales y pericial planteando la necesidad de contar en la causa con las mismas para el 



esclarecimiento de la verdad, pues es en dicha etapa donde se debe asegurar que las partes y el fiscal exami-
nen las constancias de la causa y con arreglo a las mismas ofrezcan las pruebas de las que intenten valerse en 
el debate oral, y el juez, por su parte no puede limitar o cercenar dicha actividad sin razones que, debidamente 
fundadas, así lo justifiquen.  
    En materia penal, en la que se encuentran en juego los derechos esenciales de la libertad y el honor, 
deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio del derecho de defensa. Este derecho 
debe ser cierto, de modo tal que quien sufre un proceso penal ha de ser provisto de un adecuado asesoramien-
to legal, que asegure la realidad sustancial de la defensa en juicio.       

El principio de que “nadie puede ser condenado sin ser oído”, se realiza en el juicio criminal con la 
exigencia rigurosa de la defensa efectiva, real y no ficta del procesado como presupuesto esencial de la sen-
tencia.  
 En un proceso penal, el derecho a probar y controlar la prueba es uno de los pilares sobre los que 
descansa el principio de contradicción, entendido éste como el marco dentro del cual un ciudadano perseguido 
penalmente puede oponer resistencia a la imputación que se erige en su contra, o bien, relativizarla o atempe-
rarla, siendo tal una de las implicancias más relevantes de las que derivan del derecho a la defensa en juicio.
 Cuando no es posible ejercer ese contenido mínimo de derechos que garantiza nuestro texto constitu-
cional, se está frente a un supuesto que vulnera la efectiva defensa en juicio y el debido proceso. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C ORDÓÑEZ, CARLOS MARTÍN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 35.228/12) (Tomo 182: 869/876 – 4/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal, declinatoria. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible al recurso de casación interpuesto a fs. 
268/269. II. ORDENAR que bajen los autos a la Sala que corresponda del Tribunal de Impugnación, a fin de 
que imprima a los planteos recursivos el tramite correspondiente al recurso de apelación ordinario.  
DOCTRINA: Corresponde declarar formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto y ordenar su 
reconducción, si la resolución impugnada rechazó la pretensión de apartamiento por incompetencia material 
solicitada por el Fiscal Correccional, quien entiende que el hecho investigado en la causa debe ser juzgado por 
el Juez de Instrucción Formal que por turno corresponda, lo que constituye en realidad un pedido de declina-
toria, y el medio impugnativo previsto para el incidente que se forme al respecto es la apelación ordinaria ante 
el Tribunal de Impugnación. (Del voto de los Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas y Vittar) 
           Cuando dos jueces o tribunales reclamen el ejercicio de la actividad jurisdiccional o bien ambos se 
declaren incompetentes, existirá conflicto de competencia el cual deberá ser resuelto por la Corte de Justicia.
 La resolución que deniega el requerimiento de inhibitoria es apelable ante la Corte de Justicia. (Del 
voto del Dr. Catalano)  
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.     DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “C/C GONZÁLEZ LUNA, JAVIER; SARDINA, JOSÉ RENE – RECURSO DE 
CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.380/12) (Tomo 182: 577/586 – 28/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad  formal, declinatoria. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible al recurso de casación interpuesto a fs. 
268/269. II. ORDENAR que bajen los autos a la Sala que corresponda del Tribunal de Impugnación, a fin de 
que imprima a los planteos recursivos el tramite correspondiente al recurso de apelación ordinario.  
DOCTRINA: Corresponde declarar formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto y ordenar su 
reconducción, si la resolución impugnada rechazó la pretensión de apartamiento por incompetencia material 
solicitada por el Fiscal Correccional, quien entiende que el hecho investigado en la causa debe ser juzgado por 
el Juez de Instrucción Formal que por turno corresponda, lo que constituye en realidad un pedido de declina-
toria, y el medio impugnativo previsto para el incidente que se forme al respecto es la apelación ordinaria ante 
el Tribunal de Impugnación. (Del voto de los Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas y Vittar) 
           Cuando dos jueces o tribunales reclamen el ejercicio de la actividad jurisdiccional o bien ambos se 
declaren incompetentes, existirá conflicto de competencia el cual deberá ser resuelto por la Corte de Justicia.
 La resolución que deniega el requerimiento de inhibitoria es apelable ante la Corte de Justicia. (Del 
voto del Dr. Catalano)  
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalana  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C GONZÁLEZ LUNA, JAVIER; SARDINA, JOSÉ RENE – RECURSO DE 
CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.380/12) (Tomo 182: 577/586 – 28/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal, falta de adecuada fundamentación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
20/21.  
DOCTRINA: Corresponde declarar formalmente inadmisible el recurso de casación, si el impugnante no ha 
satisfecho adecuadamente la carga procesal de fundamentación, pues se ha limitado a expresar meros concep-
tos mediante los que sólo discrepa con el fallo recurrido.  



 El derecho impugnativo de las partes en el proceso penal no es ilimitado, sino que se encuentra con-
cretamente condicionado por un conjunto de pautas relacionadas a la formal interposición y a la impugnabili-
dad objetiva y subjetiva, cuya falta de acatamiento produce la inadmisibilidad del planteo. 
       La inadmisibilidad es la sanción procesal por la cual se impide un acto por no observar las formas 
necesarias para su ingreso al proceso en el juicio preliminar sobre el recurso. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Díaz, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA : “C/C 
GRILL, MAURICIO ESTEBAN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
30.059/07) (Tomo 182: 317/322 – 22/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal, resolución que rechaza pedido de sobreseimiento, 
acuerdo conciliadorio no homologado. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
92/102 vta. 
DOCTRINA: El nuevo Código Procesal Penal, Ley 7690, regula a la conciliación como una causal de sobre-
seimiento condicionada al cumplimiento de las obligaciones asumidas en el acuerdo homologado. De tal 
modo, una cosa es obtener la aprobación judicial y otra, ya dirigida a lograr el auto liberatorio, acreditar el 
pago pactado. 
      Corresponde declarar formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto contra la resolu-
ción que no homologó el convenio conciliatorio presentado por el imputado y rechazó su pedido de sobresei-
miento al considerar el tribunal que la etapa para concertarlo se encontraba precluida, por lo cual la resolución 
no resultaba objetivamente impugnable. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, 
Ferraris). 
           En los mismos casos en los que procede la mediación, el imputado y la víctima podrán realizar acuer-
dos conciliatorios. Si no existiere oposición fiscal el Juez homologará el acuerdo si correspondiere. La resolu-
ción que rechace el acuerdo será irrecurrible. (Del voto de la Dra. Kauffman). 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C RÍOS ORTÍZ, GERARDO SANTIAGO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 36.134/12) (Tomo 182: 617/626 – 28/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal, resolución que rechaza pedido de sobreseimiento, 
acuerdo conciliadorio no homologado. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
92/102 vta. 
DOCTRINA: El nuevo Código Procesal Penal, Ley 7690, regula a la conciliación como una causal de so-
breseimiento condicionada al cumplimiento de las obligaciones asumidas en el acuerdo homologado. De tal 
modo, una cosa es obtener la aprobación judicial y otra, ya dirigida a lograr el auto liberatorio, acreditar el 
pago pactado. 
      Corresponde declarar formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto contra la resolu-
ción que no homologó el convenio conciliatorio presentado por el imputado y rechazó su pedido de sobresei-
miento al considerar el tribunal que la etapa para concertarlo se encontraba precluida, por lo cual la resolución 
no resultaba objetivamente impugnable. (Del voto de los Dres. Posadas Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, 
Ferraris). 
             En los mismos casos en los que procede la mediación, el imputado y la víctima podrán realizar acuer-
dos conciliatorios. Si no existiere oposición fiscal el Juez homologará el acuerdo si correspondiere. La resolu-
ción que rechace el acuerdo será irrecurrible. (Del voto de la Dra. Kauffman). 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C RÍOS ORTÍZ, GERARDO SANTIAGO – RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. Nº CJS 36.134/12) (Tomo 182: 617/626 – 28/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal, resolución que rechaza el pedido de sobreseimiento 
en el procedimiento sumario. 
CUESTION RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
183/184 vta. 
DOCTRINA: Es formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto contra la resolución que rechazó 
el pedido de sobreseimiento en el procedimiento sumario, que es impugnable mediante el recuso de apelación 
ante el actual Tribunal de Impugnación, que está imbuido de dinamismo y es el más adecuado a esos fines, no 
así la casación, que debe cumplir diversas etapas procesales que conllevan un lapso mayor. (Del voto de los 
Dres. Posadas, Vittar, Cornejo y Ferraris)  
            Corresponde declarar formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto contra la resolución 
que rechaza un pedido de sobreseimiento por ausencia de lesividad de la concreta conducta investigada, por-
que no es ni puede ser equiparada a una sentencia definitiva, sino de prosecución del proceso, requiriendo las 
circunstancias alegadas su eventual comprobación en la etapa procesal oportuna. 



 El objetivo de pronta justicia perseguido mediante la adopción del sistema acusatorio respecto de los 
delitos leves, aparecería evidentemente contradicho si se propiciaran interpretaciones legales orientadas a 
alentar el empleo indiscriminado de vías de impugnación como la casación en casos como el presente; y se 
estaría desnaturalizando un recurso que ha sido concebido para rectificar decisiones definitivas o proveer a la 
tutela inmediata de los derechos en supuestos de agravios no susceptibles de ulterior reparación. (Del voto de 
los Dres. Díaz y Kauffman)  
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman  DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: 
“C/C CHAGRA ZAFARANICH, FEDERICO MATÍAS - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° 
CJS 35.590/12) (Tomo 182: 195/202 – 21/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal, resolución que rechaza el pedido de sobreseimiento 
en el procedimiento sumario. 
CUESTION RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
183/184 vta. 
DOCTRINA: Es formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto contra la resolución que rechazó 
el pedido de sobreseimiento en el procedimiento sumario, que es impugnable mediante el recuso de apelación 
ante el actual Tribunal de Impugnación, que está imbuido de dinamismo y es el más adecuado a esos fines, no 
así la casación, que debe cumplir diversas etapas procesales que conllevan un lapso mayor. (Del voto de los 
Dres. Posadas, Vittar, Cornejo y Ferraris)  
              Corresponde declarar formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto contra la resolu-
ción que rechaza un pedido de sobreseimiento por ausencia de lesividad de la concreta conducta investigada, 
porque no es ni puede ser equiparada a una sentencia definitiva, sino de prosecución del proceso, requiriendo 
las circunstancias alegadas su eventual comprobación en la etapa procesal oportuna. 
 El objetivo de pronta justicia perseguido mediante la adopción del sistema acusatorio respecto de los 
delitos leves, aparecería evidentemente contradicho si se propiciaran interpretaciones legales orientadas a 
alentar el empleo indiscriminado de vías de impugnación como la casación en casos como el presente; y se 
estaría desnaturalizando un recurso que ha sido concebido para rectificar decisiones definitivas o proveer a la 
tutela inmediata de los derechos en supuestos de agravios no susceptibles de ulterior reparación. (Del voto de 
los Dres. Díaz y Kauffman)  
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: 
“C/C CHAGRA ZAFARANICH, FEDERICO MATÍAS - RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. N° CJS 35.590/12) (Tomo 182: 195/202 –  21/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Resolución que deniega el beneficio de prisión domiciliaria, motivación; doc-
trina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 43/4 
DOCTRINA: La resolución que deniega el beneficio de prisión domiciliaria presenta adecuada motivación, si 
el tribunal requirió los informes psiquiátricos, psicológicos y sociales de la imputada y concluyó con sólidos 
argumentos en la improcedencia de lo solicitado, en razón de que si bien el estado de hipoacusia de la acusada 
la limitó en su relación y comunicación con el mundo exterior, con el tiempo dicha circunstancia fue mer-
mando ya que a pesar de su discapacidad se acreditó una alta adaptabilidad a la vida carcelaria, y su estado 
anímico responde más a su situación de encierro que a su discapacidad.  
          La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren 
tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que las fallas de razonamiento lógico en que 
se sustenta la sentencia o una manifiesta carencia de fundamentación normativa impide considerar el pronun-
ciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido.  
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C CAHEZ, CAROLINA DEL LUJÁN – INCIDENTE DE PRISIÓN DOMICILIA-
RIA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 36.488/13) (Tomo 182: 945/950 – 
4/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Resolución que deniega el beneficio de prisión domiciliaria, motivación; doc-
trina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 43/4 
DOCTRINA: La resolución que deniega el beneficio de prisión domiciliaria presenta adecuada motivación, si 
el tribunal requirió los informes psiquiátricos, psicológicos y sociales de la imputada y concluyó con sólidos 
argumentos en la improcedencia de lo solicitado, en razón de que si bien el estado de hipoacusia de la acusada 
la limitó en su relación y comunicación con el mundo exterior, con el tiempo dicha circunstancia fue mer-
mando ya que a pesar de su discapacidad se acreditó una alta adaptabilidad a la vida carcelaria, y su estado 
anímico responde más a su situación de encierro que a su discapacidad.  
          La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren 
tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que las fallas de razonamiento lógico en que 



se sustenta la sentencia o una manifiesta carencia de fundamentación normativa impide considerar el pronun-
ciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido.  
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C CAHEZ, CAROLINA DEL LUJÁN – INCIDENTE DE PRISIÓN DOMI-
CILIARIA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 36.488/13) (Tomo 182: 945/950 – 
4/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sanción de decomiso. Prescripción de la acción. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 216/ 219 vta. y, en su 
mérito, revocar la resolución de fs. 214/215 y ordenar que se restituya a Marcelo Ángel Bottaro los productos 
forestales decomisados.  
DOCTRINA: Se debe dejar sin efecto la resolución que dispone el decomiso de productos forestales, si de 
acuerdo a las constancias de la causa, la acción se encuentra prescripta por el transcurso del tiempo, cuestión 
que impide su subsistencia y torna inviable, por carecer de su imprescindible presupuesto positivo la aplica-
ción de condena alguna, toda vez que esta requiere inexcusablemente que la acción se encuentre vigente al 
momento del fallo. 
     La sanción de decomiso, como todas las sanciones tributarias, importa una medida de carácter estric-
tamente penal.  
 La aplicación de la pena exige un ineludible presupuesto positivo, esto es, la vigencia de la acción. 
(Del voto de los Dres. Vittar, Posadas, Cornejo y Ferraris) 
              El derecho a la tutela judicial efectiva -como garantía esencial del Estado de Derecho- no sólo prote-
ge el derecho al debido proceso, al plazo razonable, a la defensa efectiva, entre otras, sino también a la posibi-
lidad de que el recurso sea posible y genere resultados.  
 En la mixtura de la revisión recursiva judicial de las contravenciones policiales, debe imperar, sin 
hesitación alguna el principio de la doble instancia, como garantía esencial del debido proceso legal. (Del voto 
de los Dres. Cornejo y Ferraris) 
              Corresponde declarar mal concedido el recurso de casación, si los agravios esgrimidos no poseen 
aptitud ni actualizan motivos válidos de casación, y pese a las invocaciones legales que se formulan, la pre-
tensión recursiva carece de adecuación legal. 
 Conforme al artículo 160 del Código Contravencional de la Provincia de Salta, contra la sentencia y 
contra la resolución que desestima la acción sólo podrá interponerse recurso de casación por inobservancia o 
errónea aplicación de la ley sustantiva o menoscabo del derecho de defensa en juicio; los demás autos serán 
irrecurribles, y la casación deberá interponerse y fundarse en la forma prevista por el Código Procesal Penal.
 La inadmisibilidad es la sanción procesal por la cual se impide un acto por no observar las formas 
necesarias para su ingreso al proceso en el juicio preliminar sobre el recurso. (Del voto del Dr. Catalano) 
  Corresponde declarar viable a la impugnación como recurso de inconstitucionalidad, si media un 
concreto planteo de arbitrariedad de la decisión que resolvió la apelación en materia contravencional por la 
negativa a la devolución de los bienes incautados, no obstante haberse dispuesto la prescripción de la causa 
contravencional.  
 La naturaleza de la medida de decomiso, es generalmente de índole punitiva y accesoria a la pena 
principal, y es por ello que, en principio, es improcedente su aplicación si no ha mediado condena por haberse 
extinguido la acción.  
 Resulta arbitraria la sentencia que deniega la entrega de los bienes decomisados no obstante haberse 
declarado prescripta la acción contravencional y sobreseídos los imputados, al haber quedado sin efecto tanto 
la pena de multa como la accesoria que es el decomiso. (Del voto de los Dres. Díaz y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C BOTTARO, MARCELO ÁNGEL – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 35.651/12) (Tomo 182: 217/230 – 21/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sanción de decomiso. Prescripción de la acción. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 216/ 219 vta. y, en su 
mérito, revocar la resolución de fs. 214/215 y ordenar que se restituya a Marcelo Ángel Bottaro los productos 
forestales decomisados.  
DOCTRINA: Se debe dejar sin efecto la resolución que dispone el decomiso de productos forestales, si de 
acuerdo a las constancias de la causa, la acción se encuentra prescripta por el transcurso del tiempo, cuestión 
que impide su subsistencia y torna inviable, por carecer de su imprescindible presupuesto positivo la aplica-
ción de condena alguna, toda vez que esta requiere inexcusablemente que la acción se encuentre vigente al 
momento del fallo. 
     La sanción de decomiso, como todas las sanciones tributarias, importa una medida de carácter estric-
tamente penal.  
 La aplicación de la pena exige un ineludible presupuesto positivo, esto es, la vigencia de la acción. 
(Del voto de los Dres. Vittar, Posadas, Cornejo y Ferraris) 



     El derecho a la tutela judicial efectiva -como garantía esencial del Estado de Derecho- no sólo protege 
el derecho al debido proceso, al plazo razonable, a la defensa efectiva, entre otras, sino también a la posibili-
dad de que el recurso sea posible y genere resultados. 
 En la mixtura de la revisión recursiva judicial de las contravenciones policiales, debe imperar, sin 
hesitación alguna el principio de la doble instancia, como garantía esencial del debido proceso legal. (Del voto 
de los Dres. Cornejo y Ferraris) 
             Corresponde declarar mal concedido el recurso de casación, si los agravios esgrimidos no poseen 
aptitud ni actualizan motivos válidos de casación, y pese a las invocaciones legales que se formulan, la pre-
tensión recursiva carece de adecuación legal. 
 Conforme al artículo 160 del Código Contravencional de la Provincia de Salta, contra la sentencia y 
contra la resolución que desestima la acción sólo podrá interponerse recurso de casación por inobservancia o 
errónea aplicación de la ley sustantiva o menoscabo del derecho de defensa en juicio; los demás autos serán 
irrecurribles, y la casación deberá interponerse y fundarse en la forma prevista por el Código Procesal Penal.
 La inadmisibilidad es la sanción procesal por la cual se impide un acto por no observar las formas 
necesarias para su ingreso al proceso en el juicio preliminar sobre el recurso. (Del voto del Dr. Catalano) 
 Corresponde declarar viable a la impugnación como recurso de inconstitucionalidad, si media un 
concreto planteo de arbitrariedad de la decisión que resolvió la apelación en materia contravencional por la 
negativa a la devolución de los bienes incautados, no obstante haberse dispuesto la prescripción de la causa 
contravencional.  
 La naturaleza de la medida de decomiso, es generalmente de índole punitiva y accesoria a la pena 
principal, y es por ello que, en principio, es improcedente su aplicación si no ha mediado condena por haberse 
extinguido la acción.  
 Resulta arbitraria la sentencia que deniega la entrega de los bienes decomisados no obstante haberse 
declarado prescripta la acción contravencional y sobreseídos los imputados, al haber quedado sin efecto tanto 
la pena de multa como la accesoria que es el decomiso. (Del voto de los Dres. Díaz y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas    DOCTRINA: Dra. Galli.   
CAUSA: “C/C BOTTARO, MARCELO ÁNGEL – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 35.651/12) (Tomo 182: 217/230 – 21/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento erróneamente dispuesto por cumplimiento de las reglas de 
conducta de la suspensión del juicio a prueba. Prescripción de la acción penal.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 113/ 114 vta. y, en su 
mérito, disponer que la extinción de la acción penal dispuesta a fs. 112 lo es en los términos del art. 326 inc. 
1º del C.P.P. (texto según Ley 6345 y modificatorias) y los arts. 59 inc. 3º, 62 inc. 2º y cc. del C.P. 
DOCTRINA: Con la concesión de la suspensión del juicio a prueba se suspende el curso de la prescripción de 
la acción penal, que se reanuda en caso de revocación del beneficio, sin embargo, puede ocurrir que ésta se 
produzca bastante después de vencido el plazo por el que se otorgó la suspensión, o que dicho plazo se vea 
largamente superado sin que se hubiera adoptado resolución alguna, supuestos en los que puede operar la 
prescripción de la acción. 

Si de las constancias de la causa surge que vencido el plazo por el que se suspendió el juicio a prueba 
no hubo pronunciamiento al respecto y renació el término extintivo de la acción por prescripción, el que se 
cumplió, y además se encuentra acreditada la no comisión de otro delito por parte del acusado, el sobresei-
miento dictado lo es por prescripción de la acción penal. (Del voto de los Dres. Vittar, Díaz, Cornejo y 
Kauffman) 
           Corresponde revocar la resolución que declara la extinción de la acción por cumplimiento de las reglas 
de conducta impuestas al conceder la suspensión del juicio a prueba, si de las constancias de la causa surge 
que el tribunal no se pronunció oportunamente sobre ello y cesó el efecto indicado en el segundo párrafo del 
artículo 76 ter del Código Penal; entonces, cumplido el término de prescripción de la acción, el sobreseimien-
to dictado lo es por prescripción de la acción penal. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris y Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C COLQUE, LUIS RAMIRO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
36.144/12) (Tomo 182: 749/756 – 30/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento erróneamente dispuesto por cumplimiento de las reglas de 
conducta de la suspensión del juicio a prueba. Prescripción de la acción penal.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 113/ 114 vta. y, en su 
mérito, disponer que la extinción de la acción penal dispuesta a fs. 112 lo es en los términos del art. 326 inc. 
1º del C.P.P. (texto según Ley 6345 y modificatorias) y los arts. 59 inc. 3º, 62 inc. 2º y cc. del C.P. 
DOCTRINA: Con la concesión de la suspensión del juicio a prueba se suspende el curso de la prescripción de 
la acción penal, que se reanuda en caso de revocación del beneficio, sin embargo, puede ocurrir que ésta se 
produzca bastante después de vencido el plazo por el que se otorgó la suspensión, o que dicho plazo se vea 
largamente superado sin que se hubiera adoptado resolución alguna, supuestos en los que puede operar la 
prescripción de la acción. 



Si de las constancias de la causa surge que vencido el plazo por el que se suspendió el juicio a prueba 
no hubo pronunciamiento al respecto y renació el término extintivo de la acción por prescripción, el que se 
cumplió, y además se encuentra acreditada la no comisión de otro delito por parte del acusado, el sobresei-
miento dictado lo es por prescripción de la acción penal. (Del voto de los Dres. Vittar, Díaz, Cornejo y 
Kauffman) 
          Corresponde revocar la resolución que declara la extinción de la acción por cumplimiento de las 
reglas de conducta impuestas al conceder la suspensión del juicio a prueba, si de las constancias de la causa 
surge que el tribunal no se pronunció oportunamente sobre ello y cesó el efecto indicado en el segundo párra-
fo del artículo 76 ter del Código Penal; entonces, cumplido el término de prescripción de la acción, el sobre-
seimiento dictado lo es por prescripción de la acción penal. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris y Posa-
das) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C COLQUE, LUIS RAMIRO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
36.144/12) (Tomo 182: 749/756 – 30/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento por prescripción de la acción penal, actos interruptivos, cita-
ción a juicio.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 140 y vta. 
DOCTRINA: El decreto de citación a juicio es un acto procesal imprescindible, que se ubica entre los preli-
minares de la etapa de juicio, parte esencial de todo el proceso cuya característica, a la par de la oralidad y 
publicidad, es asegurar el contradictorio. Por eso, mediante este decreto, entre otras relevantes cuestiones, se 
convoca al fiscal y a las partes a comparecer a juicio –a todos, no a uno o alguno-, pues, en tanto da inicio a la 
etapa definitiva del proceso penal, presupone para su dictado que la relación procesal penal y la eventual 
relación civil se encuentren plenamente constituidas. 

Corresponde confirmar el sobreseimiento por prescripción, si el primer decreto de citación a juicio, 
pese a sus términos y a las erráticas ampliaciones ocurridas con posterioridad, alcanza a todos los sujetos del 
proceso y, al momento de dictarse la resolución impugnada la acción se había extinguido, lo cual obsta tratar 
otras cuestiones procesales, como la posible nulidad de los decretos ampliatorios de aquel que, ante el sobre-
seimiento, resultan abstractas o vacías de contendido. (Del voto de los Dres. Cornejo, Ferraris, Posadas y 
Catalano) 
              Corresponde confirmar el auto de sobreseimiento por prescripción si la acción efectivamente se en-
contraba prescripta al momento de resolver el tribunal, pues resulta adecuado considerar como último acto 
interruptivo al primer decreto de citación a juicio y no a las ampliaciones de ese decreto dispuestas en la cau-
sa. (Del voto de los Dres. Díaz y Kauffman) 
              Si el tribunal advierte una nulidad de orden general que implique violación de normas constituciona-
les o así se establezca, corresponde declararla de oficio, en cualquier estado y grado del proceso, como sucede 
si se trata de la intervención, asistencia y representación del imputado. 
 Corresponde declarar la nulidad de la resolución que dispuso el sobreseimiento por prescripción de la 
acción, si el plazo debió interrumpirse, por única vez, con el primer decreto de citación a juicio y no con las 
posteriores ampliaciones, pues, ante la citación tardía al acusado se le ha irrogado de modo material, concreto 
y verdadero una lesión. (Del voto del Dr. Vittar) 
TRIBUNAL: Dres.  Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C SANSUSTE, CARLOS –RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.419/12) (Tomo 182: 131/140 – 21/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento por prescripción de la acción penal, actos interruptivos, cita-
ción a juicio.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 140 y vta. 
DOCTRINA: El decreto de citación a juicio es un acto procesal imprescindible, que se ubica entre los preli-
minares de la etapa de juicio, parte esencial de todo el proceso cuya característica, a la par de la oralidad y 
publicidad, es asegurar el contradictorio. Por eso, mediante este decreto, entre otras relevantes cuestiones, se 
convoca al fiscal y a las partes a comparecer a juicio –a todos, no a uno o alguno-, pues, en tanto da inicio a la 
etapa definitiva del proceso penal, presupone para su dictado que la relación procesal penal y la eventual 
relación civil se encuentren plenamente constituidas. 

Corresponde confirmar el sobreseimiento por prescripción, si el primer decreto de citación a juicio, 
pese a sus términos y a las erráticas ampliaciones ocurridas con posterioridad, alcanza a todos los sujetos del 
proceso y, al momento de dictarse la resolución impugnada la acción se había extinguido, lo cual obsta tratar 
otras cuestiones procesales, como la posible nulidad de los decretos ampliatorios de aquel que, ante el sobre-
seimiento, resultan abstractas o vacías de contendido. (Del voto de los Dres. Cornejo, Ferraris, Posadas y 
Catalano) 
              Corresponde confirmar el auto de sobreseimiento por prescripción si la acción efectivamente se en-
contraba prescripta al momento de resolver el tribunal, pues resulta adecuado considerar como último acto 



interruptivo al primer decreto de citación a juicio y no a las ampliaciones de ese decreto dispuestas en la cau-
sa. (Del voto de los Dres. Díaz y Kauffman) 
              Si el tribunal advierte una nulidad de orden general que implique violación de normas constituciona-
les o así se establezca, corresponde declararla de oficio, en cualquier estado y grado del proceso, como sucede 
si se trata de la intervención, asistencia y representación del imputado. 
 Corresponde declarar la nulidad de la resolución que dispuso el sobreseimiento por prescripción de la 
acción, si el plazo debió interrumpirse, por única vez, con el primer decreto de citación a juicio y no con las 
posteriores ampliaciones, pues, ante la citación tardía al acusado se le ha irrogado de modo material, concreto 
y verdadero una lesión. (Del voto del Dr. Vittar) 
TRIBUNAL: Dres.  Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C SANSUSTE, CARLOS –RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.419/12) (Tomo 182: 131/140 – 21/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento por prescripción de la acción penal, suspensión del plazo, 
funcionario público, celador de una unidad carcelaria.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 68 y vta. y, en su méri-
to, dejar sin efecto el auto de sobreseimiento de fs. 65 y vta. 
DOCTRINA: El sobreseimiento se ha dispuesto sin una motivación que incluya razonamientos adecuados 
acerca de todos los aspectos vinculados a la posible extinción de la acción, basados en las correspondientes 
constancias fehacientes relativas a los motivos de suspensión del plazo de prescripción, si el pronunciamiento 
liberatorio se emitió sin verificar la continuidad del estado de funcionario público del acusado del delito de 
amenazas a un interno durante su función de celador dentro de la unidad carcelaria. 
           La función como personal del Servicio Penitenciario reviste el indudable carácter de pública, en tanto 
implica el desempeño de una actividad que se ejecuta en nombre y representación del Estado, que permite a 
quien la detenta ejercer la influencia que determina el establecimiento de la causal de suspensión de la pres-
cripción. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffaman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: "C/C TORRES, CLAUDIO ANDRÉS – RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. N° 
CJS 36.200/13) (Tomo 182: 465/470 – 28/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento por prescripción de la acción penal, suspensión del plazo, 
funcionario público, celador de una unidad carcelaria.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 68 y vta. y, en su méri-
to, dejar sin efecto el auto de sobreseimiento de fs. 65 y vta. 
DOCTRINA: El sobreseimiento se ha dispuesto sin una motivación que incluya razonamientos adecuados 
acerca de todos los aspectos vinculados a la posible extinción de la acción, basados en las correspondientes 
constancias fehacientes relativas a los motivos de suspensión del plazo de prescripción, si el pronunciamiento 
liberatorio se emitió sin verificar la continuidad del estado de funcionario público del acusado del delito de 
amenazas a un interno durante su función de celador dentro de la unidad carcelaria. 
          La función como personal del Servicio Penitenciario reviste el indudable carácter de pública, 
en tanto implica el desempeño de una actividad que se ejecuta en nombre y representación del Estado, que 
permite a quien la detenta ejercer la influencia que determina el establecimiento de la causal de suspensión de 
la prescripción. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: "C/C TORRES, CLAUDIO ANDRÉS – RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. N° 
CJS 36.200/13) (Tomo 182: 465/470 – 28/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; delitos con pena de inhabilitación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 155/159. 
DOCTRINA: La suspensión del juicio a prueba resulta admisible en cualquier hipótesis de delito reprimido 
con inhabilitación, si se le impone al imputado el deber de cumplir, en el período de prueba, con ciertas reglas 
de conducta dirigidas a remediar su posible incompetencia, a fin de neutralizar el peligro de ejecución de 
actos probablemente riesgosos para terceros, máxime cuando tal riesgo se encuentra elevado por el desempe-
ño diario y continuo de su actividad, como es la de conducir un vehículo de transporte de pasajeros. (Del voto 
de los Dres. Kauffman y Vittar)           
              Para que la prohibición del penúltimo párrafo del artículo 76 bis del Código Penal sea superada, 
resulta necesario que el fin de prevención especial perseguido por la ley sea cumplido mediante el ofrecimien-
to personal y voluntario del imputado de auto-inhabilitarse.  
           No corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba si el imputado, que se encuentra acusado 
del delito de lesiones leves culposas en accidente de tránsito, al solicitar la suspensión del juicio a prueba no 
ofreció inhabilitarse, soslayando en la especie tal carencia lo peticionado por la defensa, al sostener que el 



imputado no puede auto-inhabilitarse para conducir en razón de su profesión de chofer de transporte público 
de pasajeros. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris)  
             No procede la suspensión del juicio a prueba en casos de delitos con pena de inhabilitación, porque 
obsta a ello la expresa prohibición dispuesta en el artículo 76 bis penúltimo párrafo del Código Penal (Del 
voto de los Dres. Posadas y Díaz)  
             Debe concederse la suspensión del juicio a prueba en los delitos penados con inhabilitación por una 
razón de equidad elemental, en tanto el penúltimo párrafo del artículo 76 bis del Código Penal dispone esa 
posibilidad si las circunstancias del caso permitieran dejar en suspenso el cumplimento de la condena aplica-
ble. 
      El principio de legalidad exige priorizar una exégesis restrictiva dentro del límite semántico del texto 
legal, en consonancia con el principio político criminal que caracteriza al derecho penal como última “ratio” 
del ordenamiento jurídico y con el principio "pro homine" que impone privilegiar la interpretación legal que 
más derechos acuerde al ser humano, por lo que el criterio que limita el alcance del beneficio previsto en el 
art. 76 bis a los delitos que tienen prevista una pena de prisión o reclusión cuyo máximo no supere los tres 
años se funda en una exégesis irrazonable de la norma que no armoniza con los principios enumerados. 
 Debe revocarse la resolución que denegó el beneficio de suspensión del proceso a prueba, porque de 
lo contrario se vulneraría inequitativamente la garantía de igualdad consagrada por la Constitución Nacional. 
(Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C ARIAS, EPIFANIO REYES - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 36.049/12)(Tomo 182: 895/918 – 4/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; delitos con pena de inhabilitación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 155/159. 
DOCTRINA: La suspensión del juicio a prueba resulta admisible en cualquier hipótesis de delito reprimido 
con inhabilitación, si se le impone al imputado el deber de cumplir, en el período de prueba, con ciertas reglas 
de conducta dirigidas a remediar su posible incompetencia, a fin de neutralizar el peligro de ejecución de 
actos probablemente riesgosos para terceros, máxime cuando tal riesgo se encuentra elevado por el desempe-
ño diario y continuo de su actividad, como es la de conducir un vehículo de transporte de pasajeros. (Del voto 
de los Dres. Kauffman y Vittar)           
              Para que la prohibición del penúltimo párrafo del artículo 76 bis del Código Penal sea superada, 
resulta necesario que el fin de prevención especial perseguido por la ley sea cumplido mediante el ofrecimien-
to personal y voluntario del imputado de auto-inhabilitarse.  
           No corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba si el imputado, que se encuentra acusado 
del delito de lesiones leves culposas en accidente de tránsito, al solicitar la suspensión del juicio a prueba no 
ofreció inhabilitarse, soslayando en la especie tal carencia lo peticionado por la defensa, al sostener que el 
imputado no puede auto-inhabilitarse para conducir en razón de su profesión de chofer de transporte público 
de pasajeros. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris)  
             No procede la suspensión del juicio a prueba en casos de delitos con pena de inhabilitación, porque 
obsta a ello la expresa prohibición dispuesta en el artículo 76 bis penúltimo párrafo del Código Penal (Del 
voto de los Dres. Posadas y Díaz)  
             Debe concederse la suspensión del juicio a prueba en los delitos penados con inhabilitación por una 
razón de equidad elemental, en tanto el penúltimo párrafo del artículo 76 bis del Código Penal dispone esa 
posibilidad si las circunstancias del caso permitieran dejar en suspenso el cumplimento de la condena aplica-
ble. 
      El principio de legalidad exige priorizar una exégesis restrictiva dentro del límite semántico del texto 
legal, en consonancia con el principio político criminal que caracteriza al derecho penal como última “ratio” 
del ordenamiento jurídico y con el principio "pro homine" que impone privilegiar la interpretación legal que 
más derechos acuerde al ser humano, por lo que el criterio que limita el alcance del beneficio previsto en el 
art. 76 bis a los delitos que tienen prevista una pena de prisión o reclusión cuyo máximo no supere los tres 
años se funda en una exégesis irrazonable de la norma que no armoniza con los principios enumerados. 
 Debe revocarse la resolución que denegó el beneficio de suspensión del proceso a prueba, porque de 
lo contrario se vulneraría inequitativamente la garantía de igualdad consagrada por la Constitución Nacional. 
(Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C ARIAS, EPIFANIO REYES - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 36.049/12) (Tomo 182: 895/918 – 4/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, falta de pago de la multa. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 44/51 vta.  
DOCTRINA: Es posible eximir del pago de la multa a que alude el quinto párrafo del artículo 76 bis del 
Código Penal, si una vez ofrecido el pago, se encuentre debidamente acreditado que el solicitante es una per-
sona de escasos recursos. 



            Se ajusta a derecho la resolución que deniega el pedido de suspensión del juicio a prueba, si el impu-
tado no sólo ha incumplido uno de los recaudos establecidos en la ley de fondo para la procedencia del institu-
to, sino que, además, no surge de las constancias de la causa la imposibilidad de poder afrontar su pago, el 
que podría incluso hacerlo en cuotas durante el lapso de duración del beneficio. (Del voto de los Dres. Ferra-
ris, Kauffman, Vittar, Catalano, Cornejo) 
           No procede la suspensión del juicio a prueba en casos de delitos reprimidos con pena de inhabilitación, 
en virtud de la prohibición expresamente dispuesta en el penúltimo párrafo del artículo 76 bis del Código 
Penal. (Del voto de los Dres. Posadas y Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C RODRÍGUEZ, CARLOS HUMBERTO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL 
JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.781/12)(Tomo 182: 883/894 
– 4/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, falta de pago de la multa. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 44/51 vta.  
DOCTRINA: Es posible eximir del pago de la multa a que alude el quinto párrafo del artículo 76 bis del 
Código Penal, si una vez ofrecido el pago, se encuentre debidamente acreditado que el solicitante es una per-
sona de escasos recursos. 
              Se ajusta a derecho la resolución que deniega el pedido de suspensión del juicio a prueba, si el impu-
tado no sólo ha incumplido uno de los recaudos establecidos en la ley de fondo para la procedencia del institu-
to, sino que, además, no surge de las constancias de la causa la imposibilidad de poder afrontar su pago, el 
que podría incluso hacerlo en cuotas durante el lapso de duración del beneficio. (Del voto de los Dres. Ferra-
ris, Kauffman, Vittar, Catalano, Cornejo) 
               No procede la suspensión del juicio a prueba en casos de delitos reprimidos con pena de inhabilita-
ción, en virtud de la prohibición expresamente dispuesta en el penúltimo párrafo del artículo 76 bis del Códi-
go Penal. (Del voto de los Dres. Posadas y Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C RODRÍGUEZ, CARLOS HUMBERTO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN 
DEL JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN”    (Expte. Nº CJS 35.781/12) 
(Tomo 182: 883/894 – 4/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; ofrecimiento de reparación del daño, razona-
bilidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 23/30. 
DOCTRINA: Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba es condición esencial el haber ofrecido, 
en la instancia de grado, una reparación suficiente, razonable y acorde a la magnitud del daño causado a la 
supuesta víctima y a sus propias posibilidades que, si bien no debe coincidir exactamente con los montos 
reclamados civilmente a título de indemnización o resarcimiento, tiene que alcanzar niveles suficientes para 
ser estimado como un gesto serio y sincero que demuestre la internalización del acusado con la supuesta 
víctima y con el hecho. (Del voto de los Dres. Ferraris, Kauffman, Vittar, Catalano)  
             La razonabilidad de la reparación ofrecida por el imputado para la procedencia de la suspensión del 
juicio a prueba debe practicarse teniendo en cuenta lo manifestado por la víctima, el imputado y tomando 
como parámetros de referencia la extensión del daño causado por el delito y las posibilidades reales del acu-
sado para hacerle frente, toda vez que la norma señala que la reparación ofrecida deber ser en la medida de lo 
posible, lo que significa que sea razonable. 
          La razonabilidad del ofrecimiento debe ser ponderada por el juez, el cual no sólo debe valorar el 
“quantum” del daño, sino la aptitud económica del imputado y en base a ello determinar en forma motivada si 
resulta o no razonable el ofrecimiento y, en su caso, podrá admitirla frente a oposiciones de los posibles dam-
nificados.  
 Para el caso de que el damnificado no acepte la reparación ofrecida queda abierta, para él, la vía de 
reparación en sede civil. La víctima debe ser oída como condición previa a considerar el otorgamiento del 
beneficio, pero su falta de aceptación no obsta su otorgamiento. (Del voto del Dr. Cornejo) 
        No procede la suspensión del juicio a prueba en casos de delitos reprimidos con pena de inhabilita-
ción, en virtud de la prohibición expresamente dispuesta en el penúltimo párrafo del artículo 76 bis del Códi-
go Penal. (Del voto de los Dres. Díaz y Posadas)   
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C MIRANDA, PABLO ALEJANDRO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE 
JUICIO A PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 36.187/12) (Tomo 182: 
737/748 – 30/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, ofrecimiento de reparación del daño, razona-
bilidad. 



CUESTIÓN RESUELTA I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 24/ 25 vta. y, en su 
mérito, DEJAR SIN EFECTO la resolución de fs. 18/ 23. 
DOCTRINA: Para acceder al beneficio de la suspensión del proceso es necesario que el imputado ofrezca 
hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible, lo que no implica confesión ni reconoci-
miento de la responsabilidad civil correspondiente. No se trata este recaudo de la reparación integral del daño 
causado por el delito, que determinaría la parte resolutiva de la sentencia condenatoria a que se refiere el artí-
culo 29 del Código Penal, sino del ofrecimiento por parte del imputado de asumir la obligación, dentro de sus 
posibilidades, de resarcir razonablemente al damnificado por los perjuicios que la acción que se le incrimina 
le pueda haber ocasionado. 

Para que la propuesta no resulte inexistente, el ofrecimiento debe consistir en una obligación pura, 
simple, cierta y determinada, susceptible de ser cuantificada, todo ello en razón de saber, a ciencia cierta, el 
límite del compromiso económico del acusado y valorar su razonabilidad, requisito necesario e ineludible que 
debe cumplir el tribunal a los fines de la concesión del instituto. (Del voto de los Dres. Ferraris, Kauffman, 
Catalano, Posadas) 
 Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba es necesario el ofrecimiento del imputado de 
hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible, lo que significa que sea razonable; las 
modalidades de tiempo y forma propuestas debían, por un lado, partir de las posibilidades del imputado y, 
además, ser proporcionales a la entidad del supuesto daño producido, como objeto perseguido, su internaliza-
ción con el damnificado y el hecho que jurídicamente imputado, constituyen una tragedia de la vida real. 
            La razonabilidad del ofrecimiento de reparación del daño debe ser ponderada por el juez, el cual no 
sólo debe valorar el "quantum" del daño, sino la aptitud económica del imputado y en base a ello determinar 
en forma motivada si resulta o no razonable el ofrecimiento y, en su caso, podrá admitirla frente a oposiciones 
de los posibles damnificados. (Del voto del Dr. Cornejo) 
 Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba es condición esencial el haber ofrecido, en la 
instancia de grado, una reparación suficiente, razonable y acorde a la magnitud del daño causado a la víctima 
y a sus propias posibilidades que, si bien no debe coincidir exactamente con los montos reclamados civilmen-
te a título de indemnización o resarcimiento, tiene que alcanzar niveles suficientes para ser estimado como un 
gesto serio y sincero que demuestre la internalización del acusado con el damnificado y con el hecho que, 
jurídicamente imputado, constituye una tragedia de la vida real. (Del voto del Dr. Posadas)  
 La suspensión del juicio a prueba puede ser otorgada para imputados de delitos cuya pena máxima 
exceda los tres años de prisión, siempre que se cumplan los demás requisitos del instituto y a resultas del 
correspondiente juicio hipotético sobre las condiciones del artículo 26 del Código Penal. 
 Para obtener la suspensión del juicio a prueba sin violar los fines de prevención especial amparados 
ni los demás preceptos en vigencia, cuando el delito acusado sea homicidio culposo, es necesario que el impu-
tado reúna todos los requisitos exigidos, voluntariamente acepte que se imponga la incapacidad por el plazo 
necesario y, además, consienta que –cumplido dicho plazo- los efectos previstos en el 4to. párrafo del artículo 
76 ter del Código Penal procederán a resultas de la valoración que efectúe en ese momento el magistrado 
respecto al cumplimiento de la regla de conducta impuesta de conformidad al 2do. párrafo del artículo 20 ter 
del Código Penal. (Del voto del Dr. Vittar) 
   No procede la suspensión del juicio a prueba en casos de delitos reprimidos con pena de inhabilita-
ción, en virtud de la expresa prohibición dispuesta en el penúltimo párrafo del artículo 76 bis del Código 
Penal. (Del voto del Dr. Díaz)   
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C TOSO, GASTÓN MAXIMILIANO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 35.644/12) (Tomo 182: 685/702 –  30/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; ofrecimiento de reparación del daño, razona-
bilidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 23/30. 
DOCTRINA: Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba es condición esencial el haber ofrecido, 
en la instancia de grado, una reparación suficiente, razonable y acorde a la magnitud del daño causado a la 
supuesta víctima y a sus propias posibilidades que, si bien no debe coincidir exactamente con los montos 
reclamados civilmente a título de indemnización o resarcimiento, tiene que alcanzar niveles suficientes para 
ser estimado como un gesto serio y sincero que demuestre la internalización del acusado con la supuesta 
víctima y con el hecho. (Del voto de los Dres. Ferraris, Kauffman, Vittar, Catalano)  
              La razonabilidad de la reparación ofrecida por el imputado para la procedencia de la suspensión del 
juicio a prueba debe practicarse teniendo en cuenta lo manifestado por la víctima, el imputado y tomando 
como parámetros de referencia la extensión del daño causado por el delito y las posibilidades reales del acu-
sado para hacerle frente, toda vez que la norma señala que la reparación ofrecida deber ser en la medida de lo 
posible, lo que significa que sea razonable. 
          La razonabilidad del ofrecimiento debe ser ponderada por el juez, el cual no sólo debe valorar el 
“quantum” del daño, sino la aptitud económica del imputado y en base a ello determinar en forma motivada si 



resulta o no razonable el ofrecimiento y, en su caso, podrá admitirla frente a oposiciones de los posibles dam-
nificados.  
 Para el caso de que el damnificado no acepte la reparación ofrecida queda abierta, para él, la vía de 
reparación en sede civil. La víctima debe ser oída como condición previa a considerar el otorgamiento del 
beneficio, pero su falta de aceptación no obsta su otorgamiento. (Del voto del Dr. Cornejo) 
        No procede la suspensión del juicio a prueba en casos de delitos reprimidos con pena de inhabilita-
ción, en virtud de la prohibición expresamente dispuesta en el penúltimo párrafo del artículo 76 bis del Códi-
go Penal. (Del voto de los Dres. Díaz y Posadas)   
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C MIRANDA, PABLO ALEJANDRO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE 
JUICIO A PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 36.187/12) (Tomo 182: 
737/748 –  30/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, ofrecimiento de reparación del daño, razona-
bilidad. 
CUESTIÓN RESUELTA I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 24/ 25 vta. y, en su 
mérito, DEJAR SIN EFECTO la resolución de fs. 18/ 23. 
DOCTRINA: Para acceder al beneficio de la suspensión del proceso es necesario que el imputado ofrezca 
hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible, lo que no implica confesión ni reconoci-
miento de la responsabilidad civil correspondiente. No se trata este recaudo de la reparación integral del daño 
causado por el delito, que determinaría la parte resolutiva de la sentencia condenatoria a que se refiere el artí-
culo 29 del Código Penal, sino del ofrecimiento por parte del imputado de asumir la obligación, dentro de sus 
posibilidades, de resarcir razonablemente al damnificado por los perjuicios que la acción que se le incrimina 
le pueda haber ocasionado. 

Para que la propuesta no resulte inexistente, el ofrecimiento debe consistir en una obligación pura, 
simple, cierta y determinada, susceptible de ser cuantificada, todo ello en razón de saber, a ciencia cierta, el 
límite del compromiso económico del acusado y valorar su razonabilidad, requisito necesario e ineludible que 
debe cumplir el tribunal a los fines de la concesión del instituto. (Del voto de los Dres. Ferraris, Kauffman, 
Catalano, Posadas) 
 Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba es necesario el ofrecimiento del imputado de 
hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible, lo que significa que sea razonable; las 
modalidades de tiempo y forma propuestas debían, por un lado, partir de las posibilidades del imputado y, 
además, ser proporcionales a la entidad del supuesto daño producido, como objeto perseguido, su internaliza-
ción con el damnificado y el hecho que jurídicamente imputado, constituyen una tragedia de la vida real. 
            La razonabilidad del ofrecimiento de reparación del daño debe ser ponderada por el juez, el cual no 
sólo debe valorar el "quantum" del daño, sino la aptitud económica del imputado y en base a ello determinar 
en forma motivada si resulta o no razonable el ofrecimiento y, en su caso, podrá admitirla frente a oposiciones 
de los posibles damnificados. (Del voto del Dr. Cornejo) 
 Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba es condición esencial el haber ofrecido, en la 
instancia de grado, una reparación suficiente, razonable y acorde a la magnitud del daño causado a la víctima 
y a sus propias posibilidades que, si bien no debe coincidir exactamente con los montos reclamados civilmen-
te a título de indemnización o resarcimiento, tiene que alcanzar niveles suficientes para ser estimado como un 
gesto serio y sincero que demuestre la internalización del acusado con el damnificado y con el hecho que, 
jurídicamente imputado, constituye una tragedia de la vida real. (Del voto del Dr. Posadas)  
 La suspensión del juicio a prueba puede ser otorgada para imputados de delitos cuya pena máxima 
exceda los tres años de prisión, siempre que se cumplan los demás requisitos del instituto y a resultas del 
correspondiente juicio hipotético sobre las condiciones del artículo 26 del Código Penal. 
 Para obtener la suspensión del juicio a prueba sin violar los fines de prevención especial amparados 
ni los demás preceptos en vigencia, cuando el delito acusado sea homicidio culposo, es necesario que el impu-
tado reúna todos los requisitos exigidos, voluntariamente acepte que se imponga la incapacidad por el plazo 
necesario y, además, consienta que –cumplido dicho plazo- los efectos previstos en el 4to. párrafo del artículo 
76 ter del Código Penal procederán a resultas de la valoración que efectúe en ese momento el magistrado 
respecto al cumplimiento de la regla de conducta impuesta de conformidad al 2do. párrafo del artículo 20 ter 
del Código Penal. (Del voto del Dr. Vittar) 
  No procede la suspensión del juicio a prueba en casos de delitos reprimidos con pena de inhabilita-
ción, en virtud de la expresa prohibición dispuesta en el penúltimo párrafo del artículo 76 bis del Código 
Penal. (Del voto del Dr. Díaz)   
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C TOSO, GASTÓN MAXIMILIANO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 35.644/12) (Tomo 182: 685/702 –  30/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; delitos con pena de inhabilitación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 17/23. 



DOCTRINA: No corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba si no se cumple con el requisito que 
en el supuesto viabiliza el instituto, de ofrecimiento de auto inhabilitación para conducir vehículos automoto-
res. 
              Para que la prohibición del último párrafo del artículo 76 bis del Código Penal sea superada, resulta 
necesario que el fin de prevención especial perseguido por la ley sea cumplido mediante el ofrecimiento per-
sonal y voluntario del imputado de auto-inhabilitarse. 
 La mentada necesidad de que el imputado no continúe con la actividad que ha generado la infracción 
penal o de neutralizar el riesgo de esa actividad, se efectiviza imponiendo la incapacidad, consentimiento de 
por medio. (Del voto de los Dres. Ferraris, Kauffman, Vittar y Catalano). 
             No corresponde conceder el beneficio de la suspensión del juicio a prueba en los delitos reprimidos 
con pena de inhabilitación, en virtud de la prohibición expresamente dispuesta en el artículo 76 bis penúltimo 
párrafo del Código Penal (Del voto de los Dres. Díaz y Posadas).    
              Debe concederse la suspensión del juicio a prueba en los delitos penados con inhabilitación por una 
razón de equidad elemental. 
 El principio de legalidad exige priorizar una exégesis restrictiva dentro del límite semántico del texto 
legal, en consonancia con el principio político criminal que caracteriza al derecho penal como última “ratio” 
del ordenamiento jurídico y con el principio “pro homine” que impone privilegiar la interpretación legal que 
más derechos acuerde al ser humano, por lo que el criterio que limita el alcance del beneficio previsto en el 
art. 76 bis del Código Penal a los delitos que tienen prevista una pena de prisión o reclusión cuyo máximo no 
supere los tres años se funda en una exégesis irrazonable de la norma que no armoniza con los principios 
enumerados. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: "C/C CHILIGUAY, JORGE RAÚL – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL 
JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. N° CJS 35.626/12) (Tomo 182: 
43/62 – 18/octubre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; delitos con pena de inhabilitación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 17/23. 
DOCTRINA: No corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba si no se cumple con el requisito que 
en el supuesto viabiliza el instituto, de ofrecimiento de auto inhabilitación para conducir vehículos automoto-
res. 
      Para que la prohibición del último párrafo del artículo 76 bis del Código Penal sea superada, resulta 
necesario que el fin de prevención especial perseguido por la ley sea cumplido mediante el ofrecimiento per-
sonal y voluntario del imputado de auto-inhabilitarse. 
 La mentada necesidad de que el imputado no continúe con la actividad que ha generado la infracción 
penal o de neutralizar el riesgo de esa actividad, se efectiviza imponiendo la incapacidad, consentimiento de 
por medio. (Del voto de los Dres. Ferraris, Kauffman, Vittar y Catalano). 
              No corresponde conceder el beneficio de la suspensión del juicio a prueba en los delitos reprimidos 
con pena de inhabilitación, en virtud de la prohibición expresamente dispuesta en el artículo 76 bis penúltimo 
párrafo del Código Penal (Del voto de los Dres. Díaz y Posadas).    
               Debe concederse la suspensión del juicio a prueba en los delitos penados con inhabilitación por una 
razón de equidad elemental. 
 El principio de legalidad exige priorizar una exégesis restrictiva dentro del límite semántico del texto 
legal, en consonancia con el principio político criminal que caracteriza al derecho penal como última “ratio” 
del ordenamiento jurídico y con el principio “pro homine” que impone privilegiar la interpretación legal que 
más derechos acuerde al ser humano, por lo que el criterio que limita el alcance del beneficio previsto en el 
art. 76 bis del Código Penal a los delitos que tienen prevista una pena de prisión o reclusión cuyo máximo no 
supere los tres años se funda en una exégesis irrazonable de la norma que no armoniza con los principios 
enumerados. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.    DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: "C/C CHILIGUAY, JORGE RAÚL – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL 
JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. N° CJS 35.626/12)(Tomo 182: 
43/62 – 18/octubre/2013) 
 
RECURSOS DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD. Suspensión del juicio a prueba, ofreci-
miento de reparación del daño, razonabilidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a los recursos interpuestos a fs. 242/244 vta. y 258/262 vta. y, 
en su mérito, dejar sin efecto la resolución de fs. 237/240.  
DOCTRINA: Para acceder al beneficio de la suspensión del juicio a prueba es necesario que el imputado 
ofrezca hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible, lo que significa que sea razonable. 
      Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba es condición esencial el haber ofrecido, en la 
instancia de grado, una reparación suficiente, razonable y acorde a la magnitud del daño causado a la supuesta 
víctima y a sus propias posibilidades que, si bien no debe coincidir exactamente con los montos reclamados 



civilmente a título de indemnización o resarcimiento, tiene que alcanzar niveles suficientes para ser estimado 
como un gesto serio y sincero que demuestre la internalización del acusado con la supuesta víctima y con el 
hecho que, jurídicamente imputado, constituye una tragedia de la vida real. (Del voto de los Dres. Catalano, 
Cornejo, Ferraris y Posadas) 
               La suspensión del juicio a prueba puede ser otorgada para imputados de delitos cuya pena máxima 
exceda los tres años de prisión, siempre que se cumplan los demás requisitos del instituto y a resultas del 
correspondiente juicio hipotético sobre las condiciones del artículo 26 del Código Penal.  
 Para obtener la suspensión del juicio a prueba sin violar los fines de prevención especial amparados, 
ni los demás preceptos en vigencia, cuando el delito acusado sea homicidio culposo es necesario que el impu-
tado reúna todos los requisitos exigidos, voluntariamente acepte que se imponga la incapacidad por el plazo 
necesario y, además, consienta que -cumplido dicho plazo- los efectos previstos en el 4to. párrafo del artículo 
76 ter del Código Penal procederán a resultas de la valoración que efectúe en ese momento el magistrado 
respecto al cumplimiento de la regla de conducta impuesta, de conformidad al 2do. párrafo del artículo 20 ter 
del Código Penal. 
 Es requisito para acceder al beneficio de la suspensión del proceso que el imputado ofrezca hacerse 
cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible, lo que significa que sea razonable. (Del voto de los 
Dres. Kauffman y Vittar)  
              No procede la suspensión del juicio a prueba en casos de delitos reprimidos con pena de inhabilita-
ción, en virtud de la prohibición expresamente dispuesta en el penúltimo párrafo del artículo 76 bis del Códi-
go Penal. (Del voto del Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C LEDESMA, RODRIGO ALEJANDRO – RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. Nº CJS 36.069/12) (Tomo 182: 259/278 – 22/octubre/2013) 
 
RECURSOS DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD. Suspensión del juicio a prueba, ofreci-
miento de reparación del daño, razonabilidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a los recursos interpuestos a fs. 242/244 vta. y 258/262 vta. y, 
en su mérito, dejar sin efecto la resolución de fs. 237/240.  
ofrezca hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible, lo que significa que sea razonable. 
      Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba es condición esencial el haber ofrecido, en la 
instancia de grado, una reparación suficiente, razonable y acorde a la magnitud del daño causado a la supuesta 
víctima y a sus propias posibilidades que, si bien no debe coincidir exactamente con los montos reclamados 
civilmente a título de indemnización o resarcimiento, tiene que alcanzar niveles suficientes para ser estimado 
como un gesto serio y sincero que demuestre la internalización del acusado con la supuesta víctima y con el 
hecho que, jurídicamente imputado, constituye una tragedia de la vida real. (Del voto de los Dres. Catalano, 
Cornejo, Ferraris y Posadas) 
              La suspensión del juicio a prueba puede ser otorgada para imputados de delitos cuya pena máxima 
exceda los tres años de prisión, siempre que se cumplan los demás requisitos del instituto y a resultas del 
correspondiente juicio hipotético sobre las condiciones del artículo 26 del Código Penal.  
 Para obtener la suspensión del juicio a prueba sin violar los fines de prevención especial amparados, 
ni los demás preceptos en vigencia, cuando el delito acusado sea homicidio culposo es necesario que el impu-
tado reúna todos los requisitos exigidos, voluntariamente acepte que se imponga la incapacidad por el plazo 
necesario y, además, consienta que -cumplido dicho plazo- los efectos previstos en el 4to. párrafo del artículo 
76 ter del Código Penal procederán a resultas de la valoración que efectúe en ese momento el magistrado 
respecto al cumplimiento de la regla de conducta impuesta, de conformidad al 2do. párrafo del artículo 20 ter 
del Código Penal. 
 Es requisito para acceder al beneficio de la suspensión del proceso que el imputado ofrezca hacerse 
cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible, lo que significa que sea razonable. (Del voto de los 
Dres. Kauffman y Vittar)  
              No procede la suspensión del juicio a prueba en casos de delitos reprimidos con pena 
de inhabilitación, en virtud de la prohibición expresamente dispuesta en el penúltimo párrafo del artículo 76 
bis del Código Penal. (Del voto del Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris   DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “C/C LEDESMA, RODRIGO ALEJANDRO – RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. Nº CJS 36.069/12) (Tomo 182: 259/278 – 22/octubre/2013) 
 
RECURSO DE REVOCATORIA “IN EXTREMIS”. Procedencia, sobreseimiento por prescripción de la 
acción penal. 
CUESTIÓN RESUELTA; I. DEJAR SIN EFECTO la sentencia de fs. 112, cuyos fundamentos fueron ex-
puestos a fs. 113/116, los actos posteriores a ella y, consecuentemente, la resolución de fs. 140/147, y sobre-
seer a Oscar Alejandro Torres -de las demás condiciones obrantes en autos- del hecho por el que viene reque-
rido, por prescripción de la acción penal (arts. 59 inc. 3º y 62 inc. 2º del C.P. y art. 326 inc. 1º del C.P.P., 
texto según Ley 6345 y modificatorias).  



DOCTRINA: Contra las resoluciones dictadas por la Corte, sean de competencia originaria o derivada no 
cabe, en principio, recurso alguno en el orden local y sólo son impugnables ante la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación, salvo cuando concurren circunstancias que permiten hacer excepción a esta regla, como son los 
supuestos en que se haga ostensible el riesgo de consumar una injusticia notoria.  

Sin perjuicio que no fue advertido en su oportunidad por ninguno de los sujetos esenciales, al tratarse 
de una cuestión de orden público, planteada por la vía de la revocatoria “in extremis” que es idónea para revi-
sar actos procesales y en tanto todavía se encuentran corriendo plazos que permiten revisar actos de esa natu-
raleza aún de oficio, corresponde dejar sin efecto la resolución cuestionada y sobreseer al acusado, porque en 
el debate el Ministerio Fiscal realizó un cambio de calificación legal y pidió que se lo condenara al mínimo de 
la figura endilgada, con lo cual se ha cumplido el plazo de precripción de la acción. (Del voto de los Dres. 
Cornejo, Díaz, Posadas y Vittar) 
 Corresponde absolver al acusado, si no puede tenerse al hecho imputado como configurativo del 
delito de tenencia ilegal de arma de fuego de uso civil que se le endilgaba. (Del voto de los Dres. Catalano, 
Ferraris, Kauffman)  
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C TORRES, OSCAR ALEJANDRO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 35.231/12) (Tomo 182: 679/684 – 30/octubre/2013) 
 
RECURSO DE REVOCATORIA “IN EXTREMIS”. Procedencia, sobreseimiento por prescripción de la 
acción penal. 
CUESTIÓN RESUELTA; I. DEJAR SIN EFECTO la sentencia de fs. 112, cuyos fundamentos fueron ex-
puestos a fs. 113/116, los actos posteriores a ella y, consecuentemente, la resolución de fs. 140/147, y sobre-
seer a Oscar Alejandro Torres -de las demás condiciones obrantes en autos- del hecho por el que viene reque-
rido, por prescripción de la acción penal (arts. 59 inc. 3º y 62 inc. 2º del C.P. y art. 326 inc. 1º del C.P.P., 
texto según Ley 6345 y modificatorias).  
DOCTRINA: Contra las resoluciones dictadas por la Corte, sean de competencia originaria o derivada no 
cabe, en principio, recurso alguno en el orden local y sólo son impugnables ante la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación, salvo cuando concurren circunstancias que permiten hacer excepción a esta regla, como son los 
supuestos en que se haga ostensible el riesgo de consumar una injusticia notoria.  

Sin perjuicio que no fue advertido en su oportunidad por ninguno de los sujetos esenciales, al tratarse 
de una cuestión de orden público, planteada por la vía de la revocatoria “in extremis” que es idónea para revi-
sar actos procesales y en tanto todavía se encuentran corriendo plazos que permiten revisar actos de esa natu-
raleza aún de oficio, corresponde dejar sin efecto la resolución cuestionada y sobreseer al acusado, porque en 
el debate el Ministerio Fiscal realizó un cambio de calificación legal y pidió que se lo condenara al mínimo de 
la figura endilgada, con lo cual se ha cumplido el plazo de precripción de la acción. (Del voto de los Dres. 
Cornejo, Díaz, Posadas y Vittar) 
  Corresponde absolver al acusado, si no puede tenerse al hecho imputado como configurativo del 
delito de tenencia ilegal de arma de fuego de uso civil que se le endilgaba. (Del voto de los Dres. Catalano, 
Ferraris, Kauffman)  
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C TORRES, OSCAR ALEJANDRO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 35.231/12) (Tomo 182: 679/684 – 30/octubre/2013) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Resoluciones que declarar la improcedencia de recursos 
planteados por ante los tribunales locales; doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 220/235.  
DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario federal si se funda en agravios que constituyen 
una reedición de los ya expuestos en oportunidad de articular los recursos de casación, los cuales han sido 
tratados y resueltos con sustento en una profunda interpretación de las normas aplicables al caso, aspectos 
cuyo conocimiento y decisión constituye materia reservada a los jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, 
a la órbita del recurso previsto en el art. 14 de la Ley 48. 

Las disposiciones que declaran la improcedencia de los recursos planteados por ante los tribunales 
locales no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria, en virtud del carácter fáctico y procesal de 
las cuestiones que suscitan.  
 La arbitrariedad debe caracterizarse por omisiones o desaciertos de gravedad extrema, lo que confie-
re a la cuestión un carácter excepcional, e impide la apertura de una tercera instancia ordinaria donde puedan 
discutirse decisiones que se estimen equivocadas.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C CANCHI, GERARDO DANIEL – INCIDENTE DE EJECUCIÓN DE PE-
NA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 33.967/10) (Tomo 182: 279/288 – 
22/octubre/2013) 
 



RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Reiteración de agravios resueltos en casación; doctrina de 
la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 1275/1282 vta.  
DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario federal, si el impugnante se limita a reiterar los 
agravios ya expuestos en el marco del recurso de casación lo que, amén de dar cuenta que la supuesta cuestión 
constitucional carece de entidad suficiente, que si bien puede, como lo hizo, integrar la materia de la casación, 
no alcanza para dar sustento a la vía intentada, de inequívoco carácter excepcional, sino en supuestos extre-
mos de arbitrariedad. 
          La tacha de arbitrariedad no es apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los 
argumentos de derecho común en los cuales los jueces apoyan sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción 
excluyente. 
             La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de 
cuestiones que les son privativas, como así tampoco abrir una nueva instancia ordinaria para debatir temas 
ajenos a la competencia específica de la Corte, cuando no se demuestra que el pronunciamiento impugnado 
contenga, en estos aspectos, graves defectos de fundamentación o de razonamiento que lo hagan inválido 
como acto jurisdiccional. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar. DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C SEGUNDO, MARCOS MARCIAL; MOYA, JOSÉ ANTONIO; CASTI-
LLO, EMANUEL; VACA, FELIPA; RUÍZ, FÉLIX ANTONIO; ACEBO, MAURO 
ANDRÉS ROMÁN; SALVATORE, GLINIGS ELIZABETH; ANDRADE, JORGE CRUZ 
DANIEL – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 33.945/10) (Tomo 182: 289/298 – 
22/octubre/2013) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Reiteración de agravios resueltos en casación; doctrina de 
la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 1275/1282 vta.  
DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario federal, si el impugnante se limita a reiterar los 
agravios ya expuestos en el marco del recurso de casación lo que, amén de dar cuenta que la supuesta cuestión 
constitucional carece de entidad suficiente, que si bien puede, como lo hizo, integrar la materia de la casación, 
no alcanza para dar sustento a la vía intentada, de inequívoco carácter excepcional, sino en supuestos extre-
mos de arbitrariedad. 
          La tacha de arbitrariedad no es apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los 
argumentos de derecho común en los cuales los jueces apoyan sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción 
excluyente. 
 La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de 
cuestiones que les son privativas, como así tampoco abrir una nueva instancia ordinaria para debatir temas 
ajenos a la competencia específica de la Corte, cuando no se demuestra que el pronunciamiento impugnado 
contenga, en estos aspectos, graves defectos de fundamentación o de razonamiento que lo hagan inválido 
como acto jurisdiccional.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C SEGUNDO, MARCOS MARCIAL; MOYA, JOSÉ ANTONIO; CASTI-
LLO, EMANUEL; VACA, FELIPA; RUÍZ, FÉLIX ANTONIO; ACEBO, MAURO 
ANDRÉS ROMÁN; SALVATORE, GLINIGS ELIZABETH; ANDRADE, JORGE CRUZ 
DANIEL – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 33.945/10) (Tomo 182: 289/298 – 
22/octubre/2013) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Resoluciones que declarar la improcedencia de recursos 
planteados por ante los tribunales locales; doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 220/235.  
DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario federal si se funda en agravios que constituyen 
una reedición de los ya expuestos en oportunidad de articular los recursos de casación, los cuales han sido 
tratados y resueltos con sustento en una profunda interpretación de las normas aplicables al caso, aspectos 
cuyo conocimiento y decisión constituye materia reservada a los jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, 
a la órbita del recurso previsto en el art. 14 de la Ley 48. 

Las disposiciones que declaran la improcedencia de los recursos planteados por ante los tribunales 
locales no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria, en virtud del carácter fáctico y procesal de 
las cuestiones que suscitan.  
 La arbitrariedad debe caracterizarse por omisiones o desaciertos de gravedad extrema, lo que confie-
re a la cuestión un carácter excepcional, e impide la apertura de una tercera instancia ordinaria donde puedan 
discutirse decisiones que se estimen equivocadas.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C CANCHI, GERARDO DANIEL – INCIDENTE DE EJECUCIÓN DE PE-



NA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 33.967/10) (Tomo 182: 279/288 – 
22/octubre/2013) 
 


